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• PROYECTO DE BASES ^ 



PARA 



LA REORGANIZACIÓN DE TRIBUALES, 

Y 

PARA EL ENJUICIAMIENTO CRIMINAL EN EL FUERO COMÚN, 

PRESENTADO Á US CORTES POR EL MINISTRO DE GRACIA Y JUSTICIA , 

DE CONFORMIDAD CON LOS DE GUERRA T MARINA ; 

PRECEDIDO 

de la esposicion motivada de dichas bases , elevada al Gtobiemo 
por la Comisión de Codificación. 



IMPRENTA DEL UINISTERH) DÉ GRAQA Y JISTIQA. 
1865. 
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ESPOSICION 

mmmk al gobierno por la consioN de cobificacion. 



&cocma. e7^/ 



La Comisión de CodiGeacion , al poner en manos de Y. E., en 
cumplimienlo de lo que se le previno en Real orden de 6 de Noviem- 
bre de 18G2, el proyecto de las bases que ha formulado como 
principios generales para redactar, con sujeción á ellas, las Leyes 
de organización de los Tribunales del fuero común, y de Enjuicia- 
miento criminal, siguiendo la costumbre que tiene adoptada, espo- 
ne los fundamentos capitales de las reformas que somete á la aproba- 
ción del Gobierno. Es esto hoy tanto mas necesario, cuanto que las 
bases que presenta se separan en gravisimos puntos , no solo de la 
legislación actual, sino también de los diferentes proyectos que 
hasta ahora han visto la luz pública. 

Conocidos son generalmente los vicios de la organización de 
nuestros Tribunales. Hace ya cerca de diez años , que al pedir el 
Gobierno una autorización para reformar esta importante parte de 
nuestra Legislación, decia á las Corles, que la necesidad de mejo- 
rar lo existente era un sientimiento casi unánime de la opinión pú- 
blica, y que, si bien acaso habria diversos pareceres en cuanto á 
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la forma en que esla mejora debia llevarse á efecto , $ie convenia 
generalmente en la urgencia de practicarla, reduciéndola á justos 
y prudentes limites, sin lastimar intereses creados, ni aceptar, como 
bases, teorías sobre las cuales no existieran ya, dentro ó fuera de 
Espafia, esperimenlos salisfaclorios. 

Pocos'afios después , el Gobierno , al presentar otro proveció 
pidiendo autorización para formar una Ley de Enjuiciamiento cri- 
minal, calificaba de conocidos los inconvenientes de los procedi- 
mientos que en la actualidad se siguen, y aceptando el preámbulo 
que babia redactado esla Comisión, decia á las Cortes: «Esparci- 
»dos los procedimientos en los Códigos y en Ids Colecciones legis- 
«lativas, que se han publicado desde el Reinado de D. Alfonso el 
» Sabio basta nuestros dias; producto de diferentes, sistemas socia- 
bles, políticos y cienliGcos que en tantos siglos han, predominado; 
» mezcla de principios heterogéneos y frecuentemente contradiclo- 
»rios, ni tienen unidad, ni corresponden á las necesidades de hoy, 
»ni están á la altura de la ciencia, ni son el reflejo del verdadero 
«estado de nuestra sociedad, ni bastan á llenar todas las exigencias 
»del foro, ni se bailan siempre en observancia, porque son incom- 
»patibles á las veces con nuestra civilización y con las ideas que 
»hace muchos años prevalecen en los Tribunales. Así es, que á su 
•lado han nacido costumbres que ya suplen, ya modifican, ya cor- 
erigen el derecho escrito, que se han creado prácticas que, por bac- 
anas que aparezcan, tienen el inconveniente gravísimo de no ser 
•uniformes, y que son frecuentemente inciertas y aun opuestas; y 
•que se da á las opiniones de los tratadistas una autoridad mayor 
•que la que real y verdaderamente les corresponde, autoridad que 
•alcanza muchas veces hasta falsear el precepto de las leyes. 
•Agréganse á todo las dificultades, complicaciones y dudas que en 
•la práctica origina la necesidad de consultar tantos monumentos 
•de nuestra legislación, tratar de armonizarlos, separar lo deroga- 
ndo de lo vigente, y apreciar en su verdadero valor legal tantas 
•leyes divergentes y aun contradictorias. • 

La Comisión reproduce ahora lo que entonces escribió , afia- 
diendo que cada dia va siendo mayor la ansiedad pública , que 
esta se manifiesta de mil modos diferentes, y que es ya una nece- 
sidad perentoria, cuyo aplazamiento cedería en mengua de la con- 
sideración que requiere la administración de justicia, si ha de lié- 
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nar los altos fines para qae ha sido instituida. Guando las leyes 
caen en descrédito; cuando en uno y otro año se anuncia la nece- 
sidad de la reforma ; cuando esta es proclamada por el Gobierno 
desde la tribuna de los Cuerpos Colegisladores ; cuando la prensa 
política y la cienlifíca, en su desea de contribuir á la nueva obra, 
hacen patente todo lo deforme de la antigua ; cuando desde los 
bancos do las Escuelas la juventud considera <;omo imperfecto, in- 
sostenible y transitorio lo actual, y se acostumbra á mirarlo con 
desden, creyendo que no es llamada á continuarlo, sino á plantear 
lo nuevo, no puede ya detenerse el impulso, es necesario poner 
manos en la obra para no levantarlas hasta que esté completamen- 
te terminada. 

Ha pasado ya el tiempo en que con reformas parciales pueda 
sostenerse el antiguo edificio: en los primeros años del Gobierno 
representativo eslo era indispensable y se recibia por el público con 
aprecio: el Gobierno manifestaba con ellas el deseo que tenia de 
progresor, pero sin hacer reformas radicales, que podmn entonces 
no llevar impreso el sello de la meditación, ni reunir prendas de 
acierto de que frecuentemente carecen las reformas improvisadas. 
Pero ahora todas las cuestiones , que á la organización judicial y á 
los procedimientos criminales se refieren, han sido discutidas en el 
Parlamento, en el Foro, en las Escuelas y en la prensa, ya bajo 
el punto de vista esclusivamente teórico, ya en su aplicación á 
nuestra patria: la opinión está suficientemente ilustrada; á nadie 
sorprenden las soluciones definitivas , y seria hoy ines[ilicable acu- 
dir con medidas provisionales á sostener lo que sin radicales refor- 
mas no puede mejorarse , al menos hasta el punto que la Nación 
tiene derecho á esperar después de tanto tiempo, de tantas prome- 
sas y de tan repelidos ensayos. 

Si fuera fácil y realizable la discusión de los proyectos de las 
leyes de organización judicial y de procedimientos criminales en 
las Corles, descendiendo, como se hace por regla general en las 
demás leyes, al detenido examen de cada uno de sus articules, la 
Comisión tal vez no elevaría á manos de V. £. estas bases, sino 
los proyectos concluidos; pero h estension que por necesidad han 
de tener las graves tareas de los Cuerpos Colegisladorcs, la prefe- 
rente atención que se da á lo que se considera mas urgente, y el 
carácter técnico y profesional que no podría menos de aparecer eu 



Digitized by 



Google 



-6- 
las leyes, la han decidido á proponer solo las bases capitales de la 
reforma. 

Los precedentes de las Corles hacen creer á la Comisión que 
será bien admitida la propuesta. Si el Código penal, la Ley de 
Enjuiciamiento cm\ y la Hipotecaria se hubieran sujetado á las re- 
glas generales de la discusión de las demás leyes, ó no habrían 
empezado aun á regir en el país, ó se hubiera al menos dilatado 
su promulgación por muchos años. Por eso se acudió en dos de 
estas leyes á pedir autorización para su planteamiento, y la redac- 
ción de la otra se encargó al Gobierno , con sujeción á delermina- 
das bases, que comprendían los puntos capitales de la reforma. 
Esta misma linea de conducta siguió el Gobierno al presentar en 
las Cortes de 1857 las bases, sobre que habrían de formularse la 
Ley Hipotecaria y la de Enjuiciamiento criminal. 

Lejos de esquivar la discusión de esta manera , la Comisión 
cree que será mas fecunda. En el supuesto de no poderse discutir 
las leyes en todos sus pormenores , las bases producirán el reral- 
tado de concretar la atención sobre los puntos mas importantes, 
llevar á ellos el debate , dejando la parte técnica, la de desenvol- 
vimiento de los principios, á la responsabilidad del Gobierno, com- 
partida con la de los Cuerpos consultivos, que deben ayudarle ea 
esta ardua tarea. 

De este modo también podrán con menos miramientos ampliar- 
se los debates. Cuando se presenta una Ley larga, dificit, llena 
de pormenores, armónica en todas sus partes, y estas tan enlaza- 
das entre si, que á veces una alteración, aunque á primera vista 
parezca de poca importancia, puede disonar del resto de la obra, 
la libertad de los que quisieran impugnar alguna de sus disposicio- 
nes , de hecho queda coartada. Ni es fácil que en el corto tiempo 
que suele mediar entre el anuncio de una discusión y el dia seña- 
lado para ella, puedan los que se proponen mejorar las leyes de 
esta clase, hacerlo con todo el conocimiento y estudio que requie- 
ren. Asi es, que la discusión tiene que limitarse á los principios 
fundamentales en que descansa la ley. Presentándose solamente las 
bases, no habrá estos temores: las reformas , que puedan hacerse 
en los Cuerpos Colegisladores, no desfigurarán la obra^ la redac- 
ción definitiva no está aun hecha, y en ella podrán teflér lugar las 
alteraciones, que en las bases se introduzcan. 
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Otro motivo especial hizo decidirse á la Comisión á proponer 
al Gobierno la redacción y presentación de bases, con preferencia 
á la de los proyectos completos de ambas leyes , cuya propuesta 
fué aprobada por la Real orden de 6 de Noviembre de 1862 /ci- 
tada al principio. Siguiendo las instrucciones que se le dieron, y 
tomando por punto de partida la actual organización de los Juzga- 
dos y Tribunales, comenzó á formar la Ley de Eojuiciamiento cri- 
minal ; el estudio que hizo al efecto y las discusiones á que dio 
lugar, la hicieron conocer que ia obra, que iba á presentar al Go- 
bierno , no seria digna de la época ni correspondería á la espcc- 
tacion pública, si no se hacian cambios radicales en la organización 
judicial. Preflrió hacer esta manifestación al Gobierno y que se 
perdieran en gran parte trabajos que estaban próximos á su ter- 
minación, á presentar una reforma que consideraba insuficiente. 
Se la autorizó entonces para entrar en la reforma de la organiza- 
cioD judicial de modo que pudiera establecerse en los procedi- 
mientos criminales el juicio oral y público y la única instancia, re- 
formas grandemente reclamadas por la opinión general y que cada 
dia parecen mas apremiantes. Yióse entonces la Comisión precisa- 
da á retroceder en sus tareas , inutilizando en mucha parte lo que 
después de detenidos estudios y largas discusiones habia acordado, 
y á comenzar otra vez por fijar las bases de ¡a nueva organización 
judicial para acomodar á ellas los procedimientos en las causas 
criminales. Y esto volverla naturalmente á suceder, siempre que no 
mereciese la aprobación de los Cuerpos Colegisladores alguna de 
las bases principales , porque tales son el enlace y dependencia re- 
ciprocas que tienen todas las partes do estas leyes, que des- 
cebado cualquiera de los principios en que se fundan , es necesa- 
rio examinar de nuevo toda la obra y discutir otra vez lo que ya 
parecía definitivamente resuelto. De este modo , la formación de 
nuestros Códigos sufriría cada vez mayores dilaciones y se alejaría 
el dia de su deseada y completa terminación. La discusión de las 
bases fijando los principios capitales de cada ley es el modo me- 
jor de ocurrir á este inconveniente. 

Espueslas estas consideraciones generales , pasa la Comisión á 
manifestar. los fundamentos de cada una de las bases que propone. 
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BA8B PRIMERA. 

Limítase esla base á scfialar los Jueces y Tribonales que ban 
de adminislrar la juslicia. Aunque por regla general acopla lo 
exislente , inlroducc una oportuna novedad ; la de la creación de 
Tribunales correccionales. En las bases en que se deterininaa las 
atribuciones de los Tribunales y Juzgados; se señalan, como es na- 
tural , las de los nuevos Tribunales correccionales. Y como en la 
esposicion de ellas tienen su lugar mas oportuno los motivos d(« las 
alteraciones que en este punto se introducen , la Comisión aplaza 
para entonces someterlos á la consideración de V. E. 

BASE SBaUKDA. 

Dos cuestiones de grandísima trascendencia resuelve esta base, 
¡unbas de incompatibilidad de las funciones judiciales , la primera 
con los cargos políticos, y con los administrativos la segunda.. 

La incompatibilidad de lo? cargos judiciales con los polilíeos 
es del todo nueva. Desde el establecimiento del Gobierno represen- 
tativo^ lian podido los Jueces y Magistrados corresponder á los 
Cuerpos Colegisladores. Alguna voz se ha propuesto la incompaü- 
bilidad de unas y otras funciones; pero no ba llegado á prevalc^cer 
esla opinión , y lo que es mas , no ha sido nunca una de aquellas 
reformas en que se ba (¡jado la opinión. La Comisión , sin embar- 
go, no vacila en proponerla , y puede V. E. coiM)cer cuan profun- 
da debo ser su convicción , para tomar sobre sí la responsaUlidad 
de iniciarla. 

Entre todas las circunstancias de que deben estar revestidos 
los Jueces , tal vez ninguna es mas digna de ser lomada en cúrala 
que la imparcialidad. En prueba de ello, las leyes le dan mayor 
importancia que á las otras, en el hecho de considerar la parciali- 
dad, proveniente de cualquiera causa, como el motivo único de re- 
cusación. Hasta nuestros dias se ha visto que alcaldes , que tal vez 
no sabían firmar, ejercían la jurisdicción civil y criminal ; pero 
no por esto podran los litigantes ó los procesados rechazarlos , al 
paso que la menor sombra de parcialidad bastaba para que pu- 
dieran obtener otro Juez que no les inspirara d temor de que» por 
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la siluacioD especial en quo se hallaba ¿ baria inclinar á favor de 
alguno de los interesados la balanza do la justicia. 

No basta que el Juez y el Magistrado sean rectos , imparciaics 
y desapasionados ; es necesario que la opinión pública asi los con- 
sidere; es menester que inspiren confianza á los justiciables. Y aun- 
que lodos , cuando entraran por las puertas del tribunal cubiertos 
los hombros con la honrosa loga , dejaran fuera sus pasiones po- 
lilicas, sus amistades y sus odios de partido , todavía no se darian 
por satisfechos los de opuestas opiniones , que tuviesen pendientes 
su porvenir , sus bienes, su honra , su libertad, su vida tal vez, 
de) fallo quo pronunciase el que reputaran enemigo. 

Y ^sto , en ninguna nación es tan necesario como en la nues- 
tra. Por doloroso que sea recordarlo, ha habido aquí apocasen 
que la agitación de los partidos políticos ha proranado una y otra 
vez el santuario de la justicia con destituciones de los que reputa- 
ba enemigos de una situación , para llenar los tribunales solo con 
sus adeptos. La Comisión no alude á ningún tiempo, á ninguna si- 
tuación determinada ; solo refiere la historia contemporánea , lo 
que todos saben , lo que no pueden menos de lamentar cuantos 
quieren que los intereses sociales permanentes , y sin los coales no 
se conciben los Estados, estén á mucha mayor altara querías lu- 
chas pasageras de la política. Desea que los que ejerzan carg(» ju- 
diciales estén alejados del terreno ardiente de la política activa; que 
conserven siempre osa disposición de ánimo sereno y desapasiona- 
do , que es á los ojos del público prenda de imparcialidad; que no 
pueda el litigante que ha perdido un pleito atribuirlo á que lo fa- 
llaron enemigos suyos políticos , que no pudo recusar , ó amigos 
de su contrario , por mas que hayan obrado subordinándose á las 
mas estrictas prescripciones de la justicia ; que en adelante los 
partidos , cuando se sustituyan en el poder , no crean como una 
de sus primeras necesidades dar el escándalo de llevar sus creatu- 
ras á los tribunales ; que no suceda lo que se ha verificado, de ha- 
ber tandas de Jueces y Magistrados de los dívei*sos colores politicos 
que se disputan la gobernación del Estado. Y mientras los Magis- 
trados entren en los Cuerpos Colegisladores, sucederá esto, ya que 
no en los tranquilos dias en que se conserve el orden normal , al 
menos después de cada uno de los cambios , que aunque sea por 
poco tiempo, crean situaciones cscepcionales y hac^u que el Go- 
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bieroo se considere aotorizado para ecbar un velo sobre la esta- 
tua de la ley , y subordinar los intereses morales de la sociedad 
á lo que, coa mojor ó menor buen criterio, reputa una necesidad 
reclamada en momentos crilicos para salir de diflcultades angus- 
tiosas. Que no se pierda do visia que , á diferencia do otras nacio- 
nes en que la magistiatura es respetad» cuando caen antiguas di- 
nastías y se alzan otras nuevas , y cuando al soplo de las revolucio- 
nes se sustituyen a unas formas de gobierno otras radicalnoente 
opuestas, entre nosotras ba bastado á veces un cambio de Ministe- 
rio para destituir á magistrados probos , rectos y entendidos, en- 
trando en su lugar otros , tal vez menos dignos de reemplazarlos. 
De este modo viene encadenada con las evoluciones de los partidos 
la institución del orden judicial : la Comisión propone por esto el 
divorck) completo entre la polilica y la justicia, entre lo transitorio 
y lo perpetuo , entre lo variable y lo permanente. Y al hacerlo 
así , no duda que el Gobierno acogerá benévolamente sa propues- 
ta, porque debe estar dominado de sus mismos sentimientos, cuan- 
do para borrar las huellas del desorden de que la Comisión se que- 
ja, aconsejó a S. M. la entrada en servicio activo de todos los Ma- 
gistrados que hablan salido de los tribunales á impulso de los vai- 
venes de la polilica ; medida altamente aplaudida por lodos , y que 
fué un preliminar indispensable para que llegara el dia en que 
sea una verdad práctica el precepto de la inamovilidad judicial, 
que proclama la Ley fumlamental do la Monarquía. 

No deben creerse agraviados con esto los Jueces y Magistrados. 
Por rabones análogas los Eclesiásticos no son admitidos en el Con- 
greso de los Diputados : su clase por ello nada ba desmerecido: 
lambieo la administración de justicia es una especie de sacerdocio, 
y conviene, que los que lo ejercen se abstengan de todo lo que pue- 
de perjudicar al desempe&o de sus funciones. 

De esta incompatibilidad se esceptúa á los Magistrados del Tri- 
bunal Supremo de Justicia , para poner en armonía la base con la 
Constitución, que, por altas razones do conveniencia pública, lla- 
ma al Cuerpo Colegislador las primeras categorías de la Magistra- 
tura , como las de la Iglesia y de las demás carreras del Estado. 
Además de los inconvenientes que resullarian de esta esclusion , no 
debe perderse de vista que el Senado se constituye accidentalmen- 
te en Tribunal de juilieía , y la presencia de Magistrados, encane- 
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cidos admioistrándola , no puede menos de ser útil en las graves 
causas sometidas á su competencia. De este modo también puede 
el Senado mas fácilmente llenar su misión de contribuir á la refor- 
ma , mejora y perfecciotí de las leyes /para lo que son de grande 
utilidad tos que, después de una larga y distinguida carrera, han 
llegado á los mas altos grados de la Magistratura. Ni debe perderse 
de vista la Índole conservadora del Senado , que en él las pasio- 
nes DO son tan vivas como en la Cámara elecliva , que su instituto 
es moderar lo exagerado, lo apasionado y lo violento, ya vengado 
la otra Cámara , ya de los que dirijan la gobernación del Estado, 
y que el cargo de Magistrado en el Tribunal Supremo, por el ale- 
jamiento en que se halla de las personas sobre cuyos intereses está 
llamado á fallar, por la clase de sus funciones, y por la edad, por 
la independencia, por la esperiencia y por los servicios que supo- 
ne el lomar asiento en los escaños del alto Cuerpo Colegiáador, no 
impide al que lo obtiene cumplir su misión en el Senado sin detri- 
mento de los intereses de la justicia. 

La otra incompatibilidad, que la Comisión establece en la base, 
es la de los cargos judiciales con los administrativos. El Gobierno 
representativo no estará dentro de sus condiciones legitimas, mien- 
tras no eiista una incompatibilidad plena y absoluta entre unas y 
otras funciones. Todas nuestras Constituciones modernas han pro- 
clamado la división de los poderes públicos , y como consecuen- 
cia necesaria de esta división , que los Tribunales no ejerzan mis 
funciones que las de juzgar y hacer ejecutar lo jui^ado. Conse- 
cuencia de esto es también que los agentes de la Administración 
no puedan ejercer funciones judiciales. No hay ningún grado de 
funciones de cualquiera de estos órdenes, á que no se deba esten- 
der la limitación. Cuando los agentes de la Administración se mez- 
clan en funciones judiciales, la justicia pierde en garantías y corre 
grande peligro de ser mal administrada ; cuando los Jueces son al 
mismo tiempo agentes del orden administrativo , la Administración 
pierde en gran parle su independencia y su libertad de acción , y 
está espuesta á ser frecuentemente invadida por elórden judicial. 
Por esto la Comisión, siguiendo la letra y el espíritu de la ley fun- 
damental , establece la incompatibilidad absoluta entre ambas cla- 
ses de funciones. 

Laí esperiencia se ha encarg^ode d^noMrar las ventajas práe^ 
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titas de esta separación. A ella se debe muy priocipalmente la 
mejor admioisIracioQ de justicia y el mayor prestigio de los Jue- 
ces de primera instancia , cuando se los compara con los antiguas 
Corregidores , Alcaldes mayores y Regentes letrados , y que , en 
medio de tantas vicisitudes polilicas , nadie haya, pensado en que 
vuelva la antigua confusión de atribuciones , restituyéndose las co- 
sas al oslado en que se hallaban al comenzar este reinado. A la 
separación se debe también que las Audiencias no hayan partici- 
pado del carácter político que tenían anles de lá reforma , y que 
sin duda hubiera cedido en su descrédito en los dias azarosos que 
hemos atravesado. 

La Comisión , por lo tanto , al proponer la incompatibilidad de 
funciones administrativas y judiciales , no hace mas que llevar el 
principio adoptado hasta la última de sus consecuencias perfec- 
cionando la obra , para cuyo complemento solo falta variar lo que 
existe en el állimo grado de la jurisdicción , y aun en él única- 
mente en lo que á la jurisdicción criminal se refiere. 

BASE TSBCEBA. 

Eslablécense en esta base la estension y límites de la jurisdic- 
ción ordinaria. Las Cortes generales y eslraordinarias, que forma- 
ron la Coiístilucion política de la Monarquía cb 1812, proclamaroa 
por primera vez como principio fundamental de nuestro derecha 
público , que en los negocios comunes , civiles y criminales no ha- 
bría mas que un solo fuero para toda clase de personas. Los ilus- 
tres varones que formularon el proyecto , manifestaron con ener- 
gía y decisión los motivos que aconsejaban entonces e¿te gran cam- 
bio en nueslro derecho. Una de las principales causas» según ellos, 
de la mala administración de justicia, era el fatal abuso de los fue- 
ros privilegiados » introducido , como decían , para ruina de la li- 
bertad civil y oprobio de nuestra antigua y sabia constitución; 
abuso que en el reinado anterior habia llegado á anular el imperio 
de bs leyes hasta tal estremo; qué casi parecia un sistema plantea- 
do para asegurar la impunidad de los delitos. Añcidian que solo el 
punto do competencias ofrecía á los Jueces tal vez mas dificultades 
que el estudio entero de la jurisprudencia y el artificioso método 
del foro. Hacían después mención de los subterfugios, dilaciones y 
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arbilrariedades que producían los fueros particulares» cuando eran 
invocados por litigantes temerarios, ó ínlervenian en la competencia 
Jueces poco diligentes. Y concluian diciendo que la gran reforma 
que proponian bastaría por si sola á restablecer el respeto debido 
á las leyes y á los Tribunales, que aseguraría sobremanera la 
administración de justicia y acabaría de una vez con la monstruosa 
institución de diversos Estados dentro de un nusmo £stado, que 
tanto se opone á la unidad de sistema en la Administración, á la 
energía del Gobietno y al buen orden y tranquilidad de la Mo- 
narquía. 

Este mismo espirilu prevaleció en las Corles Constituyentes 
de 1837, que consignaron también como precepto fundamental el 
mismo que babinn proclamado los legisladores de Cádiz., 

Una tercera consagración recibió este príndpio en las Corles 
Consiituyenles de 1835. 

Verdad es que en la reforma constitucional de 18i5 dejó de 
aparecer esta disposición; pero ¡a Comisión y el Gobierno esplica- 
ron repetidamente lo que tal omisión signiftcaba. Una y otro de- 
clararon que solo se proponian dejar intacta la materia de fueros, 
ágenos á las Constituciones políticas , para resolver sobre ella lo 
conveniente en los Códigos ó en otras leyes secundarias. Así os que 
el artículo mereció el asentimiento aun de los que calificaban la 
multiplicidad de fueros en los negocios comunes de doctrina pros- 
críta en toda buena legislación y de beregia legislativa. 

Tenemos, pues, que cuatro veces se ha llevado esta discusión 
al Parlamento: tres de ellas se ha resuelto por la unidad de fueros, 
ninguna por la multiplicidad; y que una sola vez se ha omitido en 
la Constitución, y no por poco conveniente ni por poco justa , sino 
por creer que no debía encontrar cabida en la Ley fundamentnl del 
Estado por carecer del carácter de constitucional. 

Es llegado, por lo tanto , el caso de resolver hoy esta cuestión 
aplazada. La Comisión lo hace, considerando que han pasado, para 
no volver, los tiempos en que la debilidad del poder central tenia 
que sucumbir ante pretcugiones exageradas de personas y de clases, 
acomodándose á las inspiraciones de la época en que vivimos, imi- 
tando el ejemplo de las nacione.<< cuya organización política tiene 
mas puntos de contacto con la nuestra, tomando en cuenta sola- 
mente el interés público, procurando consultai* las reglas ciernas 
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dejosUcía, y sigiiíeiido el ^i^ihi de nuestro deredio pAblíeo, ea 
que domina el principio de la igualdad ante la ley, enemigo do 
todos los privilegios personales. No rechaza, por lo tanto » los fae- 
ros e^)e€iales. poro los deja subsistentes al lado del «-dinarío, solo 
en cuanto las necesidades púUicas lo exigen. 

Establece al efecto, como rc^a general, que la jurisdicción de 
los Jueces y Tribunales del fuero común es la única competente 
en todos los juidos civiles y criminales; regla de que solo admite 
algunas escepciones, cuya lectura por sí sola basta á justificarlas. 
Cree que de esle modo da á la administración de justicia an 
prestigio á que no podiia llegar, por perfecta que fuera su organi- 
zación, mientras eiistan otras jurisdicciones que puedan ser riva- 
les y que, como ahora, inspiran tantos temores y alientan tantas 
esperanzas á Ips que litigM ó se hallan bajo el peso de una acu- 
sación. 

Qne la juriadicciw ordinaria es la madre de las dem¿» juris- 
dicciones, y que á ella deben someterse todas las cuestiones que 
no tengan motivo especial para ser esceptuadas de esta regla, e» 
una verdad de tanta evidencia, que no puede racionalmente negar^ 
se por los partidarios mas decidUlns del privilegio. La cues^n. 
por lo tanto, está limitada á si han de conservarse masescepcíones 
que las que 90 sefialan eu el proyecto, ó si por el contrario , debe 
suprimirse alguna de las que en él se coosignan. La Comisión cree 
que en lo que propone, se consultan todos los intereses. 

La primera escepcion que sefiala no es suya, ni tampoco 
del Gobierno. Viene establecida en la Constitución del Estado y en 
otras leyes. Por grandes motivos de interc» público se ha creído 
que debían llevarse al Senado, constituido en Tribunal de justicia, 
los delitos cometidos por los Ministros cuando son acusados por el 
Congreso de los Diputados, y los perpetrados por los Senadores, 
y que pueden llevarse á él otros por su índole especial. Cuales- 
quiera que sean las opiniones de los individuos de la Comisión 
respecto de esta materia, no han debido entrar en su examen; es 
un punto de partida necesario: tampoco podrian haberlo hecho en 
algunos casos sin tocar á la Ley fundamental de la Monarquía: en 
esto, ni les era dado discutir ni proponer: su misión estaba redu- 
cida á términos mas humildes, á puntos que no tocan á la política: 
nada han conferenciado, por lo tanto, sobre esta materia: unáni- 
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mes lodos han convenido en que no les era lieilo enlrar en un ter- 
reno que consideran vedado á la Comisión. 

El fuero eclesiástico es la segunda «scepcion que se establece. 
En este punto se ha redactado la base con concisión y con pru- 
dencia, que tal vez no falte quien califique de escesiras : se ha se- 
guido el ejemplo de los legisladores de 181S , qtae en el deseo de 
no suscitar en la discusión de la Ley fundamental cuestiones que 
carecían del carácter de constitucionales , adoptanm una fórmula 
semejante á la usada por la Comisión. No será » pues , ocioso re- 
producir aquí las palabras del discurso preliminar al proyecto de 
Constitución, que espresan la idea que dominaba á los fundadores 
de nuestra libertad política. «La Comisión, decían , ha creído que 
»no debía hacerse innovación en el fuero de los clérigos hasta que 
»las dos Autoridades, civil y eclesiástica, arreglaren este punto 
^conforme al verdadero espíritu de la Iglesia Española, y á lo que 
«exige el bien g^eral del Reino ; no obstante que en el Fuero 
» Juigo era desconocida la exención de litigar , y ser reconvenidos 
»ó acusados los eclesiásticos en los negocios comunes, civiles y cri- 
«mínales, ante los Jueces y Tribunales ordinarios.» 

Mas no se crea que la Comisión opina por el estado actual de 
esla jurisdicción: juzga , por el conlrario , que es conveniente re- 
ducirla á límites mas estrechos, separar lo que es realmente pro- 
pio de la jurisdicción eclesiástica , de lo que por su índole no pue- 
de menos de corresponder al fuero ordinario , y llegar asi á poner 
en armonía todas I2» jurisdicciones ; pero considera mas político y 
oportuno en las buenas relaciones que existen hoy entre la Santa 
Sede y el Gobierno de S. M. , que este delicado asunto se lleve á 
cabo por medios prudentes, que no hieran los sentimientos de gran 
número de espafioles. 

A estas consideraciones afiadirá otras la Comisión : no cabi|i 
dentro de su encargo sentar de modo diferente las bases , á no 
tener autorización terminante del Gobierno para hacerlo. Era solo 
llamada á fijar nuestro derecho civil , no á suscitar cuestiones que 
tan profundamente^ afectan al derecho político y á las relaciones 
entre la Iglesia y el Estado. Pero á pesar de esto , no cree inopor- 
tuno llamar la atención del Gobierno, manifestándolo la nece- 
sidad de arreglar los limites entre ambas potestades, evitando las 
cuestiones empefiadas, á que el estado actual de las cosas se pres- 



Digitized by 



Google 



-16- 
ta lanío , y que no son menos dañosas á la Iglesia qué al poder 
temporal. Bien merecia , en conceplo de la Comisión, esta ardua 
materia , ser objeto de una negociación especial. 

El fuero militar es otra de las escepciones de la regla general 
que somete á la jurisdicción ordinaria el conocimiento de los jui- 
cios civiles y criminales ; pero esle fuero no es el existente boy, 
está notablemente modiGcado y dentro de las condiciones á que es 
3onvenienle reducirlo. 

No cree la Comisión que el fuero militar , en cuanto tiene por 
objeto conservar la subordinación y disciplina en el Ejército y Ar- 
mada , pueda dar motivo á fundadas impuguaciones. Es un fuero 
que tiene razón de ser y que no está introducido á favor de \os 
aforados, sino de la causa pública ; no es un privilegio en el menti- 
do estricto de esta palabra, sino un derecho singular. Por esto no 
ha dudado la Comisión en confirmar su existencia. 

Mas paiia que no degenerara en un privilegio , necesario era 
reducirlo á sus naturales limites, suprimiéndolo en todo lo que los 
traspasa, ya sea por razón de las causas á que se estiende, ya por 
razón de las personas que á él se hallan sometidas. Ni una ni otra 
estralimitacion podría hoy sostenerse sin separarse del espíritu que 
preside á nuestras instituciones , de la igualdad ante la ley y de la 
armonía y cohesión que debe existir entre hs diversas parles qae 
componen la legislación española. 

Estas consideraciones naturalmente han llevado á la Comisión á 
proponer la supresión del fuero militar en los negocios civiles. No 
cree que este privilegio pueda encontrar una sola razón bastante 
para ser conservado. Los Juzgados militares se sujetan en maleria 
civil exactamente á las mismas prescripciones que los ordinarios. 
Las leyes sustantivas que aplican son esclusivamente las mismas á 
que tienen que arreglarse los Tribunales del fuero común : unes 
y otros se sujeiau en la tramitación de los juicios á la Ley de En- 
juiciamiento civil Ncl mismo es el número de las instancias, igual 
el recurso que se da contra las ejecutorias ; y para decirlo de una 
vez, instruyen las diligencias y pronuncian los fallos, no Jueces 
militares, sino Letrados provenientes en su mayor parte de los Tri- 
bunales del fuero ordinario , y que tienen la misma carrera Hiera- 
ría que los demás Jueces. ¿Qué significación, pues, tiene esa iurisdic- 
cion, que bajo el aspecto civil carece ahora, como ha carecido siem- 
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pre, de razón de ser? ¿Acaso los Tribonales ordinarios garantizan 
menos los derechos que los militares? Y si estos los garantizan 
mas, ¿por qué se priva á la mayorfa de españoles del mismo be- 
neficio? Y si no los garantizan tanto , ¿por qué privar á nuestros 
militares, en compensación de sus grandes servicios, de las garan- 
tías que se conceden á los demás cspafioles? Y si la justicia está 
administrada con igualdad en unos y en otros Tribunales, ¿á qué 
esa duplicidad, que solo puede servir para dar lugar á competen- 
cias poco edificantes muchas veces, á dilaciones, á perjuicios y á 
que la justicia no sea bien y prontamente administrada? 

Coando el privilegio estaba tan prodigado en nuestra legisla- 
ción; concíbese bien que tantas personas y clases procuraran exi- 
mirse de la jurisdicción ordinaria; esto era para algunos hasta un 
titulo de orgullo: confiada en muchas poblaciones la administración 
de justicia á los alcaldes, para los discolos era un privilegio in- 
apreciable conseguir por cualquier medio verse libres de la juris- 
dicción, ante la cual los demás doblaban su cabeza: asi se conver- 
tía con frecuencia el privilegio en una patente que se les daba para 
buríarse de las leyes. La frase misma de gozar fuero indica cuál 
era la idea que los aforados lenian de su privilegio: preocupación 
antigua , y tan arraigada , que desgraciadamente no han abando- 
nado aun algunos por completo. 

Pero las ideas han cambiado en general, y las leyes han segui- 
do el impulso de las ideas: los fueros privilegiados han ido des- 
apareciendo, y la Corona ha dado el noble ejemplo de declarar que 
el antiguo fuero del Bureo, tribunal de privilegio que habia venido 
á España con la casa de Borgofla, y que llevaba, por lo tanto, al- 
gunos siglos de existencia, no era compatible con nuestras institu- 
ciones políticas. A su vez fueron suprimidos hace muchos años tan- 
to la Suprema Junta Patrimonial de apelaciones, como el Juzgado 
privativo de la Casa Beal. ¿Y ante este ejemplo, habrá quien .en los 
negocios civiles pretenda sustraerse de la jurisdicción ordinaria á 
titulo de un privilegio de que se ha despojado la Reina? ¿Puede 
haber en la Monarquía ninguno que sea mas privilegiado que el Rey? 

Las atribuciones, pues, de la jurisdicción militar en materia 
civil deben seguir la misma Suerte que han tenido las demás juris- 
dicciones privilegiadas. Mengua seria en nuestros dias que esto no 
se proclamara: entonces podria decirse con razón que la Ley orgá- 

2 
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Y m i9stfi isupre^Q no solo ganará mucho la adi^ioi^lracioii 
4^ jiis.lic¡9* ano que iawbien conseguirán ventajas los mismos afo- 
rados; la circun^tapjcja de serlo retrae á muchos de contratar ^on 
ellos, ya porque en caso de liligío recelan tener que acudir á Tri- 
JÍW0aJies leíanos de su doo^icilio , ya porque, aunque sea injusta la 
prevoocioQ, existe y no está todavía disipada la i^ea de que los 
Tribunales aforados miran en los negocios con favor las pretensio- 
nes de los que gozan del privilegio. La situación de los aforados 
S9 ha heebo todavía peor por considerarse su fuero como irre- 
n»nciaWe. 

Para tranquilizar la opinión piüblica, fqortemeale prpniíncáada 
^ esla materia, sucesivamente ha ido minoriodose el fuero ci¥i) 
á» ]m militares; asi se los ba sujetado á la jurisdicción ordinaria 
^ las cuestiones sobre mayoraiigos , en las particiones de berea- 
cias que no proceden de disposición testamentaria de los militares, 
f 9 Ips Htígios sobra preferencia de inquilinatos, en las demandas 
wterííves al tiempo en que comenzaron á tener fuero, en las cues- 
lioniss de minas, en las de propiedad literaria, en los negocios 
do íeomercio, en los actos de omciliacion , en los juicios de dea- 
ahucio, en los verbales y en los interdictos. Y es que cuando e9 
algwna reforma se tropieza con el fuero civil de los militares, no 
hay fuerza posible que alcance á sastenerlp, y asi va cayendo á 
puda^os ese ediGcio antiguo, ruinoso y deforme, después de tantas 
mwMUciqpcs. 

^0 puede decirse del fuero criminal militar lo que del civil 
q^da manifestado. Es una nepesidad para la defensa del Estado y 
psra la con^rvacion de la disciplina. La Comisión propone su snb- 
aislencia en las delitos militares y en los delitos comunes cometidos 
por i^ilitares ep activo servicio de Ejército ó Armada. 

Respecto á los delitos militares, no es un privilegio odioso el 
que se establece; es una ley general en contemplación á las cosas, 
fi^lracciof) hecha de las personas. La conveniencia de esta dispo- 
sición fué reconocida por las últimas Cortes Constituyentes, coaio 
tainbien por todos los partidos poHlicos, sean cualesquiera sus opi- 
niones en otras materias. 

Lo mismo puede decirle de) fuero en los delitos comunes co- 
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metíaos por aiilitiBi^ eti sentido activo. Pocfls i^6és 'oottetoráÉ 
Mos m deKto ^w ^kr€c(a ó iedírectamente no olfeada la ^isciptíná 
t|tte debe coBservarse ^siempre inlegrattietíte. Y esla sin anda se re* 
s^iilit4a notablemente y quedaría debililádisi désáe el momisnto éá 
tiue supiera el soldado que la jurisdicción especial ^o alcáusaba á 
juegar ma$ que de los delitos militares qoe cometiera. La dificultad 
i(6¡e bay, por otra p«rle , en deslindar los (^sos én q^e la disciplina 
«siá interesada, las competencias frecuentes á que esto daHa lugar, 
les inconvenientes de ejecución que resultariáiñ de stijetar al sol"- 
4^ & los Tribtjnales del fuero comuti y el ejemplo de otras Na- 
tio668 , ban decidido á la Comisión á bacér la propuesta que deja 
kidicada. 

También propone la Coníiision que se declaren de la competeft'- 
ah de la jurisdicción militai* las faltas comunes cometidas por los 
militares en activo servido. En esto se varía la legislación vigettte, 
^m la cual corresponde su conocimiento á la jurisdicción ordi- 
naria. No propondría este cambio la Comisión» si siguiera el im- 
IHilso dé sus ideas : V. E. conoce bien los motivos que influyeta eh 
sá conducta; se ba creído que el desafuero contribuye á relajar la 
. disciplina, y en este sentido el Gobierno manifestó su opibion y sti 
deseo: la Comisión, menos competente sin duda para apreciar bas- 
ta qué punto la disdplina puede lastimarse continuando las cosas 
en el estado en que se hallan, respeta las indicaciones dal Gobier- 
ño , con tanta mas razón , cuanto que no parecía apasionado en 
^é^ materia el Ministerio que, conociendo la necesidad de la re- 
forma , admitía los buenos principios que arreglan la competencia 
de los Tribunales , y facilitaba que llegaran á un término feliz 
cuestiones cuya resolución por tanto tiempo se babia ido dilatando 
con evidente dafio del E^ado. 

De los principios que deja espuestos la Comisión , se infiere 
qne no admite el fuero criminal militar para los retirados, ni 
f^ra los Caballeros de la Orden de San Fernando , ni para las 
mujeres y los hijos de los militares, ni para sus domésticos, 
ni para los asentistas y isus empleados , y menos aun para otras 
clases á lasque se babia eslendido, sin motivo loable que jus- 
tificara el privilegio. El fuero militar criminal para los que 
no están en servicio activo no tiene espíicacion posible : las leyes 
por que se juzga, los trámites del procedimiento, en nada se 
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difereiicisiQ de los comunes; ^ fuero de personas , no de cosas; y 
á los inconvenientes que lleva consigo en ios negocios civiles , se 
agregan en este caso otros aun mayores. Colocados frecuentemen- 
te los Jueces á largas distancias de los sitios en que se han co- 
metido, los delitos, no pueden trasladarse á ellos, que es donde úni- 
camente con fruto se investigan y descubren los hechos crimina- 
les; esto los obliga á delegar á la jurisdicción ordinario muchas 
diligencias'' judiciales , en lugar de evacuarlas por si mismos, de lo 
cual resulta que limitada dicha jurisdicción á aquello para que es 
requerida , no puede llevar mas allá las investigaciones , dándose 
asi lugar á nuevos exhortes , á pérdida irreparable de tiempo , á 
que desaparezcan las huellas de los crímenes , á que se confabu- 
len los testigos, á que la verdad se oscurezxa ó se altere, y por úl- 
timo , á la impunidad muchas veces. Y estos males son de antiguo 
conocidos : de aquí ha provenido que para atenuarlos se hayan 
eximido tantos delitos del conocimiento de la jurisdicción militar, 
declarando el desafuero y atribuyéndolos á la común. Tiempo es 
ya de que de una vez se ponga término á esta confusión : que li- 
mitándose el fuero á los casos en que es necesario ó conveniente, 
cese en todos los otros. Bien defiuidos los fueros , deben desapare- 
cer los desafueros y con ellos las competencias, dilaciones y es- 
cándalos á que esta complicada materia da lugar con tanta fre- 
cuencia. 

Muy lejos está la Comisión de que se causen por ello perjui- 
cios ipdebidos á los Magistrados y Jueces del fuero militar, y mu- 
cho menos á los qua en una larga carrera hayan prestado impor- 
ianles servicios al Estado , ni tampoco á los individuos del Minis- 
terio fiscal y á los subalternos de la jurisdicción militar. Medios 
conciliadores y prudentes pueden adoptarse para que sea cada uno 
atendido según sus méritos , su antigüedad y sus servicios. 

La jurisdicción especial en los negocios de Comercio ha sido 
también objeto de estudio en la Comisión. No podia perderse de 
vista que en época no lejana , llevada esta cuestión á las Corles, 
fracasó la idea de suprimirla , refundiéndola en la jurisdicción or- 
dinaria con determinadas limitaciones. Establecida la jurisdicción 
mercantil desde los siglos medios en algunas de nuestras ciudades, 
considerada como conveniente y hasta necesaria para que los ne- 
gocios que se le sometan sean decididos con acierto , teniendo por 
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objeto único la aplicación de una ley especial , siendo fuero do 
cosas y no de personas , apoyada por la opinión que se le mues- 
tra favorable y poco propensa á invadir las atribuciones de los de- 
más Tribunales, no da lugar á las justas reclamaciones que han 
suscitado los fueros privilegiados. La Índole especial de los nego- 
cios mercantiles aconseja también su conservación. 

No sucede lo mismo con la jurisdicción de Hacienda. Han de- 
jado de existir ya los motivos especiales que promovieron su crea- 
ción. Cuando la administración de la jurisdicción ordinaria estaba 
mal organizada y era ejercida en muchos pueblos por alcaldes or- 
dinarios, que en su mayor parte desconocip el derecho , cuando 
la falla de comunicaciones hacia mas difícil la acción del Gobier- 
no y su debida inspección sobre la recaudación de los impuestos, 
cuando cada uno de los antiguos Reinos tenia diferente sistema 
tributario, y cuando se hallaban confundidas las atribuciones ad- 
ministrativas con las judiciales, no es de estrañar que para salvar 
los intereses del Erario se crearan Jueces especiales, que pudijB- 
ran con mas facilidad entender en todos los negocios relativos á la 
Hacienda y decidirlos con mas conocimiento de la legislación fis- 
cal, á cuyo estudio y práctica esclusivamente se dedicaban. Estas 
razones han cesado, y la jurisdicción de Hacienda» que antes era 
especial en lodos sus grados, ha quedado notablemente mutilada; 
ya solo existe en la primera instancia, y para la segunda y en los re- 
cursos de casación van los negocios á los Tribunales del fuero 
común. El Real decreto de 20 de Junio de 1852 favoreció menos 
esta jurisdicción aun en primera instancia , confiándola con escasas 
escepciones á Jueces ordinarios, y no ha dejado de contribuir mu* 
cho á hacerla innecesaria el Consejo de Estado y los Consejos pro- 
vinciales , por el conocimiento que se les ha atribuido de los ne- 
gocios conlencioso-administralivos. No hay , pues , en concepto de 
la Comisión, nada que recomiende la subsistencia del fuero de Ha- 
cienda. 

BASE CXJABTA. 

(5." EN EL PROYECTO DEL GOBIERNO.) 

Ninguna innovación introduce esta base; es solo una nueva con- 
firmación de lo q4ie se halla establecido. La Comisión, sin embargo, 
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ha examipada con detemmieiiia si conveodiia FeuBír las j^blacM^ 
nes da escaso vecindario, para que cada Juzgado de paz to^esema-^ 
yor demarcacioo que la del tórmiao municipal de ua jmtíi» eo 
que baya Ayuntamiealo. Asi podría eonsegairse que los sombra^ 
míenlas recayeran en personas mas aplas , y se faciKlarían la^ re-» 
laciones de este girado de jurisdicción coa sus superiores gerárqai-^ 
COS. Pero ha tenido que decidirse por IjO ei^tente , en vista de las 
muchas dificuUades que encontraría la reforma. En negoeioS( de 
tan escasa importaacia en el orden civil y en el peaal , como soa 
los de la competencia de los Juzgados de paz, debe la administra* 
cioa de justicia poder ser invocada á cada momento y es|ar á bb 
puerta de cada casa , para que no venga á ser inaccesible ; por el 
remedio de la apelación seriin reparados los. agravios. Las limita^ 
das facultades que en los actos de conciliación se han dado á loa 
Iiieces de pai$ por nuestro derecho nuevo, reduciéndolos al carác- 
ter de meros avenidores, y no permitiéndoles nunca pronunciar fth 
llosv alejan el temor de los abusos á que propendió esía jurisdio- 
cion eu los primeros tiempos de su existencia^ Eo las diligenciaa 
que practiquen como auxiliares de los Jueces de partido, la inspec- 
ción de. estos es garantía de que serán observadas las leyes^ 

For otra parte , crear distritos para los Juzgadoa de paz, seria 
establecéis una nueva división terrUoríal para sólo este efecto, lo 
cual no estaría bastante justificado y produciria compUcaciones 
prácticas en sa ejecución. Laa leyes administraüvaa tienen entre 
nosotros* coQSlante tendencia á reducir los^ municipios: espérese^ de 
elia^ el ensanche lento , pciro progrerívo, do los términos mqnioi-^ 
palos y la supresión délos. Ayuntamientos en los pueblos, de muy 
cortO: vecindario^ y esto influirá sin duda también en la buena ad- 
ministración de la justicia local, y será ooasion de que, aumentáa*- 
dose el número de los elegibles, pu^da reoaei^ el nombramiento ea 
personas celosas^ instruidas, prudentes , respetables , conciliadoraa 
é independientes de las influencias variables de la política, y de laa 
rencillas pequeñas de localidad , y que comprendiendo su misión, 
la desempeñen con mas prendas de acierto que las que hoy reúnen 
los Jueces de paz en algunos pueblos. 
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BA8B QUnrTA. 
(6/ eh el proyecto dei^ $obieimo.) 

ílsfáí base es (ambien una mera sanción de lo ya eltslente; la 
iiiferencfa está solo en el nombre : el de Jueces de primera instan- 
cía , que tenia propiedad cuando no conocían en ^gunda de losf 
juicios verbales en lo civil y de los de faUas en lo criminal , m 
puede dárseles abora, y mucbo menos considerando qite^eq las can* 
sas criminales no ba de haber mas que una instancia, enquelaeom"- 
petencia es de los Tribunales correccionales ó dé las Audiencials. 

Tal vez habrá quien quisiera, que la Comisión avanzase á esta- 
blecer Tribunales colegiados para fallar los pleitos en primera ins- 
tancia; tal vez no fallará quien pida, así para lo dvil conm para 
lo criminal, ma íustancia ¿nica. La Comisión dirá algtinaíspalal^ras 
respecto á uno y otro punió. 

No entrará en la debatida cueislion sobre cuál sistema es preib- 
rible , si el del Juez único ó el de los Tribunales coleaos. Cua- 
lesquiera qtie sean las razones en favor de uno ú otro sistema , la 
Comisión no dará nueva vida á una cuestión decidida en nuestra 
pattía hace siglos , y en que puede dbcirsé que eá unánime la opi- 
nión pública, hasta tal punto que causaría gran alarma la sola in- 
dicación de que se pensara en conQar la administración diB jusfticia 
á' un Magistrado único en el grado en que se deciden ejecutoria- 
mente los pleitos y las causas crimínales. Pero su aplicación á la 
primera instancia de los negocios oiviles no dejaría de presentar 
dificultades probablemente invencibles. Supondría dbsde luego un 
aumento considerable en los presupuestos para la administración 
de justicia, sin gran ventaja para los litigantes. Cuando estos, pro- 
nunciada la sentencia en primera instancia, se conforman con ella, 
dan con su asentimiento una prueba evidente^ de que , ó los parece 
justa ó conciliadora, ó de que, por lo menos, no les ofende de un 
modo muy sensible en sus derechos ; pero siempre tienen atiierio 
el recurso de la apelación , en la cual pueden hacer valer ante un 
Tribunal colegiado la juslicia que les asista. Además de estas con- 
adoraciones: Imy otra que no es' desatendible. £n el recuento de 
los votos de dos Cuerpos colegiados, tomados en conjunto, es muy 
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posible y no infrecuente que el voló de los menos venga á sobre- 
ponerse al de los mas , porque como se compulan separadamenle, 
solo se loman en cuenta para la ejecutoria los dados en el Tribu- 
nal superior. Verdad es, que los votos de las distintas instancias no 
se cuentan, sino que se pesan, y que en este cómputo se inclina casi 
siempre la balanza á favor de los del Tribunal superior , aunque 
sean menos en número : pero esla ficccion de la ley, que se funda 
en la mayor esperiencia y conocimientos que se suponen en los 
Tribunales de alzada , no convence á los litigantes , los cuales ha- 
llarán casi siempre motivo para censurar una ley que da lugar á 
que el voto de los menos se sobreponga al de los mas , con men- 
pa del respeto debido á los Tribunales de justicia. Estas conside- 
raciones , sin duda , debieron influir para que las últimas Cortes 
Constituyentes aceptaran en la primera instancia los Juzgados uni- 



La única instancia en los negocios civiles daria por resultado 
alejar á los litigantes del lugar mas adecuado por regla general 
para seguir los pleitos y practicar las pruebas , y baria mas costo- 
sos los litigios, por la necesidad frecuente de despachos y comisio- 
nes para la ejecución de las diligencias que se practicasen en el 
lugar en que estuvieran los bienes inmuebles disputados , y tra- 
tándose de acciones personales , no se seguirían muchos de los 
pleitos que se entablan ahora en el domicilio del demandado ó en 
el lugar en que se verifican los actos ó contratos que han dado 
ocasión al juicio. Pero prescindiendo de estas consideraciones , la 
Comisión no propondría una innovación que en los negocios civi- 
les no ha sido ensayada en la piedra de loque de la esperiencia, 
sin el convencimiento de que babia de ser fecunda en resultados. 

BASE SESTA. 

( 7/ EN KL PROYECTO ACTUAL. ) 

Grave es la alteración que la base sesla y las que con ella es- 
tán ligadas introducen en nuestro derecho. 

El Código penal , al clasificar los actos punibles en delitos gra- 
ves, delitos menos graves y fallas, adoptó una división poco 
científica én verdad , pero muy digna de alabanza , atendido el 
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objelo práctico que se proponía de servir de norma para establecer 
la competencia de los Tribanales en las leyes de organización ju- 
dicial y el orden respeclivo de los juicios en las de procedimientos 
criminales. Encargada la Comisión que lo redactó de formar todos 
los Códigos , natural era que tratara de darles unidad , armonía y 
dependencia; que los considerara todos como partes de una misma 
obra, y que procurase enlazarlos de manera que , auxiliándose re* 
ciprocamente , se espUcaran y completaran unos por otros. Bajo el 
influjo de estas ideas se trató de acomodar la división de los actos 
punibles á tres clases diferentes de Tribunales , á que debia some- 
terse su conocimiento , y á los procedimientos diferentes que se- 
gún la índole de los mismos actos se pensaba establecer para cas- 
ligarlos. Así se justiGca plenamente la división adoptada en el Có- 
digo penal , que de otro modo carecería de aplicación , porque no 
aparece en él una sola palabra que esplique satisfactoriamente la 
necesidad de distinguir los delitos graves de los menos graves, asi 
como es importantísima y notoria la de separar los delitos de las 
faltas. 

La Comisión aótual de Codificación se aprovecha ahora de la 
división que previsoramente estableció la antigua de Códigos , y la 
base que propone lo demuestra. Habrá , según su sistema , Tribu- 
nales criminales que conozcan de los delitos graves, Tribunales 
correccionales que conozcan de los menos graves , y Juzgados á 
quienes corresponderá como hoy el conocimiento de las faltas. 

¿Pero cuál debe ser la organización de los Tribunales correc- 
cionales? Esta es una de las mayores dificultades con que ha lucha- 
de la Comisión. Acrecentábala la idea fija que abrigaba de esta- 
blecer el juicio oral publico y una sola instancia en las causas por 
delitos, porque ó tenia que proponer la creación de un núqiero es- 
cesivo de Tribunales, muchos de ellos con escasas tareas y echar una 
carga muy pesada sobre el Erario, además de la considerable que la 
reforma no puede menos de ocasionarle , ó necesitaba alejar el co- 
nocimiento de las causas correccionales , que son las mas frecuen- 
tes, del lugar en que se hablan perpetrado los delitos, y esto traería 
consigo los inconvenientes graves de la menor ejemplaridad de los 
juicios, porque no son estos menos ejemplares que las penas , de 
la traslación de los delincuentes de unas á otras cárceles, de los 
perjuicios que se originarían á los testigos , obligándolos á ir lejos 
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de 8tt ckMBietto fwa rendir w Iríbvto debido á la justida, y de )m 
gastes caaád^ables á que ascendería su rodemnizacíeir. T esta ior 
demnitadon es de necesidad imprescindible ^ pues el juieie oral, 
i|ue p<r interés de la sociedad obliga k los parlicntares á abMrfoH 
nar su familia y su casa , á atravesar tal vez grandes distancias, 
á bater dispendios, á privarse del trabajo que es frecuentemente el 
único nedi0 en que libran sn subsísteneki, exi|^ que no se niegil^ 
á los testigos una remuneración prudentewenle equitatita. La so^ 
ciedad debe proporcioaaiies lo qu« por la sociedad pierden : m es 
menos sagrada esta indemnización que la de espropiacion por cane^ 
de utilidad páblíca. 

Movida por estas consideraciones, la Comisión propone qne cada 
tres partidos judiciales limítrofes componga» un dístrílo para este 
efecto : que los tres Jueces de primera instancia de los mismos 
formen su Tribunal correccional, y que se reúnan por meses alfier- 
naado en las respectivas cabezas de partido , para fallar las causas 
de él y desempeñar las demás funciones qoe lai (ey les sefiate. 

No es de temer que las ausencias que los Jueces tendrán que 
hacer de sus partidos perjudiqueft á la administración d(s justicia: 
serán de muy pocos dias ; según los cálculos déla Comisión, pocas 
veces escederán de cinco , y se establecerán con previsión los me- 
dios de que sea suplida su falta por personas competentes. 

Reunidos asi I09 Jueces de tres partidos verán las causas de 
aquel en que celebren la sesión, y cayos sumarios se halien termi^ 
nados. De esta manera, ni los Píscales, ni los Abogados . ni los 
curiaiies , ni los reos , tendrán que salir de su partido^ ni babrá pt^ 
ligro de que se estravien las causas, nt necesidad de que pasen e»- 
\d& á distintos defensores, ni considerables perjuicios para los testi- 
gos que generalmente disGarái muy poco del luj^r en que ten^nf 
que asirtir al solemne acto del plenario. 

No son estas razones solamente las que han decidido á> la^ Go- 
miáon á adbpiar el sistema que^ deja indicado^ Hay otra ma9 po- 
derosa todavía ; la buena administración de justicia. Una de las' 
mayores dificultades con que siempre se tropieza para tener un> 
buen personal da Jueces y Magistrados, es el crecido número de 
los que requieren las div^^iisas atenciones del órdea judicial. No ea 
fácil , y tal vez crea alguno que es punto menos que impomble, en^ 
Qoatcar tajriai^pavMfias que^ neunni' el coqusto de dotes^^ d% safier,. 
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é^ pnri e icto ^ ée prdÉídtaá, de eoergia» de cwiee^, de rtevacioiii 
de sAnyn , de dgídíez de costumbres y de iidepeiideneia de oaréc- 
ter ^ qm requiere el cargo áe juzgar ; díficnllades qie se esp^i- 
meitao e» todte las naetoaes. Auamitai! el ñwmv% de los Jueces 
m la gran proporción que seria necesark para losi Trlboaales cor- 
reeeiooales, si se formaran de Magislrados que Qorrespend¡e8eQ> 
sola y esclosivamente á ellos, seria aereceoiar las d¡Sculla<tes, 6 
eiseaf bb necesidad] de exigir meuios cattdiaées y garantias de ree- 
tíüid y suflcicnpia. en las per$onas Ñamadas á dídsempeilar el deU- 
caé» ministerio de administrar joslida;. 

(8/ EH EL PA01SGT0 AjCTUÍL. ) 

Convencida, la demisión de que las reformas, para ser bien^ re- 
cibidas, deben respetar los intereses creados par el largo trasenr- 
sd de los tiempos, propone que las Audiencias continúen en las 
mismas pobladones en que se hallan establecidas, y qne tengan el! 
territorio que ái cada una está ahora señalado. Si por primera vez^ 
86 erearaft, no propondt4a> esta dimisión; pero no cree que disbe 
aumentan les dificultades qiuo' llevan consago las grandes r^t»*mas, 
idtrmfli^dos intereses de localidad y poniendo en pugna u^is 
eenirtrasícittdadesi En el e^ado actiml nothay ninguna Audiencia^ 
part e^yai conaervacion no se encuentren nazonesi poderosas; ya 
por eligirlo indispensablemente la administración de jusüda etü 
visla del mecido número de negocies que en ella se aglomeran, 
ya por raeeoes hi^ricas, de^ que no* esconvemente ni polUteo pres^ 
etndir, ya per ofrecer graves difloultades la supresión de algunos^ 
de estos centros, especialmente atencUdos Isas radicales cambios que 
la- Gomisiom propone respecta k^ los procedimientos críminíries. Uno» 
de ellos es, que en> úpica instancia y enjuicio oral ypúblicQ» sean 
vislasf y filiadas las causas por delitos á que el Código señale penat 
aflictiva en cualquiera de sus grados* Traer desde las islas Balea- 
res ó Ganarías k una Audiencia de la Península los reos y los testi- 
gos, s^Efl'ia mucho mas costoso que el sostenimiento de las actuales 
Audiencias en aquellos territorios, ocasionarla una vejación injus- 
tífirnUb pam loatestigosi idejaria demaáado los Tribunales de los 
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jusliciables, impediría ó retardaría, al menos considerablemente, 
diligencias que no pueden dilatarse sin menoscabo de la justicia, 
dejarían de producir en las islas los juicios criminales la saludable 
ejeroplaridad que ofrecen, la cual se disminuye mucho cuando solo 
se tiene noticia de ellos por las narraciones de la prensa , que no 
pueden reproducir con facilidad el animado cuadro de los debales 
y las impresiones vivas que producen en los espectadores. Ni tam- 
poco cree conveniente la Comisión que en los negocios civiles se 
aleje tanto la segunda instancia de los partidos en que fueron fa- 
llados en la primera: el alejamiento de los Tribunales en muchos 
casos puede ser igual á una denegación de justicia. A todo esto se 
agrega, que no seria prudente dejar los Juzgados de partido en las 
islas, sin una inspección y vigilancia mas inmediata que la que po- 
drían ejercer sobre ellos los Tribunales de la Península. La supre- 
fflon de los fueros privilegiados, aumentando naturalmente los ne- 
gocios en los Tribunales del fuero común, recomienda, por último, 
lo que la Comisión propone. 

Afiade esta base que todas las Audiencias sean iguales en ca- 
tegoría. Lo son hoy también, á escepcion de la de Madrid , que es 
de ascenso. No desconoce la Comisión que los Magistrados que en 
la Corte residen, necesitan tener mayor dotación para su decente 
subsistencia: no se opone a ello; al contrario, opina que no puede 
menos de ser asi: la igualdad en los sueldos seria de hecho una 
gran desigualdad, cuando es tan cara la vida en la capital de la 
Monarquía, comparada con lo que cuesta vivir en las capitales de 
provincia. 

Pero no basta esto para que á Tribunales que están en el mis- 
mo grado y que ejercen iguales atribuciones, se los desiguale en 
el orden gerárquico. Esto, aun en la hipótesis mas favorable de que 
siempre fuera atendido el mérito, para proveer las plazas de la Au- 
diencia de Madrid, y de que se cerraran los oídos al favor, cosa 
no fácil de conseguir, y á pesar de las disposiciones que se adop- 
taran al efecto, daría por resultado que se aglomerasen en un solo 
Tribunal los Magistrados que por conveniencia del servicio debe- 
rían oslar repartidos en todos. Esta desigual distribución vendría, 
por otra parle, á dar al territorio de la Audiencia de Madrid un 
privilegio en dafio del resto de la Monarquía. 

No neceála la Comisión decir que en esta como en todas las 
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reformas deben respetarse los derechos adquiridos; pero respetán- 
dolos y procurando por medio de disposiciones transitorias que no 
sean desatendidos, cabe hacer la reforma que propone para lo 
futuro. 

La división de las Audieccias en Salas civiles y criminales es 
histórica entre nosotros, y moderna la reunión de negocios de una 
y otra clase en todas las Salas. Razones dignas de tomarse en cuen- 
ta han movido á la Comisión á proponer el restablecimiento de 
la separación antigua. Ya el Gobierno habia indicado su convenien- 
cia en 1856, manifestando su opinión hasta el punto de decir que 
le parecía incompatible con el buen servicio , y por consiguiente, 
perjudicial para el bien público la acumulación de ambas juris- 
dicciones en unas mismas personas, y eso que entonces no se pen- 
saba en llevar á las Audiencias, en única instancia y en juicio oral 
y público , las causas criminales en que pudiera haber lugar á la 
imposición de penas aflictivas, que es una de las principales cau- 
sas que la Comisión tiene para la separación que propone. Con ella 
resultará mayor regularidad en el orden interior de las Audiencias, 
se evitará que la jurisdicción civil absorba en parte la atención que 
debe darse á la criminal , ó por el contrario , que sea absorbida 
por esta , se evitará que á un mismo tiempo tengan los Magistra- 
dos que emplear su meditación y su estudio en leyes tan diferen- 
tes en el fondo y en las formas , habrá mas homogeneidad en las 
prácticas y en los fallos , y será muy difícil el espectáculo poco 
edificante de que una misma ley sea aplicada en el mismo Tribu- 
nal de dos modos diferentes, con menoscabo del buen nombre que 
conviene siempre que conserve ileso la magistratura. 

BASB OCTAVA. 

( 9.' EN EL PfiOTECTO ACTUAL. ) 

Nada de nuevo establece la base octava, al ordenar que el Tri- 
bunal Supremo resida en la capital de la Monarquía, y que ejerza 
su jurisdicción en la Península , islas adyacentes y provincias de 
Ultramar. Esto es lo que hoy está vigente. La única novedad que 
por ella se introduce, consiste en disponer que ningún otro Tribu- 
nal pueda llevar el titulo de Supremo. La Constitución de 1812 
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'seto «libltoíé im TrUmal ftipreóe 4% inMm : lo mmo 
ron las iltims Cortes GrastUayeoles al votar las bases de tai ley 
de orgaDoactoo ludioíal. Para fundar sa propuesta, decía la Comi- 
sión , que en ellas formuló el proyecto : «Sea cualquiera la iidole 
«y esteadon de 4)lras jurisdicciones , el titulo de Supremo , solo 
•puede aplicarse al Tribunal que vela por la iategridad é iodepeo^ 
«dencia de todas las jurisdicctones , al que las circunscribe en sos 
«justos limites , al que casa y anula las sentencias , al que j«zga á 
•los altos fandonartos del Estado. » Aplicado este titulo á los de- 
más Tribunales, no tiene sigatíicacion propia, eslá en oontradicdoi 
con la jurisdicción limitada que ejercen , y les supone atribuciones 
<fie no caben dentro de las condidones de una buena organización 
judicial. Por estas consideraciones , á la denominación actual de 
Suprimo Tribunal de Ju$ticia , sustituye la Comisión la do Tribu- 
mal Supremo. 

BASE N OVESTA. 

( }0/ BN EL PROYECTO áOTOAL. ) 

El ñiero de estranjeria es quizá , entre todos el que menos 
razón tiene para existir , ya se le considere en el terreno de los 
principios , ya en el orden de los bedios. En el terreno de los 
principios , porque la independencia de los Estados exige que bi 
organización y competencia de las Autoridades en cada uno no 
estén á merced de las leyes de otro Estado. Esto lo reconoció el 
Rey Sabio , no como una ley espafiola , sino como un principio de 
derecho universal , cuando después de establecer el principio de 
que los subditos deben obedecer los preceptos del legislador, es- 
cribió estas importantisiroas palabras : «E eso mismo decimos de 
»los otros que fueran de otro Sefiorio, que ficiesen el pleito ó pos- 
»tura ó yerro en la tierra do se juzgase por las leyes ; ca magfler 
•sean de otro lugar, no pueden ser escusados de se juzgar por las 
•leyes de aquel Seiorio , en cuya tierra oviesen fecho alguna de 
•estas cosas.» En el terreno de los principios también., porque la 
exención de la jurisdicción ordinaria supbne que la justicia está 
tan mal administrada á los regnicolas, que no pueden vivir los es- 
tranjcros en el Estado sin peligro de ser atacados en sus derechos 
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mi}i$^ ó y^fitíamé»lA sM^teneiidas p^r étíiám ée qoe sen ím- 
ceníes , y que para libertarse de tales riesgos , necesiUtn ma tota* 
rMad e^^al que los defienda y i^ot^ coatra los Tritmflales na- 
ei^aales. En el terreno de los principios, en fin, porque m se con* 
cibe <^ baya un solo Estado en que se administre la justicia de 
dos modos diferentes , uno para los nacionales , y otro para fa» 
eslranjeros ; y que á estos se les conchan privilegios , iomanida- 
des y garantías , que se nieguen á los primeros. La estrañeza «ibe 
de punto , cuando se considera que los Jueces ordinarios y los de 
eslranjeros son del mismo pais en que se siguen los pleitos y las 
cauaas, que unos y otros se arreglan á las mismas leyes para fallar, 
y que tanto aquellos como estos siguen en la tramitación de los m- 
giocios los mismos procedimientos , con las mismas instancias , con 
los Diismos términos, con las mismas garantías. ¿De qué proviene, 
pues, que en algún tiempo hay^n pretendido los estranjeros con 
tanto afán sustraerse de la jurisdicción ordinaria, y ponerse bajo 
la salvaguardia y amparo de la jurisdicción militar? No tenia esto, 
m duda, otro motivo, que la preocupación que mueve general- 
mente á los aforados á sostener su propio fuero; están bajo la im* 
presión de nn error, que si en otro tiempo pudo no serlo , hoy ca- 
rece de todo fundamento legitimo: la opinión antigua, de que en el 
Juez conservador, en el Juez de privilegio, existo una prevención 
favorable al aforado, que puede tal vez indinar á su provecho la 
balanza de la justicia. No hace la Comisión esta ofensa á nuestros 
Tribunales; Reconoce que en todos ellos se administra la justicia por 
igual, y por respeto k la verdad, por la dignidad del pais, recha- 
za esas suposiciones arbitrarias, aunque sin desconocer que á ellas 
suelen dar protesto todas las jurisdicciones privilegiadas por su 
misma índole, y por la protección especial á determinadas perso- 
nas que su creación tuvo por objeto. 

Y lo mas singular es que la Nación española, que con tanta 
prodigalidad concede un fuero especial á todos los estranjeros, exi- 
miéndolos de los Tribunales ordinarios establecidos para sus sub- 
ditos indistintamente, hayan ó no sus Gobiernos celebrado trata- 
dos con España, no encuentre en ningún Estado, ni del antiguo ni 
del nuevo mundo igual correspondencia; pues que en todos se 
aplican en este punto á los españoles los principios generales del 
dórelo internacional privado. ¿Por qué, pues, han de eximirse de 
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ellos los eslranjeros, sin reciprocidad y sin ventaja alguna para ks 
españoles? 

Lejos está de la Cojuisíon querer ni aun indicar siquiera que do 
se cumpla lo que está solemnemente estipulado por España con las 
demás potencias. Cree, por el contrario, y propone su cumplimien- 
to; pero al mismo tiempo considera conveniente que en los trata- 
dos que en lo sucesivo se celebren, no se concedan de nuevo tales 
exenciones, que ni son ventajosas á los eslronjeros, que por error, 
sin duda, se creen favorecidos con ellas, ni son dignas de una 
gran nación, ni conformes con los principios y con las prácticas de 
los demás Estados, ni tienen siquiera la vana compensación de la 
reciprocidad. 

Si de los principios generales que quedan indicados se des- 
ciende al terreno de los hechos, al histórico, so verá que el pri- 
vilegio de estranjeria fué introduciéndose lentamente en dias de 
triste recuerdo para la Monarquía: que comenzó por una concesión 
espontánea de D. Felipe lY para favorecer á algunos subditos in- 
gleses residentes en Andalucía, en que se les dio un Juez conser- 
vador de los privilegios que se les hablan otorgado; que á este 
Juez se atribuyó competencia para que les administrara justicia en 
los negocios civiles y criminales; que la concesión que no tenia 
otro carácter que el de privilegio interior, tomó, en virtud de tra- 
tados el de un derecho internacional, respecto á los subditos de la 
Gran Bretaña ; que después se hizo eslensivo á los naturales de 
otros Estados, ya por pactos espresos, como el de ütrech y el de 
Familia, ya implícitamente, por la ligereza con que en algunos tra- 
tados se dieran á los subditos de diferentes naciones las ventajas 
de los que lo eran de las mas favorecidas, por violenta que fuese 
tal interpretación, toda vez que esta cláusula, en la intención de 
los Estados estipulantes, no envolvía la promesa de conceder á los 
eslranjeros . fueros ó derechos de que no gozaran los españoles, 
sino únicamente la de igualarlos con otros, en lo que al comercio 
se referia. Asi la Comisión cree que los subditos de los Estados, 
con los cuales no se ha estipulado espresamenle el fuero de estran- 
jeria, deben estar sujetos á los mismos Jueces y Tribunales que 
los regnícolas. 

No es de este lugar la narración de ¡as vicisitudes del indicado 
fuero, del modo sucesivo y latente con que se fué generalizando 
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por error de unos, por ignorancia de otros, por desidia de los 
mas y por la tolerancia del Gobierno, que sin duda prefirió dejar 
correr el abuso de que se eiimieran de la jurisdicción ordinaria 
los que á ella debian estar sujetos, á deslindar lo que con arreglo 
á los tratados correspondía á cada clase de eslranjcros. El hecho 
fué, que de los antiguos Jueces conservadores pasó la jurisdicción 
de estranjcria á los Juzgados militares de algunas plazas maríti- 
mas, que espresamenle estaban determinados; que este ejemplo 
sirvió de precedente para que, sin estenderlo el Gobierno á otros 
Juzgados de la misma índole, de hecho se lo atribuyeran, y para 
que sin una disposición de ley general y espresa viniera á crear- 
se una jurisdicción estensa, en la cual solo se fijó la atención para 
darle recientemente una sanción nueva: y es cosa singular que tal 
declaración se hiciera en tiempo en que era ley del Estado el tí- 
tulo S/ de la Constitución de 1812 , en la cual no se reconocían 
mas fueros que el ordinario, el militar y el eclesiástico. 

£1 decoro nacional exige que las cosas vuelvan al estado de que 
nunca debieron salir; que el fuero de estranjeria no se eslienda 
mas que á los subditos de los países con los cuales se halle estipu- 
lado , y qtre no se lleve por interpretación de unos casos á otros.* 
Nadie mejor que el Gobierno , en vista de los datos que deben 
obrar en sus archivos y dependencias , podrá aclarar esta materia, 
mientras llega el día en que por los tratados que se celebren se li- . 
berte á la Nación de esa condición irritante y vergonzosa. 

Y es lo menos que en la materia puede proponerse : los Reyes 
de Espafia se han creido siempre en el derecho de sujetar á los 
estranjeros al fuero común, existieran ó no tratados, en todos aque- 
ilod negocios en que el interés público lo reclamaba , y sin que 
por esto se hayan suscitado dificultades de ningún género con las 
potencias estranjeras. Ni podía ser de otra manera sin graves in- 
convenientes para el Estado. Guando cesan las causas de la conce- 
sión de ciertos privilegios , cuando estos son incompatibles con la 
forma de gobierno establecido , cuando vienen á ser un anacronis- 
mo , seria absurdo sostener que han de considerarse como vivas 
las estipulaciones celebradas en épocas remotas, bajo otro grado 
de civilización y bajo el imperio de diferentes y tal vez opuestas 
circunstancias. 

Y esto es lo que ha sucedido siempre en Espafia con el fuero 
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de eilrañjériá. Efi e! reioadtf del mismo D. Felipe Y, en qm ee dio 
á este fuero una eáteosion que antes üo tenia , se estableció el des- 
afuero en las causas de contrabando , regla que ba venido coafir- 
mándose en disposiciones posteriores , asi como después se ha su- 
primido en los casos en que se procede con arreglo á la ley de 11 
de Abril, en los negocios de comercio, en las causas ^bre tráQco 
de negros, en los juicios de faltas, y por último, en todos los áemks 
casos en que, según lo prevemdo en la Ley de Enjuiciamiento civU 
ó en otros especiales, no se reconoce fuero ninguno para losnacio^ 
nales ni para los estranjeros. 

La Comisión no propone , sin embargo , la derogación cte este 
fbero, sino por los mismos medios con que se ha constituido; estima 
iecesaria la abolición , pero no tan apremiante que se tenga q«e 
prescindir de todas las conveniencias. 

Si se suprime la jurisdicción militar en todo lo que no se refie- 
re á delitos militares ó comunes, cometidos por los que se hallen 
en servicio activo de Ejército ó Marina , no puede ir á ellos la j^t*- 
risdiccion de estranjeria. En defecto de estos Tribunales que, como 
protectores, se daban á los estranjeros, hay que señalar otros á los 
cuales vayan las cuestiones en que sean pártelos aforados. Esta fa- 
cultad de sefialar los Jueces conservadores , es y ha sido siempre 
de nuestros Monarcas: á ellos correspondía esclusivamente su nom- 
bramiento , á ellos se ha debido que á los antiguos Jueces , que 
eran por regla geners^l funcionarios del orden civil, reemplazaras 
los Juzgados militares : nadie puede disputarles esta designación. 
Por esto la Comisión propone que ejerzan la jurisdicción de estran- 
jeria como conservadores los Jueces de partido, y el mas antiguo en 
las poblaciones en que hubiere varios , y solo en los casos en qm 
esté solemnemente y de un modo esplicito consignado en los tratados. 

BASE DÉCIMA. 

(11.* EN EL PROYECTO DEL OOSfEEXO. ) 

Las bases anteriores , que propone la Comisión , se refieren es- 
elusivamente á la organización judicial ; esta y las que inmediata- 
mente siguen , tienen por objeto la competencia respectiva de ios 
Juzgados y Tribunales. A las atribución^ que actualmente tienen 
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Ios Joeces de paz , se agregsm las de conocer en primera instancia 
de ios juicios de fallas y de instruir á prevención las primeras di* 
ligenc|as en las causas crimínales. Desde el momento en que so 
instituyeron los Juzgados de paz fué generalmente considerado, no 
solo conveniente , sino basta necesario , darles la jurisdicción cri- 
minal que hoy líenen los Alcaldes y sus Tenientes. Y áñ duda se 
hubiera hec^ asi desde su creación , á haberse tratado aislada^ 
fiotente de esta judicatura tan bien recibida por el pais y que tan 
buenos resoltados ha producido en la práctica. Pero la circanstan-r 
da de instituirse estos Juzgados para la Ley de Enjuiciamiento ci- 
vil , hko que solo se les dieran atribuciones de esta dase , dejando 
para el dia en que se formara la de organización judicial ó la da 
Enlnidamiefilo orimii»! , el complemento de la obra comenzada» 
estendiendo la jurisdicción de los Juzgados de paz á los negocios 
iariffiinales en ios términos que en la base se establece. Esta inno- 
^icion, por otra parle, es consecuencia de lo que queda propuesto 
en fai segunda base. 

BASE UNDÉCIMA. 

(12.* BM EL PROYECTO ACTUAL.) 

La jurisdioeion civil que se da á los Jueces de partido es la 
fldisma que está otorgada ahora á los Jueces de primera instancia. 
Nada , de consiguiente , debe decir la Comisión para esplicarla, 
sino que nada hay que exija hacer innovación en la materia. 

En lo que se hace en esta base una grave é importante refor- 
ma, es en quitar á los Jueces de partido el conocimiento de las cau- 
sas criminales, desde el momento en que el sumario se halle termi- 
nado. Esto es consecuencia de la creación de los Tribunales cor- 
reccionales, y del establecimiento del juicio oral y público , con la 
única instancia que se propone en las bases siguientes para las cau- 
sas , ya cuando solo den lugar á penas correccionales , ya cuando 
los delitos por que se proceda, tengan señalados en el Código penas 
aflictivas. 

Al tratar de las bases concernientes á las atribuciones de los 
Tribunales correccionales y de las Audiencias, se espondrán las 
noones que la Comisión ha tenido para hacer esta supresiou. 
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BASE DUODEOIMA. 

(13.* Uf EL PRtTECTO ACTUAL.) 

Esla base es consecuencia de lo que establece la sesta, cuyos 
moUTOs deja ya espuestos la Comisión , y está intimamente enlaza- 
da con la relativa al juicio oral y público y la única instancia en 
las causas criminales: en ellas, por lo tanto, Uene su esplicadoo. 

Aqui solo la Comisión añadirá que si no ha de haber mas que 
una sola instancia , menester es dar en ella á los proejados y á 
los intereses públicos , representados por el Ministerio fiscal , todais 
las garantías que hoy tienen por el remedio de la apelación y el de 
súplica en su caso. 

Las sentencias del Juez único , por respetable que sea , y aun- 
que por su integridad y ciencia se baya granjeado el concepto pú- 
blico, nunca ten(}rán la autoridad que llevan impresa las que son 
pronunciadas por Cuerpos colegiados. La reunión de varias inteli- 
gencias y las discusiones á que dan lugar las diferentes apreciacio- 
nes de los hechos y de la aplicación del derecho son, en sentir ge- 
neral , prendas de imparcialidad y acierto. 

Cree la Comisión que en la base se fijan con claridad , preci- 
sión , y de modo que no haya lugar á dudas ni á competencias, 
los limites de la jurisdicción de los Tribunales correccionales, se- 
ñalando el máximum de la pena que al delito puede corresponder, 
como la linea de separación entre sus atribuciones y las que deben 
ejercer las Salas criminales de las Audiencias. 

BASE DECIMATEBCEHA. 

(14.* EN EL PROYECTO DEL GOBIERNO.) 

Nmguna innovación se hace respecto á la jurisdicción de las 
Audiencias en lo que se refiere á los uegocios civiles , á las com- 
petencias que deben decidir y á los recursos de fuerza de que han 
de conocer. 

No sucede lo mismo en lo criminal. Desde luego no se les da 
el conocimiento que hoy tienen en segunda instancia de las causas 



Digitized by 



Google 



por delitos á qm e) Código señala como pena mayor alguna de las 
correccionales. Aun en la misma jurisdicción que se les conserva 
hay importantísimas alteraciones. Es la primera la de entender en 
única instancia de las causas por delitos á que señala el Código 
penas aflictivas. Asi se ponen en armonía todas las diferentes bases 
de la ley. 

Razones de conveniencia publica , en que están interesadas la 
recta é imparcial administración de justicia y la integridad del ór- 
den gerárquico, exigen que algunas causas, sin salir de la jurisdic- 
ción ordinaria , sean llevadas á Tribunales de orden superior á 
aquel á que de otro modo corresponderían. Este no es un fuero 
isenoejante a los antiguos , en que , por consideraciones puramente 
personales, se eximían muchos de la jurisdicción ordinaría : es un 
derecho siDgular, que por altas consideraciones de utilidad pública 
se halla ya establecido, y que por los mismos motivos se conser- 
va, haciéndolo ostensivo á casos que antes no comprendía é intro- 
duciéndolo por primera vez en otros. 

Siempre ha residido en los Tribunales superiores la jurisdicción 
para conocer de las causas que, por delitos perpetrados en el 
ejercicio de sus funciones , cometían los que eran inferiores en 
grado. £1 Reglamento provisional para la administración de justi- 
cia lo consignó de nuevo, siguiendo lo que venia en observancia 
en los delitos cometidos por los Jueces de primera instancia, relati- 
vos al ejercicio del ministerio judicial. Esto se halla justificado con 
solo enunciarlo. Un Juez no debe estar autorizado para encausar 
á otro de igual grado . ni para lomarle cuenta de actos de que solo 
en su caso deberá responder este á sus superiores gerárquicos : lo 
demás seria perturbar el orden gradual de las jurisdicciones. 

Esta jurisdicción de las Audiencias se esliende al conocimiento 
de lodos los delitos comunes de los Jueces de partido. Adviértase 
que la excepción de la regla general se limita solo á los actos ilíci- 
tos que se castigan con pena correcciooal , porque, respecto de 
aquellos á que está señalada pena aflictiva , siempre las Audiencias 
serían los Tríbunales competentes. La prudencia aconseja que 
cuando delinque alguno de los tres Jueces que componen un Tri- 
bunal correccional, no sea juzgado por él; la imparcialidad corre 
en tales casos un grave riesgo, y la opinión pública no se satisface 
con la competencia de un Tribunal que , por justificado que sea, 
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aparecerá casi siempre como apasionado , ya en sentido favorable, 
ya en sentido adverso al procesado. Estas consideraciones, agrega- 
das á los inconvenientes grandes de que la causa siga bajo la di- 
rección de un Juez que frecuentemente será el que sustituya al en- 
causado , ha decidido á la Comisión á proponer la eslension de la 
competencia de las Audiencias en los términos que lo hace. 

Razones análogas la han movido á hacer lo mismo respecto á 
las causas que, por cualquiera clase de delitos , se hayan de se- 
guir contra los Fiscales de partido. En esto se completa ol princi- 
pio que dejó sentado el Reglamento provisional, y que solo imper- 
fectamente llegó á desenvolver. 

Habiendo reemplazado los Jueces de paz á tos Alcaldes en la 
jurisdicción civil y criminal que estos ejercían al publicarse el Re- 
glamento provisional para la administración de justicia , es natural 
que se les conceda la garantía de ser juzgados ante las Audiencias 
por los delitos cometidos en el ejercicio del ministerio judicial. 
Esto no es mas que trasladar á los nuevos funcionarios la miraia 
escepcion que estaba concedida á los antiguos para dar independen- 
cia é importancia á los cargos que desempefian. 

Consideraciones justas, que son debidas á las jurisdicciones es- 
peciales , y su asimilación en lo posible á la ordinaria , han movi- 
do á la Comisión á proponer que , cuando hayan de ser juzgados 
los que las ejercen por los Tribunales del fuero común , sea ante los 
Jueces del grado á quienes correspondería el conocimiento de la 
causa si los delincuentes desempeñaran cargos de la jurisdiceioa 
ordinaria. En el Reglamento provisional para la administración de 
justicia se halla aplicada esta regla en lo que concierne á los Jue- 
ces eclesiásticos. 

También se estiende la competencia de las Audiencias á cono- 
cer de las causas que se formen contra sus subalternos por delitos 
cometidos en el desempeño de sus funciones. La escepcion solo es 
respecto á los delitos cuya pena mayor , según el Código, sea al- 
guna de las correccionales , porque el conocimiento de los demás 
está por regla general atribuido á las Audiencias. Considerando que 
ninguno con mas facilidad ni con mayores prendas de acierto pue- 
de conocer de estas causas, quedará juslííicada la innovación. Pero 
viene también en su apoyo la necesidad de impedir que los Tribu- 
nales inferiores se mezclen directa ni indirectamente en Id que en 
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itto de SIS atríbaciones hayan hecho los Superiores, lo cual podría 
alguna vez suceder si no se adoptase esta precaución , puesto que 
para juzgar ciertos delitos cometidos por subalternos de los Tribu^ 
nales en el ejercicio de sus funciones , hay que apreciar y calificar 
implícitamente actos de los mismos Tribunales, y si esto lo hacen 
Joeces inferiores , será con grave perturbación del orden gerárqui- 
co y mengua de la disciplina judicial. 

Necesario es también llamar la atención de V. E. sobre otra 
innovación . que se hace al declarar que serán de competencia de 
las Audiencias las causas contra funcionarios del orden administra- 
tivo, por delitos cometidos en el desempeño de sus cargos. Nada de 
esto existe en la legislación vigente , porque, al mismo tiempo que 
atribuye el conocimiento de estos delitos , si son perpetrados por 
altos funcionarios, al Tribunal Supremo de Justicia , guarda silen* 
cío respecto á otras autoridades y corporaciones de menos elevada 
gerarquia, pero que tienen la basUtnte para que sus causas no sean 
examinadas por los Tribunales correccionales, cuando se trate de su 
conducta como agentes de la Administración. Ya se ha visto algu- 
na vez discutido y votado por las Cortes, que las Diputaciones pro* 
vlnciales , cuando son acusadas como corporaciones de haber co- 
metido algún delito , sean 'sometidas directamente á la jurisdicción 
de las Audiencias. La Comisión no prejuzga aquí cuáles son 
los casos en que esto debe establecerse ; á otras leyes correspon- 
de su seOalamienlo ; pero deja consignado el principio , y no du- 
da que tendrá en su dia consecuencias prácticas y convenientes, 
tanto en el arden gubernamental como en el de buena administra- 
cioa de justicia. 

BASE DECIMACUABTA. 

(15.* EN EL PROVECTO AGTOAL.) 

Lo que se ha manifestado en la base anterior, respecto á la juris- 
dicción de las Audiencias, es aplicable á la del Tribunal Supremo. 
Se le conservan las atribuciones que hoy tiene , estcndiéndotas al 
conocimiento de las causas contra los Tribunales correccionalep, 
ampliación que no necesita esplicarse, porque se funda en las tnis^ 
mas causas que hubo para darie el conocimiento de las que se si- 
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güen contra las Salas de las Audiescias. Se ha ampliado su cool- 
pelencia también á las causas contra los Tenientes del Fiscal del 
Tribunal Supremo y de los Fiscales de las Audiencias por toda cla- 
se de delitos , para que asi puedan ejercer con mas independencia 
su ministerio, y estén al abrigo de las animosidades y de las ma- 
las pasiones á que frecuentemente los espone el ejercicio de las 
funciones difíciles y comprometidas que desempeñan. La innova- 
ción roas importante de todas cuantas propone la Gomiáon , en lo 
que al Tribunal Supremo se refiere , es la del establecimiento del 
recurso de casación en las causas criminales. 

Guando la opinión general , no solo de las clases que mas con- 
tacto tienen con el foro, sino de la Nación entera, reclama esta co- 
mo una de las primeras necesidades de la época, parece que la Co- 
misión está escusada de manifestar los motivos de lo que prepoBe: 
por esto se limitara á pocas; muy pocas palabras. 

Mas de veinte y cuatro años han pasado desde que entre nos- 
otros Oliste el recurso de casación en los negocios civiles , aunque 
no siempre se le haya dado el mismo nombre. La importancia de 
esta reforma es ya un hecho apreciado por todos de la misma ma- 
nera , por masque en un principio encontrara algunos impugnado- 
res. No hay quien desconozca que , gracias á ella , se ha fijado la 
jurisprudencia en muchas é importantes cuestiones de derecho ci- 
vil , que antes quedaban abandonadas á la controversia de los es- 
critores , á las costumbres locales , y á veces al empirismo de la 
curia , sin que por trascurso del tiempo llegaran á unificarse las 
opiniones. Ante tan buenos resultados , ante la ventaja de que el 
derecho siempre se conserve incólume , ante la conveniencia de 
que las leyes nuevas por negligencia ú olvido no vayan lentamenle 
desapareciendo, y de que llegue el dia en que una costumbre con- 
traria las derogue, como lia sucedido con muchas de las antiguas, 
han desaparecido las contradicciones que á los recursos de nulidad 
y casación se suscitaron en no lejanos dias. 

¿Y por qué la casación introducida en los negocios civiles no 
ha alcanzado á los crimínales ? ¿ Acaso la libertad , la honra y la 
vida del hombre valen menos que sus bienes? ¿Puede el legislador 
dispensar roas consideraciones á las cosas que á las personas? Vul- 
gar es sin duda este argumento, pero es también decisivo. 

Si cuando empezó á regir el Código penal , se hubiera estable- 
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cida , como en él se suponía , el recurso de casación , no existiría 
ya la incerlidumbre que en su aplicación se nota, respecto á la in-^ 
teligencia de alguno de sus artículos ; nose vería á un Tribunal, 
ó tal vez á una Sala , interpretar de un modo disposiciones que 
otro Tribunal ú otra Sala del mismo entienden de manera diferen- 
te , lo cual s si bien tiene una esplicacion natural y ahora es inevi- 
table , á los ojos del público puede parecer y parece á veces un 
grande escándalo ; no sucedería que , rigiendo un mismo Código 
penal en toda la Península , de hecho se verinque que en igualdad 
de casos la penalidad no sea igual, y que ni tampoco se caliGquen 
los mismos actos de la misma manera en todas las Audiencias. En 
vano la Constitución de la Monarquía proclama que los mismos Có- 
digos rijan en toda ella, si al lado déla unidad del derecho escrito 
no viene la unidad de la jurisprudencia : la ley interpretada de 
maneras diferentes , no es una , es múltiple. El principio de igual- 
dad que está en la índole de nuestras leyes fundamentales, no per- 
mite que continúen las cosas en el lamentable estado en que se 
hallan. No es solo el interés de los acusados el que reclama la re* 
forma , lo exige sobre todo el interés público ; de ella nacerán, 
además de las ventajas indicadas , la de que el Tribunal Supremo 
pueda ejercer una alta inspección y vigilancia sobre la administra- 
ción de la justicia criminal , que boy, por una fatalidad inconce- 
bible, no está de hecho mas que de una manera incompleta en sus 
atribuciones. 

No debe limitarse el recurso á determinadas clases de causas, 
ni por razón de las personas, ni por razón de los delitos, ni por 
razón de las penas. Nada habría que juslifícara escepciones capri- 
chosas: esto equivaldría á suponer que la unidad de la jurispru- 
dencia debia solo buscarse para algunos artículos del Código penal 
y BO para todos, lo que seria una falta injustíñcable de lógica. 

Por lo demás, en la Ley de Enjuiciamiento críminal deberán 
establecerse las precauciones convenientes para que no progresen 
los recursos, cuyo objeto sea impugnar la apreciación de los he- 
chos, que debe ser de la esclusiva competencia de los Tríbunales, 
y para que el Supremo se limite á reparar los errores que al apli- 
car el derecho puedan haberse cometido. 
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BA8B DBOZKAQUnrFA. 

(16/ EN EL PROVECTO DEL GOBIERNO.) 

Nada necesita decir la Comisión respecto á la base décima- 
quinta. Lo que en ella se ordena es de todos los tiempos, de todas 
las naciones, y do todas las organizaciones judiciales. La inspec* 
cion y vigilancia del superior sobre el inferior, del Jefe sobre sus 
subalternos , y la jurisdicción disciplinaria, están reconocidas en 
nuestro derecho actual ; son el complemento de la organización y 
de la jurisdicción de los Tribunales. En la manera de desenvolver 
las consecuencias de esta base, caben importantisimas mejoras. 

BASE DECIMASESTA. 

( 18.* EN EL PROYECTO ACTUAL. ) 

Hay algunas funciones que, por su índole, no corresponden al 
orden judicial, y que sin embargo, la ley, por razones poderosas, 
ba creido que debia llevar á los Tribunales. Asi sucede, por ejem- 
plo, en la inclusión ó esclusion de electores en las listas para la 
elección de Diputados á Cortes, materia que, aunque politica y ad- 
ministrativa , participa también del carácter de derecho civil, y 
para cuya resolución se ha de emplear el mismo criterio que en la 
apreciación de los derechos puramente civiles; asi sucede también 
cuando los Jueces de primera instancia, por delegación de la ley» 
ejercen actos administrativos en la enagenacion de los bienes na- 
cionales. Otras muchas disposiciones podrían citarse de la misma 
dase. La Comisión ha creido que no debia omitir establecer una 
base que las comprendiera todas. 

BASE DECIMASETIMA. 

(19.* EN EL PROYECTO ACTUAL.) 

La mas difícil, tal vez, de todas las cuestiones que la Comisión 
ha tenido que resolver, es la que tiene por objeto el establecimien- 
to de las condiciones para el ingreso en la judicatura. Ninguna 
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otra es tampoco de mayor trascendencia. Los errores que en las 
demás bases se cometan, son de mas fácil remedio: con mayores 
ó menores precauciones una ley nueva derogará cualquier dispo« 
sicion que en la piedra de toque de la esperieneia aparezca digna 
de reforma. Pero el orden judicial, que es inamofibie, cuando no 
llena ias condiciones que son de desear, es un mal irreparable, 
no solo para una generación, sino que alcanza también á las sh 
guientes. No se tenga esta aserción por exagerada: fuera del sacer- 
docio, no hay ninguna institución en que ejerzan mas grande in- 
fluencia los ejemplos, las tradiciones y las costumbres: en ninguna 
otra se perpetúa mas el espíritu que la domina. Es necesario que 
sobrevengan revoluciones radicales, á cuyo impulso caiga por eom- 
pleto la antigua Magistratura, y se forme de nuevo otra con ele- 
mentos diferentes, ó que la marcha lenta y sucesiva de los tiempos 
haya introducido cambios profundos en las ideas, para que se rom- 
pa la cadena de la tradición, y el orden judicial pierda su especial 
fisonomía. Por esto es necesario proceder con mas pulso en la re- 
forma á que se refiere esta base. 

No se conseguirá tener Jueces y Magistrados con las altas dotes 
que eiije su importante ministerio, si no se adopla toda clase de 
precauciones para evitar que la importunidad, la sorpresa ó el ne- 
potismo invadan los puestos que la sociedad tiene interés en que se 
confien á los mas dignos, al mismo tiempo que lo reclama la justi* 
eia. Que ios candidatos á cargos judiciales sepan que no es en las 
antesalas ministeriales, ni en las relaciones con las personas influ- 
yentes, ni en los servicios que en el orden político presten á de- 
terminadas parcialidades, donde han de obtener las plazas que de- 
sean: que tengan la seguridad de que solo el talento, el estudio, la 
ciencia y las prendas morales son las que han de llevarlos desde 
los primeros puestos de la Judicatura hasta las Magistraturas supre- 
mas; así se abrirá un gran campo de nobles aspiraciones, y las me- 
dianías, respetando el mérito verdadero, no se atreverán á disputar 
lo que debe estar reservado á los mas dignos. 

Los grados académicos no pueden, por lo tanto, ser un título 
bastante para entrar en la Magistratura ni en la Judicatura , como 
tampoco el ejercicio de la profesión de Abogado, sin ciertas con- 
diciones. La íáeultad que tiene el cliente de elegir á su patrono, la 
confianza especial que deposita en su probidad , en su talento y ^ 
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SUS conocimientos, pueden suplir con ventaja en la noble profesión 
de la abogacía, todas las condiciones que sobre su aptitud general 
pueden apetecerse. Pero los Jueces no son de elección de los liti- 
gantes, ni de los acusados: no están unidos k ellos con vínculos de 
ningún género: son personas constituidas en autoridad pública por 
la ley, y elegidos por el Gobierno, y es necesario para que esta 
elección inspire completa confianza, que aparezca rodeada de toda 
clase de precauciones que aseguren el acierto. 

No sostiene, por lo tanto, la Comisión el actual orden de cosas. 
Entre lodos los sistemas de elección para la entrada en la Judicatura, 
este es el menos aceptable. Aun suponiendo que los Ministros pu- 
dieran sobreponerse siempre á las mdchas exigencias de todas 
clases que los abruman, cuando es absolutamente libre la elección, 
y aun suponiendo igualmente que tuvieran gran conocimíenlo de 
las personas, seria imposible que, á pesar de toda su diligencia, hi- 
cieran buenos nombramientos, y todavía mas imposible aun , que 
la elección recayera en los mejores. No suelen ser los que mas 
valen los que procuran hacerse conocer en las regiones oflciales en 
que se reparten los deslinos: la ignorancia y la presunción pene- 
tran en ellas con mas frecuencia que el mérito modesto. El Minis- 
tro, por otra parte, tiene que valerse de informes do personas que» 
obteniendo su confianza, no participan de su responsabilidad, y bajo 
este supuesto, ¿cómo ha de dar con acierto ingreso en la carrera 
judicial á los mas dignos? No son necesarias mas observaciones, 
porque este sistema de la plena y absoluta libertad del Ministro en 
la elección, está tan poco acreditado, que la Comisión cree. que no 
tendrá un solo partidario. 

Menos desfavorable acogida encontraría en la opinión el que un 
cuerpo compuesto de personas autorizadas hiciera la propuesta de 
los que entraran en la carrera judicial. De esto hay precedentes 
entre nosotros: en los tiempos de la Monarquía pura, lo hacia la 
Cámara de Castilla respecto de los Jueces y Magistrados: en el se- 
gundo periodo conslilucíonai, el Consejo de Estado presentaba las 
lernas. La Comisión, sin embargo, no adopta este método: lo acep- 
taría con preferencia al primero, si no encontrara otro mejor, y 
siempre sin desconocer los inconvenientes de confiar á una corpo- 
ración la iniciativa: lo que sucedía en la Cámara de Castilla , no 
es el mejor augurío de lo que podría ocurrir ^n lo sucesivo. 
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E& ía epo»cion es do&de la Comisioá espera obteaer los mejo- 
res resallados, oposieion pública, solemne, anle ud Tribimal per- 
maneóte, compuesto de personas que, por su alta posición, por su 
saber, por su integridad iuspíren respeto y confianza. A este pa- 
lenque concurrirá una brillante juventud, que en buena lid y á la 
luz del dia, ponga en evidencia su capacidad y sus talentos. La 
carrera de la Judicatura será una de las roas apreciadas cuando 
solo so entre en ella por la puerta del merecimiento, cuando estén 
bien combinados los ascensos y atendidos el mérito y los servicios 
de los que á ella pertenezcan, cuando la inamovilidad asegure á 
los Jueces que su suerte y su porvenir no estarán á merced de un li- 
tigante poderoso, ó de una intriga miserable, cuando tenga una do- 
tación, aunque modesta , bastante para sostenerse sin ostentación, 
pero con decoro. 

De este modo se enaltecerá el orden judicial, crecerá en consi- 
deración y respeto, y todo hace esperar que tendremos Jueces y 
Magistrados dignos de su elevado ministerio, y que en nada des- 
merezcan al lado de los de aquellos paises, en que las instituciones 
judiciales son un justo titulo de orgullo nacional. 

también será política esta medida: los juristas, al concluir su 
carrera literaria, tienen que pasar un rudo noviciado en los pri- 
meros afios en que ejercen la abogacía. No les basta el mérito; 
pasa á veces mucho tiempo antes de darse á conocer , de poder 
conquistar la reputación que merecen y de adquirir con desahogo 
lo necesario para su subsistencia. Muchos jóvenes hay, tal vez de 
los mas aptos para el desempefio de las funciones judiciales , que 
no pueden luchar por tanto tiempo con las dificultades que se les 
oponen, y abandonando la profesión á que hablan consagrado los 
mejores días de su vida, y en que hablan siempre sobresalido, 
buscan otras ocupaciones en que de seguro no han de prestar 
tab buenos servicios al Estado. Las oposiciones sacarán á estos de 
la oscuridad á que mil circunstancias combinadas los condenan 
ahora. 

Tal vez crea alguno que el ejercicio de la abogacía, por deter- 
minado tiempo deberla ser titulo suficiente para aspirar á los Juz- 
gados. La Comisión da á esta profesión noble toda la ímporlancia 
que tiene; así es que la admite para entrar directamente en la Ma- 
gistratura » sin necesidad de haber ejercido antes, funciones judíela- 
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adquirir tma jesta nofóbradia en el foro ; |»ro el que ha Hej^a á 
esta altura no pretende ni se contenta con ser Juez de parüdo. La 
Comisión está persuadida de que, si el ejercicio de la abogacia ha* 
bililara pora obtener los Juzgados, los pretenderian , no los Abo- 
gados dktingttidos , sino los que menos fortuna hubieran tenido en 
el foro. Los Abogados medianos pasan sos afios en los Tribimaks 
del mismo modo que los mas capaces , y es lo común qne la poca 
aptitud se aumenta en la misma proporción que avanza la edad. 

Los que en virtud de la oposición sean elegidos para entrar ei 
la carrera judicial , formarán un cuerpo de aspirantes, y esteráa i 
las órdenes de ios Presidáites de las Audiendi» pam auxiliar la 
administración de justicia. Asi tendrán una escuela práctica , en la 
cual acabarán de prepararse para el mejor desempato de los fun- 
ciones que han de ejercer : la ley sefialará con estremada diligen- 
cia los cargos que puedan confiárseles . en lo que ganará sin duda 
mucho el servicio publico. 

El námero de aspirantes ha de ser limitado , cmio se coasigaa 
en las bases, y guardar proporción con el de vacantes que se catea- 
len, de modo que no pase de tres afios el tiempo que permanezcan 
sin entrar en plazas efectivas. De otro modo, se abstendrán muchos 
de pretender el ingreso en un Cuerpo que tan remota esperanza les 
ofreeeria de entrar en servicio activo y permanente. 

De este Cuerpo, sofó y esclusivamente deberán salir los Jueces 
de partido para los Juzgados do entrada , en la proporción que la 
ley establezca , tomando, por regla general, como base la antigüe- 
dad, y combinándola con el mérito en algunas provisiones. 

BASE DECIMAOCVAVA. 

(80.* EN EL PROYECTO ACTUAL.) 

Según la primera parte de esta base los Jueces y Magistrados 
seguirán gradualmente sus carreras, ascendiendo siempre do cada 
ciase á la inmediatamente superior , y esto con sujeción á las re- 
glas que se adopten para que la antigüedad y el mérito sean aten- 
didos en todas las provisícmes. 

Compílese la Comisión en creer que esla base merecerá el 
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jystifioicion : para tenerla es menester que recaban en personas 
de una inteligencia superior y privilegiada, á que lodos rindan ho- 
menaje , y por desgracia » la naturaleza es muy parca en produ- 
cir estas grandes capacidades. Guando la ley es un poco laxa , y 
con frises mas ó menos restrictivas abre la mano á la provisión 
arbitraria de ios empleos á favor de personas de alta capacidad ó 
notables servicios , y dominada de esta idea rebaja las reglas del 
ascenso sucesivo, y establece que saltuariamente se pueda llegar al 
término de las carreras , casi nunca consigue su objeto , y con fre- 
cuencia sucede que los favorecidos en concepto de hombres emi- 
nentes, son medianías que se maravillarían sin duda de la califica- 
ción que se les daba , si el amor propio y el incienso de la Usonja 
no les ofuscaran la razón y los sentidos. 

De esie mal uso de la libertad en los nombramientos , que se 
hace en algunas carreras , y que da por resultado que sean eleva^ 
das á altos puestos personas sin merecimientos ni capacidad para 
ocaparlos, dimana el empofio constante que tienen alguiM)s cuerpos 
foeoltativos , de rechazar toda combinación para los ascensos y de 
qaerer que la antigüedad sea la que señale el orden de obtenerlos. 
T ne son, por cierto, en estos cuerpos, las personas de menos con- 
cepto las que sostienen el principio de la anligdedad ; son todos 
sin escepcion, y las mas distinguidas suelen ser las que claman por 
la conservación de lo existente, siempre que se promueven cuestio- 
nes que pueden dar por resultado modificarlo. En estos cuerpos 
mas que en ningunos otros, reina el espirita de fraternidad, y hay 
pocas rivalidades perturbadoras; contentos con una regla que na- 
die puede violar, prefieren los mas capaces no ser ascendidos por 
so mérito, á que en nombre del méríto sea antepuesto á ellos el 
que no lo tenga. 

No es, sin embargo, la antigüedad la única regla que la Comi- 
sión propone, si bien puede considerarse como base de su sistema 
de ascensos: la combina en moderada proporción con la facultad 
que deja al Gobierno para premiar servicios, pero sin destruir el 
orden gradual de los ascensos. Esplicará esto para que V. E. co- 
nozca todo su sistema. Gree que la mayor parte de los ascensos, 
por ejemplo dos de tres: deben darse por antigüedad rigurosa , y 
conferii*$e el otro al que el Gobierno considere mas acreedor entre 
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los de la dase inferior inmediata; pero debiendo recaer necesaria- 
mente la elección en algunos de los que se hallen en la tercera 
parte superior de la escala. De este modo se premia la constancia, 
el celo, la aptitud y la ciencia^ dándose facilidad á los que sobre- 
salgan para que lleguen en edad mas temprana á los puestos so- 
periores de la Magistratura. Asi se estimulará el mérito, pero sin 
desatender á la anligfledad, y puede vaticinarse que serán poco 
frecuentes los abusos, y estos de escasa importancia. 

El Estado ganará, sobre todo, en esta reforma, porque además 
de tener Jueces y Magistrados dignísimos, cortará el vuelo á am- 
biciones injustiflcadas, consiguiendo que la presunción desatentada 
de alguno no se sobreponga al saber y á los servicies de todos, y 
formará de esta manera esas modestas aspiraciones que tan bien 
cuadran con la índole de las funciones de los Jueces y Magistrados. 

Este sistema está ya acreditado en otra combinación análoga 
para una gran parle del profesorado público, y ba contribuido cfl- 
cazmente á que se regularice ramo tan importante de la Adminis- 
tración. Que se pregunte á todos los profesores á quienes alcanza, 
si quieren que á él se sustituya otro , y es seguro que una voz 
unánime se levantará respondiendo negativamente , porque recor- 
darán la arbitrariedad de tiempos pasados , y la regularidad , la 
equidad y la prudencia con que se procede en los presentes. 

No necesitarla establecerse otra regla , si sola y esclusivamente 
los que entraran en la carrera por la oposición saliendo de la clase 
de aspirantes á la de Jueces de partido pudieran optar á la Ma- 
gistratura cuando estuvieran en el caso de la Ley. Pero la Comi- 
sión no lo ha creido así, según deja indicado al hablar de la base 
referente al ingreso en la carrera judicial. Servicios importantes se 
prestan en la profesión de la abogacía ; alias muestras de capaci- 
dad pueden darse en ella, y seria un daño grave para la adminis- 
tración de justicia no dar entrada en la Magistratura á los que 
hubieran sobresalido en el foro por su saber, adquirido en él un rico 
tesoro de esperiencia y grangeádose una reputación envidiable. Por 
esto combinando las reglas generales para los ascensos de modo que 
una considerable mayoría de los Magistrados proceda de los Jueces 
de término , la Comisión da cabida en la Magistratura superior y 
suprema á Letrados que reúnan ciertas condiciones , no abandona- 
das al libre arbitrio , sino demostradas de un modo que no quede 
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doda de su realidad , y confia en qae este nuevo elemento en la 
esfera de los elegibles será, por su espericncia y por sus liábilosde 
trabajo , un poderoso é ilustrado auxiliar para la resolución de los 
negocios. 

Lo que queda espueslo acerca de este punto no se limita á los 
Letrados que han ejercido la abogacía con grande crédito ; ningún 
motivo justo habria para no considerar en el mismo caso á los que, 
como Relatores , Secretarios de los Tribunales ó por haber desem- 
peñado otros cargos auxiliares de la administración de justicia, hu- 
bieran acreditado su capacidad, 7 hécbose dignos por sus servicios 
de ingresar en la Magistratura. Pero la Ley deberá ser muy cir- 
cunspecta al fijar las condiciones que habiliten al efecto , evitando 
escrupulosamente toda incorlidumbre , y dar margen por falta de 
espresion á que servicios imaginarios ocupen el lugar que solo de- 
be concederse al mérito verdadero. 

BASE DECIMAHOVENA. 

(21.* EN EL PBOTECTO ACTUAL.) 

La inamovilidad de los Jueces y Magistrados está fuera de toda 
discusión: un articulo de la Constitución la establece del modo mas 
terminante y absoluto. Según él, ningún Magistrado ni Juez podrá 
ser separado de su destino temporal ó perpetuo, sino por sentencia 
ejecutoriada. Guando se trata de formar la ley de organización ju- 
dicial , no puede presdndirse de hacer práctico este principio. Y 
es ya tiempo en verdad ; porque no se concibe cómo , después de 
cerca de treinta años de gobierno representativo, á despecho de to- 
das las Constituciones que han regido en la Monarquía , el precep- 
to constitucional que da verdadera independencia á los que admi- 
nistran la justicia, poniéndolos al abrigo del odio y de las persecu- 
ciones del poder, por cumplir en ocasiones dadas con los deberes que 
el carácter augusto de sus funciones les impone, sea una letra muer- 
la y que casi siempre hayan sido do hecho los Jueces y Magistra- 
dos tan amovibles como los agentes mas subalternos de la Adminis- 
tración. Esto es tanto mas singular, cuanto que , por una anomalía 
que no admite esplicacion alguna eran de hecho inamovibles los 
Jueces y Magistrados en la Monarquía absoluta, y eso que entonces 
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las (oopiopes judiciales y adminislralivas ; y ahora que la GoosUtu^ 
eÍQO del Estado los declara ipamovibliss de derecfio , su amovilidad 
ba sido coDlioua y ha pasado <;omo alribucioD ordinaria deiGobi^r** 
po separarlos de sus deslióos por motivos agepos de lodo pup|o al 
desempefio de sus cargos. No debe volverse la vista airas sino pa- 
ra aprovecharse de las lecciones de la esperiepcia y adoptar eo laa 
leyes que se bagan, las procauciones necesarias, á fip de que no 
pueda repetirse lo pasado , y se rinda á uno de los mas importan- 
tes articolos de la Ley fundamental el respeto que se le debe. 

A este propósito, la Comisión , en una de las bases cuyos mo- 
tivos quedan espueslos , los ha alejado del campo de la política ac- 
tiva« qpe tanto puede haber contribuido al estado de cosas actual, 
al mismo tiempo que lleva la incompatibilidad de las funciones 
judiciales y administrativas hasla el último grado de la jurisdicpion. 
Asi no podrá hacerse en ningún caso el argumento de que , por 
reunirse en ciertos cargo§ atribuciones de ambas clases , y ser los 
que les desempeñen en un concepto inamovibles y amovibles en 
otro, no puede establecerse la inamovilídad, y que debe ser discre- 
cional en el Gobierno hacer prevalecer uno ú olro carácter, según 
lo aeoBsej^p |as circunstancias de cada caso y la conveniencia pú- 
blica. Sin separarse , pues, de nuestro derecho público , no podía 
la Comisión privar de la garantía de la inamoviUdad ni aun á los 
Jueces de paz ; su cargo es judicial , y á él es aplicable también 
lo que dice la Constitución de \oi deslinos temporales de los Jueces 
y Magistrados. 

Para no errar en la elección del remedio de este mal, ha 
creído la Comisión conveniente e^^aqiinar las causas á que se ha 
solido atribuir la necesidad que se supone tener el Gobierno , para 
que sea bien administrada la justicia , de separar á los Jueces y 
Magistrados , y á coya sombra se han hecho destituciones de mu- 
chos, dignos de vestir la toga, encanecidos en el servicio público, 
llenos de ciencia, y modelos de probidad , para reemplazarlos con 
personas» que tal vez, no reunian lan ventajosas circunstancia. 

Se ba dicho para justifícar la necesidad y conveniencia de las 
separaciones , y se repite todos los dias , que no hay leyes d^ re»- 
pon^bilidad, pi manera de hacerla efectiva. Esta aserción es com- 
plotap^ente ipexacla. {la, Ini^nra á» puestra patria debamos rocha- 
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lárili. Nanea hin dejado los Jaeces de ser reiponsáblM critniíiftl y 
civiteenle por 1o$ delilOd, y hasta por lad imprudencias que en su 
carácter público cometen. El rigor de nuestras leyes se ha lleyado 
hasta el estremo de sujetarlos á pesquisas generales » á residencias 
y á capitulaciones. El Código penal castiga ejemplar y sereramdü- 
te todos los delitos que pueden cometer , caliRcándolos como la 
ciencia aconseja , y no siendo inferior á ninguna otra legislación 
en la dureza de las penas con que los castiga. Hasta ahora no s& 
ha levantado una sola voz que haya censurado de débil ni de poco 
eficaz ninguna de las disposiciones que contieno respecto de la ma- 
teria : ¿con qué rozón , pues , podrá decirse que faltan leyes para 
el castigo de los Jueces y Magistrados que delinquen en el ejerci- 
cio de sus funciones? En lugar de vagas aserciones señálese el 
vacío, y si existiese en realidad, lo que la Comisión no croe, fácil 
será llenarlo, y perfeccionar asi en esta parte nuestro derecho. 

Tampoco podrá suponerse que falta ley de enjuiciamiento pa-* 
ra la formación de las causas. Ningún Tribunal ha vacilando acerca 
de la manera de seguir los procedimientos contra los Jueces y Ma- 
gistrados, cuando son acusados como reos de delitos cometidos en 
el desempeflo de sus cargos. Ni había motivo ()ara dudar : los me- 
dios de investigar y de esclarecer los hechos , no pueden meftois 
de ser los que se emplean en la pesquisa de todos los delitos : na- 
da hay que aconseje alterar en estos procesos ni las dllígeocias del 
f^umario, ni la forma de la prueba, ni las fórmulas del juicio, ni- 
los términos , ni la acusación , ni la defensa, ni otra alguna de las 
disposiciones que comprenden las leyes de enjuiciamiento crimi- 
nal. Aon puede decirse que su condición es mas desfavorable que 
la de los demás funcionarios» porque , para someterlos á una cansa 
criminal, no se requiere un juicio preliminar , en que se esclarez- 
ca si procede ó no su procesamiento; carecen de esta garantía, que 
tienen los empleados de la Administración , los cuales no pueden 
ser encausados por delitos relativos al ejercicio de sus funciones, 
sin autorización de sos s'jperíores gerárquicos. A esto so agrega que 
se priva f^ieropre á los Jueces y Magistrados de la tercera instan- 
cia, que frecuentemente pueden utilizar los demás acusados, cuando 
han sido sentenciados en las anteriores, y que no puede objetarse con 
fandamento que fallen leyes, que señalen para juzgarlos un Tríba- 
nal superior en jurisdicción á la qoe ellos ejercen , porque esto se 
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ba beebo siempre entre nosotros , se baila hoy en práctica , y la 
Cornisón, al repetirlo, solo propone una nueva sanción para lo que 
existe. 

Han creido algunos que la facultad de remover á los Jueces y 
Magistrados residía de derecho en el Gobierno , por falta de ley 
que fije las condiciones ineludibles á que deba estar sujeto su nom- 
bramiento. Después de tantos años , tiempo sobrado ha habido pa- 
ra que estas leyes estuvieran ya formadas. Pero el Gobierno se ba 
encargado do suplir el silencio de la ley , y con prolija diligencia, 
ha señalado las circunstancias que deben concurrir en los que han 
de desempeñar cargos judiciales en los distintos grados de jurisdic- 
ción. Y los que han establecido estas reglas y los que les han su- 
cedido , las han tenido por buenas y bastantes en el hecho de no 
haberlas alterado ni adicionado, ká opina la Comisión , por mas 
que no considere aceptable lo que en otros dias con buen celo se 
ordenara. 

La principal causa , la única tal vez que pueda encontrarse 
para esplicar la continua amovilidad de los Jueces y Magistrados 
es , la de no haberse completado el articulo constitucional que es- 
tablece la inamovilidad con las disposiciones complementarias que 
exige. 

Al señalar como sola causa de separación la sentencia ejecuto- 
riada , deja á otras leyes el desenvolvimiento del principio. No pe- 
dia ocultarse á los varones eminentes que han formado todas.nues- 
tras Constituciones , que hay actos en la vida de los Jueces y Ma- 
gistrados que , aunque dignos de execración , y calificados por las 
leyes de delitos , no pueden ser perseguidos de.oficio, porque, por 
escandalosos que sean, á pesar de la grande alarma que introducen 
en la sociedad y del mal ejemplo que causan en el orden moral, 
por altas consideraciones, á que ninguna legislación se sobrepone, 
solo pueden ser perseguidos y castigados á instancia del que su- 
frió el agravio. No podian desconocer tampoco que hay faltas tan 
graves en el orden moral, que aquel que las comete, no puede sin 
desdoro continuar desempeñando las funciones judiciales , por mas 
que no caigan bajo las prescripciones de la ley penal. El prestigio 
de la Magistratura se mancilla con mas facilidad que el de la mayor 
parte de las profesiones civiles. Basta que un Juez tenga algún vi- 
cio de los que degradan al hombre ó rebajan al menos su dignidad. 
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para que no conlínúe desempeñando su cargo , aunque de derecho 
no sea delincuente. Que estas deben ser causas de destitución no 
es dudoso , y por lo tanto , es menester poner en armonía con las 
palabras de la Ley fundamental el medio de que las separaciones 
en estos casos se hagan por ejecutoria. 

E^to es lo que la Comisión quiero : hacer al orden judicial ab- 
solutamente independiente de la Administración : que los que juz- 
gan, sepan que, mientras no falten á lo que se deben á si mismos, 
á lo que deben h la sociedad y á las altas funciones de que se ha- 
llan investidos , no serán depuestos , y que , en lodo caso , la des- 
titución no será decretada arbilrarariamente por el Gobierno , sino 
por la Magistratura misma , teniendo asi la mejor garantía de la 
jnamovilidad. Y esto no en el secreto, no sin formas judiciales, sino 
después de oir al Ministerio público en representación de los intere- 
ses sociales y la defensa del interesado. 

Guando en una sentencia ejecutoriada por delito que haya co- 
metido un Juez ó Magistrado se le impone la pena de inhabilita- 
ción para cargo público temporal ó perpetuo , 6 suspensión de la 
misma clase , esta pena impide al condenado continuar desempe- 
ñando sus funciones ; de hecho , por lo tanto , está destituido. El 
que no puede ser Juez , no puede quejarse que se declare va- 
cante el empleo que obtenía y para el cual ha dejado de tener 
aptitud. 

Pero sin imponerse estas penas de inhabilitación ó suspensión, 
puede condenarse por ejecutoria & algún Juez ó Magistrado á otras 
aflictivas ó correccionales. Las funciones judiciales son tan delica- 
das, que no pueden desempeñarse con prestigio por quien se halla 
sentenciado á sufrir penas, que siempre rebajan el concepto públi- 
co de aquel á quien se imponen. Asi , no debe continuar pertene- 
ciendo al orden judicial, quien no puede levantar erguida la cabe- 
za y presentarse con dignidad á alternar con sus iguales. 

De la misma índole soq las otras dos causas que pueden dar 
lugar á la destitución. Hay faltas corregibles solo disciplinariamen- 
te , que en un particular ó en un empleado de la Administración 
son tal vez de escasa importancia, pero que, á pesar de no consti- 
tuir delito, comprometen la dignidad del Ministerio judicial, ó ha- 
cen desmerecer en el concepto público á los que han incurrido en 
ellas, hasta tal punto que, sin mengua del buen nombre de la ins- 
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lilucion, w pueden continuar en su puesto. En un caso análogo se 
halla también el que, por ignorancia indisculpable , por negUgeu* 
cía que no admita osplicacion satisfactoria ó por otras causas » ha* 
ya sido declarado responsable civilmente do sus providencias, «na 
ó mas veces. 

En la imposibilidad .de fijar reglas precisas en esta materia, ha 
creido la Comisión que dcbia dejar á la prudencia del Tribunal 
Supremo, que reúne tantas garantías de imparcialidad y de acierto, 
la apreciación de si son ó no suficientes tales declaraciones de resr 
ponsabilidad para la destitución de los que en ella hayan incurrido. 
Sin temor de dar lugar á graves injusticias no podria la Comimo 
buscar otro criterio mas autorizado. 

Para que los Jueces y Magistrados tengan la seguridad de que 
BO serán atropellados poi* ios enemigos que puede proporciooartes 
el desempefio de sus cargos ó por otros motivos de índole diferen- 
te, se propone que sean oidos, del mismo modo que debe serlo an* 
tes el Ministerio fiscal , representante en este caso de los intereses 
sociales. 

Las gai^antias ofrecidas á los Jueces en generaK $e estienden á 
los de paz, con la sola difei^encia de darse á los Tribunales supe- 
riores la competencia que , respecto á los demás Jueces y Magisr 
trados so atribuye al Supremo. No necesilA la Gomisioft demostrar 
los motivos que tiene para establecer esta diferencia: todos los (^ 

BOQe«. 

BASE TIGESUCA. 

(22.* EN EL PROYECTO DEL 4K>B1ERN0.) 

En todos tiempos han sido jubilados los que, después de una 
larga carrers^ iudícial se ban imposU)Hitado, ó por la edad, ó por 
dolencias, ¿ por el dacaimiento de sus facuUade» intelectuales para 
continuar desempeñando con acierto sus funciones. Este es un de* 
recho (|ue por igual deben tener los interesados y el Gobierno: 
los primeros, como un premio que les está reservado en recompen- 
sa de una vida modesla y laboriosa: el Gobierno, porque en su de- 
ber de cuidar que la justicia sea bien y cumplidamente administra- 
da, no puede tener en los Tribupales á Jaeces y Magistrados qi«8 
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cdre2can ya de la idoneidad que se requiere para juzgar , pút mal 
que antes hayan llenado salisfactoriamente sus deberes. 

Hasta aquí nada hay de nuevo; lo que se propone, es sola Id 
sanción de lo antiguo. No sucede lo mismo con otra disposíciod 
qae comprende la base: la facultad de jubilar aun contra su vo* 
luntad á los que lleguen á la edad de sesenta y cinco años. Pocaá 
palabras bastarán para la justificación de esta medida. 

Mas difícil es, sin duda, hoy que en tiempos anteriores, eF 
desempeflo de los óargos judiciales, y lo será aun mas desde que 
empiecen á regir las nuevas leyes qué se formen por consecueíiclü 
do estas bases. La necesidad de fundar las sentencias , que es (a) 
vez la principal reforma de nuestro derecho moderno, ha aumenta-* 
do considerablemente e! trabajo de los Jueces y Magistrados, espe^ 
cialmenfe en los Juzgados y Tribunales en que ed crecido él náme-^ 
ro de los negocios. El procedimiento oral en las causas criminales 
ha de multiplicar sus tareas, y estas necesitan una actividad qae 
nd siempre se tiene al llegar á una edad avanzada. Posible es qué 
ntxa persona na esté del todo imposibilitada para el servicio; pero 
ó la torpeza del oido, ó la debilidad de su cabcá, ó la declrnacion 
de iú inteligencia 6 otras cacísas semejantes pueden dafr lagar á 
que no tenga toda la energía, toda la entereza , todo el lleno de 
cMes que se recfuieren para desempeñar un cargo grave que le 
esté confiado, con provecho público; entonces, si so baila en mi 
edad en que la mayor parte de los hombres suele inhabilitarse/ 
esto dthe bastar para que sea jubilado. La ley introduce aquí la 
presunción dé qúíe la edad dé seseirta y cinco años, unida á la 
apreciación del Gobierno, es prueba de que el Juez ó Magistrado 
00 puede continuar eñ et servicio, sin que la iidministracion de 
justicia se reinenta. 

BASE VIGÉSIMA PBIMÉBA. 

( 23^.* EN SL PROYECTO ACTUAL. ) 

No seria completa la inamovilidad judicial si pudiera el Gobier- 
opo trasladar caprichosamente á los Jueces de unos á otros partidos 
eonira su volunüHl. Frecacnte ha sido proceder en esto con tanta 
ligereza, que algunos Jueces baii< sido trasladados mas de úiñi ve^cn 
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un mismo afio á los Juzgados entre si mas dislanles. Eslo puede ser 
un medio indirecto de obligarlos á abandonar una carrera que no 
les da ni lo necesario para hacer viajes y establecerse en Un di- 
versos pueblos con sus familias. 

La mayor parle de los Jueces y Magistrados son padres de fa- 
milia, y esto suele hacer mas angustiosa su situación cuando se les 
compromete á gastos que difícilmente pueden sobrellevar con las 
modestas dotaciones que disfrutan. 

La medida que la Comisión propone es un complemento de la 
independencia judicial. No tendrá ya en adelante que temer el Juez 
que, personas poderosas ó de influencia local, resentidas por el 
fallo justo que pronunció, ó temiendo su inlcgridad en un pleito 
inicuo que hayan promovido , apelen á medios reprobados para 
reemplazarlo con otro. Y si bien no es de creer que haya un Mi- 
nistro de la Corona que á sabiendas se preste á tales exigencias, 
conocidos son los medios ingeniosos de que se valen los interesados 
para conseguir sus proyectos, haciendo aparecer que no son pasio- 
nes miserables y egoístas, sino motivos de conveniencia pública los 
que exigen la traslación. 

De esta regla no pueden menos de hacerse algunas escep- 
ciones. 

Desde luego, todos aquellos Jueces que por su voluntad se co- 
locan en una situación que es incompatible con el ejercicio de las 
funciones judiciales^ en determinado territorio , implicitamcnte con- 
vienen en su traslación, que será obra suya y no la del Gobierno, 
el cual se limitará á sefialar el punto á que han de pasar, por ha- 
ber hecho imposible su continuación en el Juzgado en que se ha- 
llaban. En este caso se encuentran los que siendo Jueces ó Magis- 
trados se casan con mujeres naturales de pueblos, ó del territorio en 
que ejercen jurisdicción, ó que tienen en ellos establecidas sus fa- 
milias, y los que también allí se dedican á cualquier comercio, 
industria, cultivo ó granjeria. Ligada se halla esta prescripción con 
otras en que se establecerán las causas de incapacidad para ser 
Juez de determinados territorios. Las razones que lo recomiendan 
son claras, y no faltan precedentes entre nosotros de haberse asi 
eslablecido. Los Reyes Católicos en el primer afio del siglo XVI or- 
denaron que el Asistente , Gobernador ó Corregidor uo tuvieran 
Alcaldes ó Teniente^, vecinos ó naturales de la tierra que llevaran 



Digitized by 



Google 



-57- 
eo cargo, probibicion que faé reproducida después por D. Feli- 
pe II: el Código de Comercio prohibo el ejercicio de la profesión 
mercantil por incompaliblilidad de estado, á los Magistrados civiles 
y Jueces en el territorio en que ejercen su autoridad ó juris- 
dicción: otras disposiciones que no han sido derogadas, prescriben 
que no sean propuestos para las plazas de magistratura fuera de la 
Corte, ni para los Juzgados de primera instancia, los naturales del 
respectivo territorio, á no haber nacido en él accidentalmente, ni 
los casados con mujeres naturales del propio pais que correspondan 
á familias poderosas del mismo. La Comisión que no esliendo 
tanto las prohibiciones como la legislación vigente, ha creido que, 
en las que establece, no debe quedar abierta la puerta á interpre- 
laciones que en casos particulares, podrían ser viólenlas. Por esto 
ni ha esceptuado el nacimiento accidental , ni el matrimonio con 
mujer que no pertenezca á familia poderosa: estas calificaciones se 
prestan á cierta laxitud que podría muy bien adulterar el espíritu 
de la ley. Tambieu previenen las disposiciones vigentes que las cir- 
cunstancias que inhabilitan á alguno para ser Juez de un partido, 
son causas para que aquel en quien concurran sea trasladado á par- 
tido diferente. 

Mas aunque no hubiera estos respetables precedentes, la Comi- 
sión propondría la medida; asi lo exigen la confianza que conviene 
inspirar á todos de que la justicia se administra bien, á lo cual ha 
de contribuir poderosamente la seguridad que tengan de que ni 
los lazos de familia harán parciales á los Jueces, ni tendrán interés 
en que se perpetúen abusos dignos de reforma , ni el cuidado de 
otros negocios que no se avengan bien con el ejercicio do las fun- 
ciones judiciales los distraerá del objeto á que deben destinar toda 
su atención, lodo su estudio, todos sus esfuerzos. 

A los motivos de traslación que quedan espuestos se ha añadido 
el de disidencias entre dos individuos de un mismo Tribunal. Siem- 
pre se ha adoptado el medio de la traslación, cuando por la incom- 
patibilidad de caracteres, ó por la repetición de discordias, ó por 
cualesquiera otras causas, se ha creído que las disidencias pudie- 
ran tener tal gravedad que se hiciesen sentir en los negocios, ó lle- 
garan á producir escándalos lamentables. Aun en estos casos, pro- 
cora la Comisión hacer menos gravosas las traslaciones en las Au- 
diencias, llevando de una Sala á otra , según la conveniencia del 
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servicio lo acooseje , dejosdd el eambio de Tribunal parar cuando 
ni aun asi haya podido coDscgnirae que cesen las disidencias, y e»- 
to dipnea do oír al Tribunal Supremo, qoe de seguro no mirará 
con ligereza ests negocio. 

BASE VIGÉSIMA SEGUNDA. 

(ik^ IN IL PROtEGTd MZ. «OBIBBIIO^) 

Nada dice esta base que no se halle hoy establecido ; solo |iro* 
pone que acerca de la responsabilidad por delitos, se po>Bga en ar- 
moirfa la ley de organi^ackm, qm es donde debe coa^gnarsé el 
principio, con el Código jptüsA, el cual ^ dándolo por supuesto, se- 
tala cé <^tgo en que incurren los Jueces que deifiquen ea ei 
ejercicio de sus fmicioAes. 

BASE VIGÉSIMA VEBCESA.. 

( 2S/~ EN EL PIOTECTO ACTUAI*. ) 

No solo á Juez debe re^onder erímrfíalmente por los setos en 
que á sabiendar bíle á la justicia ; sin cooieter de^to puede taniK 
Úen causar con susí prof?ideDcias dictadas , ó por negiügeoeia , ó 
por ignorancia inescnsaiUe perjuicios á los que ante á> litiga», 
acusan é se defienden de imputaciones criosinales. 

Esta regla es de derecha universal ; ya lo establecieron tos ro^ 
mavDs, declarando que el luez hacia suyo ú pleHo , es decir , que 
tomal» sobre si lá raponsabilidad de lo foliado , y qm deMa in-» 
demnizar á los perjudicados , no solo coando por corrupeion , por 
amistad ó por édio pronunciaba un fallo injvsto , sino también 
cafando lo hacía por imprudenda ó por ignorancia. Esto mismo fué 
ordenaido por el legislador de las Farlidas , que estableciendo la 
diferencia entre el luez sujeto á la responsabilidad criminal y eívU, 
y el que solo lo está á esta última, dice: Mas si por avenara jud- 
ffosse íoríieeramenle por necedad á por m efilmder el dereehOs si el 
juyzio fuere dado en razón is los pleyhs que de smo dimmo9, non 
ha otra pena d non que deve peehar , é bien msta de ta^ Corte del 
Bmp é mfKetcmtrm quim diádjuy»Í9>s tüdo el daña á d mmm». 
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ko qmélwoo por razón áél. Este ed nuMlro d^edio secular ; no 
podría ser menos celoso naestr^ siglo en materia da respcmsabili* 
dad» qne lo fué el XIU , en medio de los espantosos desórdenes y 
trastornos de la época. 

Pero no debe llevarse esta responsabilidad mas allá de delermi* 
Mdos limites. No sería Justo cargar al Imt con sus cons^neocias 
por cualquier error que con mas ó menos razón se le atribuyera. 
Cuando la ley puede ser entendida de modos diferentes, cuando es 
oscura y el Juez so ve en la necesidad de aplicarla, cuando es de- 
(kiente y hay que suplir su silencio , ¿con qué derec^ podría ba* 
eerse cargo al Juez de no baber adoptado una opinión determina- 
da 7 Por esto la Comisión quiere que el error > que la ígnoraDeía 
sean inescusables , para dar logar á la responsabilidad civil. Gira 
regla, sobre ser opuesta a los principios generales del derecho^ re* 
traerla de las funciones judiciales á los cfno con mas prorecbo del 
pais podrían desempeftarlas. 

BASE VIGESIUA OUABTA. 

( 26.* KM EL mOTECTO ACTCia..) 

Solo se consignan en esta base regla» que se btlba ya estaUe- 
ciúem por nuestro derecho moderno y desenvueltas en la Ley de 
Enjuiciamiento cívH , diespue s de haber siJo examinadas , discuti- 
das y aprobadas por las Corte» y sancionaMlas por la Corona. Pero 
la Comisión no podit dejar de cMiprender el prineipit en la ley 
orgánica de Tríbunales , que es el lu{^ en que debe cMsignarae, 
dejando el modo de redudrlo á la práctica ái le que pireacribe la 
Ley de Eoíuiciamiento civil. 

BASB yiOESIMA ^WO^A. 

(27." EN EL PROYECTO ACTUAL.) 

De la mayor importancia &m las reglas que contiene est» base, 
pues unídias á la en que se oslablece el recurso de casación, 
producirán un cambio radical en nuestro antiguo proccdimienlo. 
Estas reglas están tan enlazadas entre ti que pueden eon^erarsQ 
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CoDTieoe ante lodo fijar bien el sentido qne en la base se da á 
la frase juicio público, porque si se atendiera á la significación que 
en otras leyes ha tenido , no daría una idea , ni aun aproximada- 
mente exacta de lo que la Cornisón pretende. En nuestro antiguo 
derecho también se decia que el plenario era público , á escepcion 
de lo que se refería á la práctica de las pruebas , las cuales se ha- 
cían en secreto y no llegaban á noticia de las partes hasta el dia 
de su unión á los autos ; público también se llamaba el juicio re- 
firiendo esta palabra al acto solemne de la vista que en los Tribu- 
nales Superiores siempre tenia lugar ; y debe recordarse que en- 
tonces la verdadera jurisdicción criminal estaba en las Salas de los 
Alcaldes de Casa y Corte y de los Alcaldes de las Chaocillerías y 
Audiencias, cuerpos judiciales que siempre veian las causas en 
público. 

No es esta la publicidad que la Comisión desea , como tampoco 
la que fue establecida por el Reglamento provisional para la admi- 
nistración de justicia. Notables fueron las disposiciones que en este 
Reglamento se consignaron y de gran trascendencia las mejoras 
que introdujo en la tramitación de las causas criminales ; entre 
ellas no fueron las menos importantes las que ordenaron que desde 
la confesión en adelante fuera público el proceso , dando nueva 
vida á una regla establecida ya en la Constitución de 1812, á sa- 
ber, que todos los actos del plenario se celebraran en audiencia 
pública, asistiendo, si querían, los interesados y sus defensores, con 
facultad de repreguntar á los testigos. 

Mas en la práctica no sucedió lo que esperaban ein duda los 
autores del Reglamento. La publicidad se ha llevado á efecto en 
lo que á los interesados se refiere ; pero puede asegurarse sin te- 
mor de errar, que de hecho, con raras escepciones, pocas perso- 
nas fuera de las interesadas presencian las pruebas, y así pasan 
ignoradas y hasta inadvertidas para el público, lo cual sucede aun 
en aquellas causas que por la gravedad de los crímenes acerca de 
que versan, infunden mayor alarma en la sociedad ^ ó que por sus 
circunstancias especiales escitan mas la curiosidad pública. 

La Comisión lamenta que á la sombra del Reglamento provisio- 
nal no se hubiera dado mayor amplitud al príncipiode publicidad, 
secundando el espirilu que lo domina, porque de este modo ten- 
dríamos ya hoy formados hábitos que serían un auxiliar poderoso 



Digitized by 



Google 



— 61 - 

para la fáeil ejecución d6 las reformas que se proye(*.lan. No debe 
descenderse aquí á esponcr los medios por que, secundando á la 
ley, podia haberse esto conseguido. 

La historia de lo pasado debe ser una lección provechosa para 
lo venidero. Ella nos ensefia que en vano el legislador adopta una 
reforma, si su espirilu no es secundado en la ejecución, tal vez por 
asliguos hábitos y prácticas difíciles de desarraigar cuando son tra- 
dicionales, tal vez, como en este caso puede haber sucedido, per 
ser incompleta la reforma. Y dice esto la Comisión , porque consi- 
dera como la principal causa de que la publicidad no fuera la que 
el Reglamento provisional indicaba, haber dejado subsistente el pro- 
cedimiento escrito en el plenario. y ser este el que sola y esciusi- 
vamenie sirve para formar el criterio de los Jueces , y aun mas, 
el de los Tribunales superiores, cuyas sentencias de vista y de re- 
vista, en su caso, causan ejecutoria. 

No es la publicidad del Reglamento provisional la que la Comi- 
sión desea, sino la publicidad solemne en que se abren las puertas 
del Tribunal, para que ante él y ante un público frecuentemente 
numeroso, y que nunca deja de serlo en las causas que llegan á 
adquirir una celebridad funesl^, comparezcan los acusados y sus 
defensores, el Ministerio fiscal, los acusadores privados y les testi- 
gos, y allí se oigan las declaraciones, se dirijan las preguntas, se 
diluciden los hechos, se apure por todos los medios posibles la cul- 
pabilidad ó la inocencia de los procesados, y sean, por último, es- 
cuchados los cargos y acusaciones, los descargos y defensas. 

Lo que debe, pues, aquí esponer la Comisión, son los mplivos 
que la han movido á sustituir al sistema actual de los procedi- 
mientos del plenario con su publicidad á medias y en forma escri- 
ta, el sistema completamente público y oral. 

Cuando ya están consignados en el sumario los hechos, tales 
como han podido justificarse en los primeros momentos de la per- 
petración de un delito, y se hallan evacuadas las diligencias con- 
ducentes á que consten en lo posible todas las circunstancias da al- 
guna importancia que sirvan para esclarecer los actos punibles y 
la criminalidad de los que han tenido en ellos participación, em- 
pieza el verdadero juicio: en él comparecen los acusadores y los 
acusador, se prueban los cargos y descargos, se practican las prue- 
bas que conducen ya á rectificar el resultado del sumario, ya á 
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corroborarlo» ya» por el contrario» á debiUlario » y quizá lüita 
á hacer desaparecer del todo sa imporlancia. Y para esto, zqvéeg 
mejor? ¿Que ios acusadores, reo^ y testigos comparezcan ante lodos 
los que han de juzgar las causas, y que en el acto, en un dia ge- 
neralmente, quede todo terminado, ó seguir el sistema actual, en 
que se pasa U causa por su orden al acusador privado, al Ministe- 
rio flscal y á cada uno de los acusados para que respectivamente 
acusen 6 se defiendan, propongan la justificación de los hechcs 
que interesan á sus diversas prelensionbs , en que se conceden tér- 
minos largos para la prueba, que pueden aun ser mayores coando 
se tachan testigos, en que se celebra también vista pública, en quo 
tiene el Juez la facultad de dilatar su sentencia por espacio de al- 
gunos días? 

Si se considerara la cuestión solo bajo el punto de vista de ce- 
leridad en las causas , no podria ni por un solo momento dudarse 
de que el sistema oral y público deberla ser prerorído al que está 
hoy en observancia. Pero la Comisión, que da al pronto de^acho 
de las causas toda la imporlancia que tiene por la mayor ejempla^ 
rídad qué resulla de la proximidad entre el dolilo y la peim , por 
interés de los mismos acusados, para tranquilizar la opinión que, en 
los crímenes que causan grande alarma, se impacienta cuando el 
castigo se dilata, y por beneficio de la buena administración de jus- 
ticia , que en las demoras pierde mucho , ya porque se borran e& 
parte los vestigios de los hechos, ya porque so da lugar á confabu- 
laciones y á pruebas testificales amafiadas, ya porque en los mismos 
testigos probos la compasión que inspira siempre el reo, las lágri- 
mas de su familia , la atíligua fecha del delito pueden influir para 
que debiliten y rebajen la fuerza de sus dichos con las palabras 
evasivas que empleen en las declaraciones, no adoptaría un sistema 
que debe hacer tan rápida la suslanciacion de las causas, si no es- 
tuviera convencida de que , lejos de disminuirse las garantías del 
juicio , las aumenta considerablemente , y de que se ha de gaom- 
mucho en la seguridad y justicia de los fallos. 

Para convencerse hiende las escelenctas de) procedin^iento oral 
sobre el escrito , conviene poner en parangón uno y otro msiema. 
Cuando el procedimi^ito es escrito , el Juez en los momentos so- 
lemnes del fallo solo tiene pre^ntei tas declaraciones de reos y 
testigos, redactada» con mas ó menos precisión , pero^ Mio^ de la 



Digitized by 



Google 



«MMcioa, dd colcmkJo , 4e m carácter dromálíeo que tanta iii^ 
Qumieia ejerce ea la ceQvieckm del Juez » y que lo hace ajdiviiiar 
lodo k) que callao y comprender los artificios qne emplean para 
descaminarlo, y cuál es la verdad que busca* 

Estas considerables ventajas que lleva el sistema oral sobre el 
escrito, adquieren mucha mayor importancia cuando se considera 
que no bay medio en este de evitar que por in<lolencia del Juez 
de instrucción, que deje á manos subalternas la práctica de las di- 
ligettcias de la causa, ó por malas artes de funcionarios de concien- 
cia pervertida se oculten, supongan ó disfracen los hechos. La pu* 
blicidad conipleta , el examen de los testigos á presencia de los 
Jlieces, de los acusadores, de los acusados y del páblico, es la 
verdadera, es la única garantía que tiene la acción de la justicia 
contra las tramas que se fragüen para que triunfe la impunidad, 
del mimo modo que contra los planes inicuos que puedan conce- 
bir loa malvados para hacer que parezca manchado como crimioal 
el inocente, lün estos debates á la luz del dia se rectificarán las 
opiniones erradas á que aun da lugar hoy el aparato del plenario, 
misterioso en parle, y el público tendrá ocasión de conoce la pru- 
dencia, el calo, la imparcialidad y la integridad conque Injusticia 
es administrada. 

No influirá esto menos en la moralidad de los testigos; aislados 
estos antes de su examen, sin saber el estado de los debates, lo 
que otros han dicho con relación á ellos, y lo que dirán los que 
no ban «do examinados, su interés está esdosivamenle en dedr la 
verdad para no verse comprometidos , y como el acto del juicio 
por regla general no se interrumpe, no bay tiempo para las intri- 
gas á que el sistema actual tanto se presta. 

ios Iwm á su vez obligados á actuar en público tienen un 
estbanlo continuo que les recuerda la severidad de sus funciones, 
qi^ les impide entrar en el camino de las arbitrariedades, que da 
fortaleza á su eapiritu en días críticos y en circunstancias difíciles, 
y que es un antemural contra los apasionados ataques que, cuando 
las actuaciones son menos públicas, pueden asestarse contra su 
reputación. 

No teme la Comisión que el sistema que propone deje de cor- 
responder en la práctica á lo que de él espera, por falta de cos- 
tumbres públicas y forenses. Reconoce de buen grado que el le- 
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gislador no alcanza con nn acto de sn autoridad soberana á refor- 
marlas, cuando lenta y sucesivamente no ha preparado el camino: 
no pretende por lo tanto que sea obra de un día lo que solo ha de 
ser producto del tiempo. Pero tiene la convicción firmísima de que 
la reforma está bien preparada: el ensayo, aunque imperreclo, que 
se viene haciendo del procedimiento público desde la promulga- 
ción del Reglamento provisional, y el buen resultado que ha pro- 
ducido el sistema del juicio público y oral en el Tribunal correc- 
cional de Madrid, convertido después en una Sala de la Audiencia, 
quitan todos los escrúpulos que podrían abrigarse acerca del éxito 
de la gran reforma que propone. 

La única instancia es consecuencia indeclinable del sistema 
eral , porque, á direrencia del que hoy se sigue , lo escrito es en 
él lo menos, y por ello no podrían los Tribunales de alzada formar 
una idea ni aun aproximada de qué es lo que habia aparecido en 
las pruebas practicadas ante el inferior , y por lo tanto tampoco 
de la justicia ó injusticia con que hubiera procedido. Ni seria por 
sible repetir el juicio con su interés primero , con sus interrogato- 
rios, con sus contrainterrogatorios, con sus debates , con sus répli- 
cas y con los multiplicados accidentes que llevan la convicción al 
ánimo del Juez , y que , si mil veces mas se celebrara , no volve- 
rían á reproducirse ni aun imperfectamente de una manera pa- 
recida.. 

Cada sistema tiene sus condiciones esenciales ; puede tratarse 
sin ioconveniente de su mérito relativo , pero cuando se elige uno, 
es menester no adulterario ni despojarío de sus ventajas mas co- 
nocidas. 

No es esto decir que no habrá recurso alguno contra las sen- 
tencias pronunciadas por los Tribunales ; lo habrá respecto de la 
aplicación del derecho , no de la prueba de los hechos. Mas de 
esta materia , ha dicho la comisión lo que estima necesario al es- 
poner los motivos que ha tenido para proponer la casación en las 
causas criminales. 
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BASE VIGÉSIMA SESTA. 

(88. Eü EL PfiOTECTO DEL GOBIERNO.) 

Faltaría la Comisión á lo que se debe á si misma, si pretendie- 
ra bascar razones jurídicas para apoyarlo que establece esta base. 
Cede solo á los sentimientos que la animan : ante la posibilidad 
de que por mala inteligencia de la ley se puede imponer y ejecu- 
tar la pena capital , la mas irreparable de todas , y ante el espec- 
táculo terrible de que un reo , por despecho , por horror á la 
vida, por frenesí tal vez , no quiera interponer el recurso de casa* 
cion , ó que por descuido culpable de los encargados de la defensa 
DO pueda utilizarlo , no ha vacilado en proponer que se entienda 
interpuesto de derecho contra las ejecutorias en que se haya con- 
denado á alguno á la pena de muerte. 

La Comisión introduce aquí solamente una ficción de dere- 
cho , en virtud de la cual se supone que ha entablado el recur- 
so de casación el que ha permanecido inactivo y resignado con la 
sentencia. 

La Comisión se complace en creer que los motivos humanita- 
rios que la guian encontrarán cabida en todos los corazones, y 
que V. E. y las Cortes en su dia, aceptando el pensamiento, ante- 
pondrán las consideraciones de piedad que pueden alguna vez evi- 
tar la imposición injusta de la pena de muerte, al frió rígorismo 
de un principio general altamente importante y necesario , según 
el que no deben promoverse de ofício los recursos á que el inte- 
resado renuncia implícitamente coa su silencio. 

BASE VIGÉSIMA SÉTIMA. 

(89.* EN EL PROYECTO ACTUAL.) 

Pocas veces prosperará el recurso de casación contra las sen- 
tencias en que se imponga la pena capital, porque no se prestan 
mucho á ser entendidos de modos diferentes los artículos en que 
se establece, y porque las Audiencias, en el caso en que se les ofrez- 
ca la menor duda, propenderán naturalmente á la imposición de 
otra pena menos rigurosa. Pero la casación solo tendrá lugar por 



Digitized by 



Google 



la inrraccton de las leyes en los casos espresos que se señalen , no 
por la mala apreciación de los hechos , ni tampoco por con^dera- 
clones especiales qué concurran en determinadas causas , y que no 
puedan tomar en cuenta los Tribunales sin convertirse en arbitros 
(le la justicia, en vez de ser meramente sus órganos. 

Nunca resplandece con mayor brillo la Real prerogativa del 
indulto, como cuando arranca del suplicio al infeliz sobre quien 
pesa una sentencia capital, y que está contando las escasas ho- 
ras de existencia que le quedan , porque circunstancias espe^ 
cíales dimanadas de la naturaleza de los hechos, ó del eseeú- 
YO rigor de la ley en su aplicación á un caso particular ó de 
motives de otra índole recomiendan que se le liberte del tran- 
ce fatal en que se halla. Establecida en estas causas la casación 
de derecho, nada mas natural ni mas conveniente para que el Go- 
bierno pueda aconsejar el uso de la Real gracia que la autorizada 
voz del Tribunal Supremo , tomando sobre si la iniciativa de pro- 
ponerla. Asi tendrá el Gobierno noticia exacta de las causas en que 
convenga aplicar el indulto á personas desvalidas que, aunque 
acreedoras á él, no tengan quien lo impetre: asi será mas igual 
la condición de todos los sentenciados , no sucediendo c(Nao ahora, 
que al paso que algunos no pueden impetrar desde la capilla la 
Real gracia, por estar lejos de la capital de la Monarquía y también 
de los ferro-carriles y líneas telegráficas, otros se aprovechan de 
este beneficio y de esta esperanza que hacen menos aciagas las úl- 
timas horas de su vida. Pero la prerc^ativa del «indulto debe ser 
ejercida , según dice la Constitución , con arreglo a las leyed. Es- 
tas pueden poner las limitaciones que se consideren conveniente^ 
para su buen ejercicio. Ló demás podría dar ocasión hasta á la im- 
punidad de los delitos , y justificaría las conlradicciones ardientes 
de que ha sido y es blanco esta importante atribución de^la Coro- 
na , á pesar de los muchos motivos que hay para sostenerla. 

Cuando se trata del indulto de la pena capital, no es mucho 
exigir que sea oído el Tribunal Supremo. No se establece esto como 
una restricción del indulto , sino como un preliminar indíspeasaUe 
para otorgarlo ; es cuestión de forma , que como todas las de esta 
clase , tiene por único objeto preparar una resolución prudente y 
acertada ; la facultad de negar ó conceder el indulto , queda del 
lodo libre á la clemencia y justicia del Rey y á la apreciador de 
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SOS Mi»i8Uroa responsables , sea coalqaiera la opinión del Tribunal: 
la necesidad de oirlo es solo una traba en el orden moral , no una 
verdadera limitación de la prerogaliva. Y á ningún otro Cuerpo 
puede oírse con mas probabilidad de acierto que á aquel, que exa- 
minó la causa para ver si el fallo del Tribunal que entendió en 
ella estaba ajustado á la ley, supuestos los hechos establecidos. En 
los motivos de la siguiente base espondrá la Comisión las razones 
que la han decidido para proponer que no sea el Consejo de Esta- 
do , sino el orden judicial , el que debe preparar la resolución de 
los indultos. 



BASB VIGÉSIMA OCTAVA. 

(30.* IR EL PROYECTO DEL COBIEBIIO.) 

Aplicable es en parte á los indultos de las penas inferiores á la 
dé muerte , lo que queda espuesto en la anterior base respecto á 
los de la pena capital. Ni unos ni otros pueden prodigarse sin re- 
lajar la disciplina social y sin alentar á los malvados en la carrera 
del crínH^n. Esta prerogativa debe usarse , como todas , con pru- 
dmte moderación; debe ser , como ya se ha indicado, un remedio 
que esté en manos de la Corona para templar en casos dados el es- 
cesivo rigor de las leyes ó la acción inexorable del orden judicial, 
y nunca una facultad de que se use á ciegas y sin que existan 
(susas especiales que recomienden su ejercicio. 

No seria fácil establecer reglas fijas é inviolables para la con* 
cestón de los indultos : cualquier ensayo en este sentido estaría su- 
jeto á inconvenientes : por mas casuística que fuera la • ley , sería 
desigual , porque no podría prever la multitud de combinaciones 
diferentes que pueden presentarse , y siempre correría el peligro ó 
de limitar con esceso la Real prerogativa , ó de no ser un coto á 
la arbitrariedad. En tal supuesto, solo queda el medio de procurar 
qoe el Gobierno esté bien informado de las razones que haya para 
concederlos ó negarios, libertarlo del fiesgo de la sorpresa, defen- 
derlo de la importunidad y de incómodas influencias , y darle for- 
taleza para que , á impulsos de una clemencia peligrosa, no olvide 
la causa de la sociedad. 
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Para condegoir este fin otta ley moderna , la de organización y 
atribuciones áá Consejo de Estado, impuso al Gobierno la necea- 
dad de oír á este alto Cuerpo antes de conceder indultos especia- 
les. Lo que entonces se ordenó no bastarla después de las refor- 
mas , que serán la necesaria consecuencia de estas bases si llegan 
á ser ley. El procedimiento escrito daba lugar á que la Sección de 
Gracia y Justicia pudiera enterarse de todos los pormenores de la 
causa , de la acusación y de la defensa. En el procedimiento oral 
no puede suceder lo mismo ; lo que aparezca en la causa no será 
ni aun reflejo pálido de lo que se haya probado ; solo el Tribunal 
sentenciador es el que con exacto y pleno conocimiento de los he- 
chos podrá ilustrar al Gobierno. Y si bien es cierto que el Tribu- 
nal Supremo » sin haber presenciado los debata del juicio oral, ha 
de informar sobre los indultos de los sentenciados á pena de muer- 
te , también lo es que en juicio solemne , público y contradictorio 
ha entendido en la procedencia ó improcedencia de la pena ; que 
ha oído al Ministerio público , y á los defensores que nada omiten 
en estas causas de todo cuanto puede favorecer á los reos. 

La necesidad de oir al ofendido y de conocer la opinión del 
Tribunal que sentenció , hará sin duda que no se concedan con de- 
masiada facilidad los indultos. La libertad del Gobierno no se res- 
tringe de derecho con estos requisitos. Se concibe muy bien que, 
en casos dados, el Gobierno prescindirá del dictamen de los Tri- 
bunales , pero no es moralmente posible que lo haga con mucha 
frecuencia; grande seria su responsabilidad si, abusando de una al- 
ta prerogativa , desautorizara á los Tribunales y alentara á los de- 
lincuentes. 

Mas la Real gracia debe siempre dejar espedita la jurisdicción 
en todos sus grados. El indulto que pusiera fin al juicio antes de 
su natural terminación, seria hasta un mal para el procesado, cuya 
honra queda purificada cuando consigue la absolución, á lo que 
no puede alcanzar la piedad del Monarca. Ya que se quite por cau- 
sas dignas de consideración la ejemplaridad de la pena, que no se 
haga otro tanto con los saludables efectos de la publicidad del jui- 
cio. Si el derecho de indultar tiene por fundamento principal evi- 
tar los inconvenientes de la aplicación rigurosa de la ley á un caso 
determinado, mientras esté pendiente la causa de la decisión de los 
Tribunales y no haya una pena impuesta , no admite esplicaciou 
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el indulto , qae os el medio que tiene el Rey , como moderador 
de todos los poderes , de templar la acción severa del orden ju- 
dicial. 

BASE VIGÉSIMA NOVENA. 

(31.* i»^ EL PROYECTO ACTUAL.) 

La cueslion de indultos'generales ha sido ya alguna vez exami- 
nada en las Corles, prevaleciendo la opinión de que no debian con- 
cederse. En la ley orgánica del Consejo de Estado se ordenó que 
fuera oido en pleno el Consejo de Estado antes de otorgarlos. El 
Gobierno por su parte , en los últimos años , no se ha mostrado 
partidario de los indultos generales, con motivo de acontecimientos 
políticos, que antes solían ser causa de su concesión. Y en verdad 
que, en buenos principios, es insostenible su existencia. No es real- 
mente un bien para el Estado arrojar de nuevo en medio de la so- 
ciedad á multitud de criminales que están espiando sus delitos, sin 
que hayan cumplido sus condenas , sin haber dado sefiales de en- 
mienda, sin examen de sus circunstancias particulares ni las del 
delito que á tal estado los condujo. El perdón tan irreflexivamente 
concedido, es un castigo á la sociedad que esperimenta los efectos 
lamentables de esta piedad mal entendida. Por esto propone la Co- 
misión que no se otorgen en adelante. 

Pero hay algunos casos en que tampoco deben concederse los 
indultos particulares : á esta clase corresponden los de las penas 
impuestas por delitos que no dan lugar á procedimientos de oficio, 
sin que la parte ofendida los consienta. 

No teme la Comisión ser tachada de dar pábulo á la pañon de 
la venganza al proponer que el perdón dependa de la persona 
perjudicada. En la base anterior queda bien demostrado que no son 
estas sus ideas ; alli se contentó con la audiencia del interesado, 
aqui exige su conformidad; ¿habrá en esto contradicción? No lo cree: 
citará en su apoyo el Código penal calcado sobre el mismo espíritu 
de esta base. Fijese por un solo momento la atención en los delitos 
de que ahora se trata y se observará que lodos ellos afectan á la 
honra, á esa prenda inestimable, cuyo lustre se empaña tan fácil- 
mente, y de cuya reparación nadie puede ser mejor Juez qué el 
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agraviado* Y si este vé que el que profanó el lecho conyugal» qve 
Ái\ quo cubrió de oprobio su nombre , que el que deshonró á su 
hija se pasea á su lado, después de haber sido condenado por los 
Tribunales, gracias á un indulto, que (al vez sea el resultado de 
un nuevo agravio, ¿será posible detener su brazo airado pai*a ven- 
garse de quien llenó de amargura el resto do sus dias y lo espone 
á la burla de los demás? La ley que se muestra severa con el de- 
safio, no tendría razón de serlo , si no castigase también severa- 
mente los agravios que se infieren á la honra, y si dejara al arbitrio 
del Gobierno el indulto de la pena á los que la mancillaran y no 
hubieran obtenido después el perdón del injuriado. 

No se esliendo á las amnistías lo que se dice de los indultos. 
La Comisión no podía entrar en ellas sin salirse de los limites do 
su encargo. Medidas profundamente poliUcas, que suelen aparecer 
después de grandes trastornos para cicatrizar las llagas de los odios 
civiles , para restablecer la paz y la armenia entre los ciudadanos 
que antes se miraban como enemigos , y que enjugan tantas lá« 
grimas y producen casi siempre beneficios inconmensurables, no 
caben dentro de las reglas ordinarias que se establecen para el 
indulto de los delincuentes en general. Pretender dictar tales reglas 
saria desnaturalizar la institución* seria sacrificar altas razones de 
conveniencia pública á cuestiones de forma » con gran delrim^lo 
del Estado. 

BA8B TfiíaSSIHA. 

/ 
(32/ EN EL PilSTECTO ACTUAL.) 

Esta base y las cuatro siguientes , tienen entra si intima co- 
nexión, porque se refieren esclusivamente al Ministerio fiscal. 

Ninguna otra parte de la organización de los Juzgados y Tribu- 
nales, ha recibido modernamente mayores reformas. No habia pa- 
sado mucho tiempo, después del feliz advenimiento al trono de 
S. M. Dofia Isabel II, cuando el Ministerio páblico tuvo represen- 
tación en los Juzgados de primera instancia. Hasta entonces en los 
pueblos en que habia Procuradores, solía ser suplida esta falta por 
aquel á quien en cada caso correspondía el turno, y en los demás 
por un vesino que á veces no sabia leer» lo cual (obligaba á los 
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nombrados, á valerse de un telrado que escribiera lo que ellos no 
podían ni sabían hacer. La inslitocion de los Promotores fiscales 
en todos los Juzgados, fué el primer paso que se dio en la organi- 
zación de este Ministerio, y uno de ios que mas han contribuido á 
que los intereses públicos, tanto en la administración de la justicia 
civil como en las causas criminales, no queden abandonados como 
lo estaban antes. 

Esta organización hubiera sido de todos modos necesaria, para 
que el Rey pudiera cumplir con una de las atribuciones que lo da 
la Constitución de la Monarquía, la de cuidar que sea pronta y 
cumplidamente administrada la justicia, lo cual soto es posible ha- 
biendo en cada Tribunal y en cada Juzgado una persona que re^ 
presente al poder ejecutivo, y que promueva ante el orden judi- 
cial cuanto sea necesario para que no quede desatendida la acción 
pública y abandonados alazar los intereses sociales. 

Puede decirse que respecto de estos funcionarios no se hace 
ninguna innovación importante en el proyecto, porque es muy se- 
cundaria la de encargar el ejercicio de la acción pública en los 
Juzgados de paz correspondientes á los pueblos cabezas de partido, 
á los sustitutos de los Fiscales. No puede Y. E. desconocer el mo-* 
tivo de esta alteración. Los deberes del MíQÍsterio fiscal en los 
partidos se han aumentado en proporción tan grande, que apenas 
tienen tiempo los agentes de ¿I para cumplirlos , especialmente en 
las grandes poblaciones. 

La asistencia continua al lado del Juez de partido , hace fre- 
cuentemente incompatible su concurrencia á dos diferentes Juzga- 
dos. No se ha creído aceptable, por otra parte, que el mismo 
agente fiscal represente al Gobierno y ejerza la acción pública en 
dos Juzgados de distíuto grado, lo cual introduce una desigualdad 
demasiado marcada entre la organización de Juzgados que son 
iguales en su orden gerirquico y en sus atribuciones. 

La sustitución del nombre de Fiscales de partido al de Promo- 
tores fiscales de partido está justificada por si misma, porque sobre 
guardar armonía aquella denominación con la de los demás funcio- 
narios que ejercen el mismo ministerio en los otros grados de la 
jurisdicción, es mas breve, y para indicar los cargos son preferi- 
bles los nombres unívocos aunque solo sea por su sencillez. 

No ha creído la Comisión que deben establecerse Fiscales des- 
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tinados escli)8Í?ameiito á los Tríbanales correccionales. Nadie con 
mas conocimiento puede desempeñar estas funciones que ios Fisca- 
les de partido, que han promovido tal vez la causa, que la han se- 
guido paso á paso en todas las actuaciones del sumario , que han 
reconocido los lugares, visto con sus propios ojos los vestigios del 
delito, y que tienen conocimientos de las cosas y de las personas 
que difícilmente podrían reunir oíros Fiscales especiales si se nom- 
braran. La circunstancia de no tener que salir de su partido para 
asistir á los juicios orales y públicos, aleja el temor de que por su 
ausencia pudiera enervarse la acción del ministerio público. 

En otro lugar de esta esposicion quedan manifestados también 
los inconvenientes que resultan del aumento de funcionarios para 
que recaigan los cargos en personas dignas de obtenerlos. 

BASE TBIGESIMA PBIMEBA. 

(33.* BM BL PROYECTO DEL GOBIERNO.) 

No basta que el Gobierno tenga un Fiscal en cada Tribunal y 
Juzgado para promover la acción de la justicia. La organización 
del Ministerio fiscal seria incompleta, si todos losque á él pertene- 
cen no formaran un cuerpo animado de un mismo es|>irilu y en- 
lazado con los vincules de dependencia de superiores gerárquícos, 
que de grado en grado llegaran basta el Fiscal del Tribunal Su- 
premo y el Gobierno. Esto es lo que hoy existe y no puede me- 
nos de conservarse. El Ministerio fiscal, para llenar cumplida- 
mente las gravísimas funciones que dcsempefia , debe ser uno, 
debe recibir las mismas inspiraciones , debe tener á su frente un 
alio funcionario con quien el Gobierno pueda entenderse inme- 
dialamente', y que , mirando como su principal deber el ejercicio 
de la acción pública, auxilie á los Ministros en el cumplimiento de 
sus deberes constitucionales , y comparta con ellos la responsa- 
bilidad. 
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BASE TRIGÉSIMA SEaxmDA. 

(34. EN EL PAOTECTO ACTUAL.) 

Establece la base trigésima seguoda algaoas incompatíbilidsKles 
para el desempefia de los cargos del Miaisterío fiscal. Estas guar- 
dan armonía en parte con las que se han indicado en ana de las 
bases anteriores para las funciones judiciales. No es necesario ma- 
nifestar sus fundamentos ; lo que se ha dicho respecto de incompa- 
tibilidad de las funciones judiciales con los cargos políticos y ad- 
ministrativos , Y con el ejercicio del comercio , de la industria y 
de granjerias , es aplicable en parte al Ministerio fiscal. También 
necesita este tener imparcialidad ; también es menester que no se 
distraiga de sus deberes, y que no se manifieste á los ojos del pú- 
blico mas celoso en el acrecentamiento de sus intereses individua- 
les que en el desempeño de sus funciones. Y esto es tanto mas im- 
portante , cuanto que , por razones que están al alcance de todos, 
no les comprende la prohibición de ser naturales del país en que 
ejercen sus cargos , ni la de estar allí domiciliadas sus familias , ni 
la de contraer matrimonio con personas del territorio en que des- 
empeñan funciones fiscales. 

La dependencia de los Fiscales , de personas particulares ó de 
corporaciones , les baria desmerecer en el concepto público , y da- 
ría lugar a que se creyese , aunque tal vez sin fundamento , que 
podrían ejercer sobre ellos una influencia perjudicial aquellos de 
quienes dependieran. Para evitar esto , la Comisión ha creído que 
debia formularse la segunda incompatibilidad de esta base. No debe 
llevarse mas allá la prohibición de lo que significa la palabra de- 
pendencia: seria sacarla de su acepción, quererla hacer estensiva á 
toda clase de encargos y comisiones. 

La innovación mas importante que en la base se propone, es la 
incompatibilidad entre las funciones del Ministerio fiscal y el ejer- 
cicio de la abogacía. Hoy se halla esta incompatibilidad estableci- 
da para todos los que forman parle del ministerio público en el 
Tribunal Supremo y en las Audiencias. El principio está pues re- 
conocido; la diferencia consiste en que no se ha llevado á sus últi- 
mas consecuencias. Considérese que mayor razón hay para prohi- 
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bir el ejercicio de la abogacía á los Fiscales de partido que á los 
Fiscales y TcDÍenle^ fiscales del Tribunal Supremo y Superiores: 
estos generalmente ejercen sus cargos en grandes poblaciones , en 
que existen colegios numerosos de Abogados , y los actuales Pro- 
motores, en cabezas de partido , frecuentemente de escaso vecin- 
dario, donde á veces no hay mas que otro ú otros dos ó tres Abo- 
bados quo ejerzan su profesión. El roce continuo en que el ejercí^ 
cío de la abogaeki los pone con las familias acomodadas del pafa, 
la dificultad de desempeñar con la justificación debida el doble pa- 
peí de defensor de determinada persona en un pleito civil, y el de 
acusador , tal vez , do la misma en una causa criminal , la posi- 
ción embarazosa del Abogado y del Fiscal » que , como patrono, 
sabe loa secretos intimes de su cliente , tal vez la historia de un 
crimen que no puede revelar sin hacer traición á sus deberes , y 
como representante de la acción pública debe tratar de investigar- 
lo, de denunciario , de pedir su severo y ejemplar castigo, son les 
motivos de lo que la Gemi^on propone. 

Nada puede decirse en principios contra esta incompatibilidad: 
si basta ahora no se ha establecido , es sin duda por la escasa do* 
taeion de los Promotores fiscales , de lo cual ha provenido que al^ 
gunos hayan considerado el ejercicio de la abogacía ú otro género 
de ocupaciones como su atención preferente, porque era la que les 
proporcionaba mayores utilidades, y tal vez porque en ellas libra- 
ban la subsbtencia de sus familias. No puede esto continuar asi 
sin gran mengua de la justicia. Si se quiere que esta se halle bien 
administrada , es necesario separar del Minústerio fiscal lodo lo 
que pueda conducir á que no promuevan con celo , coa energía y 
eon independencia las acciones que la ley estabteco para la repre- 
sión de los delitos. Por eso la Comisión en otra base propone el 
aumento de la dotación de los Fiscales de partido. 

Estas incompatibilidades no podrían ser ostensivas á los que 
ejercen gratuitamente cargos del Ministerio fiscal ; por esto la Co- 
misión los esduye de h regla general que deja establecida. La peea 
ímporlaneia de los negocios en que intervienen no hace igualmente 
teiQÍblas N abusos. 
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BASE TBIGESIMA TEBCEBA. 

(34.* CN WL PROtBCTO ieTUAU) 

Lt esoepcioD que se hace eo la base irígéstma tercera respec* 
Ui al Fiscal del Trrbunal Supremo , está ya espitcada en la que 
establece idéntica disposicioii respecto á los Ma|9[istrad(^ del raismo 
Tribunal. 

BASE TBIGESIMA CUABTA. 

(35/ EN EL MIOtBGTO ACTUAL. ) 

La inatiotilidad que la Comisión declara al orden judicial no 
es eslensiva al ministerio público. La índole diferente de una y 
otra institución espHca la diferencia. El orden judicial representa 
á la justicia , y no se concibe que pueda llenar cumplidamente su 
misión si está en el arbitrio del Gobierno remover de sus puestos 
á los Jueces y Magistrados : el Ministerio Fiscal , representa al Go*" 
bierno cerca del orden judicial , y tiene que subordinarse á las 
condiciones á que por la índole de sus cargos , están sujetos todos 
los que desempeñan funciones administrativas: el orden judicial ad- 
ministra la justicia, el Ministerio fiscal se limita á solicitarla: aquel 
es independiente del Gobierno, en todo lo que se refiere al ejerci- 
do de las ftificienes judiciales , este depende de él y le ayuda al 
cumf^imiento de sus deberes constitucionales : el orden judicial, 
por último es un poder pasivo , el Ministerio fiscal al contrario, es 
por SI Índole una institución activa, que vendría á sobreponerse al 
Gobierno y á imposibilitarle su acción cerca del orden judidai des* 
de el momento en que fuera inamovible. 

Mas tampoco debe ser su movilidad tan absoluta que los Fis^ 
cales puedan ser como boy separados sin motivo de ninguna clase» 
y tal voz , en lo^ momentc» eu que están prestando mayores serví* 
cios á la sociedad, arrostrando graves compromisos y sobreponién- 
dose á la opinión eslra^iada por los que, sin antecedente y sin res* 
poQsabilidad, y solo por pasiones ó por instintos, quisieran torcer el 
coran de la justicia. Por ^o se propone un medio que, m ((uit^r 
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al Gobierno la facultad de separar al que no merezca continnar en 
su puesto, le impida hacerlo sin conocimiento de causa. Adóptase 
una regla análoga á la que se ha establecido respecto de otros car- 
gos del orden administrativo, tales como los del profesorado públi- 
co, los de Registradores de hipotecas, los de algunos cuerpos facul- 
tativos y los de Oficiales, aspirantes y Tenientes Fiscales de lo Con- 
tencioso en el Consejo do Estado. Ld audiencia del interesado y la 
del Jefe del Ministerio Fiscal, parecen bastante garantía ; no es de 
temer que se presenten casos en que, después de resultar del espe- 
diente instruido con estas formalidades que no existe motivo bas- 
tante para la destitución, haya Ministro que la decrete. Esto no ha 
sucedido ni sucede ahora con las personas correspondientes á las 
clases de que queda hecha mención. 

Respecto al Fiscal del Tribunal Supremo, no podría establecer- 
se una regla semejante: la Comisión ha creido que, sin mengua del 
decoro de este funcionario y sin rebajar la importancia de su car- 
go, no podria sujetar su separación á estas investigaciones: ha crei- 
do mas, que no sería conveniente obligar al Gobierno á que tuvie- 
ra en tan elevado punto á persona que por cualquier motivo aunque 
no fuera fundado, no le inspirara completa confianza. 

BASES TBIGESIMA QUINTA Y TBIGESIMA SESTA. 

(36.* EN EL PROtEGTO DEL GOBIERNO,) 

Si se quiere que los que ejercen funciones judiciales y fiscales 
estén á la altura que el interés social reclama , necesario es darles 
dotaciones, modestas, si, porque modesto debe ser todo lo que al 
orden judicial se refiere , pero bastantes para que con dignidad, 
aunque sin fausto , puedan atender á su subsistencia y á la de sus 
familias. De otro modo huirán de tales cargos los que reunani me- 
jores condiciones para descmpefiaríos. Deben tenerse en cuenta las 
restricciones que se les ponen de ejercer industrias y comercios ea 
el territorio á que se esliendo la jurisdicción del Juzgado ó Tribu- 
nal á que pertenezcan , la ocupación constante y el estudio C/Onti- 
nuo que requiere el cumplimiento de sus deberes, la larga carrera 
que han seguido , los dispendios que supone la necesidad de pre- 
sentarse con el decoro que á su clase corresponde, y los inconve- 



Digitized by 



Google 



-77- 
Díeoles y peligros de que se vean en el caso de carecer de lo in- 
dispensable ó de contraer deudas que no pueden menos de ceder 
en desdoro de su clase. 

Es verdad que en el reinado anterior no tenia la Magistratura 
de la Corle sueldos superiores á los actuales, pero Y. E. recorda- 
rá los Juzgados especiales, los patronatos, las conservadurías y las 
comisiones lucrativas que desempeñaba, cuyos emolumentos ascen- 
dían á veces al cuadruplo del sueldo, y que si bien los Magistra- 
dos de las Chancillerias y Audiencias t3nian un sueldo inferior, es- 
taba en algunos compensada la diferencia con ventaja. Sabido es 
también que, por regla general, era mucho mas lo que percibian 
los Corregidores y Alcaldes mayores de lo que hoy tienen los Jue- 
ces de primera instancia, y que habia plazas de esta clase, cuyos 
productos escedian al sueldo actual de los mas allos funcionarios 
del Estado. 

Téngase en cuenta por otra parte la diferencia de tiempos, el 
mas alto precio do las habitaciones, el mayor coste de las subsis- 
tencias, la disminución del valor de la moneda y las e^iigencias 
de ona y otra época, y no podrá menos de convenirse en la justi- 
cia de que los sueldos actuales sean aumentados. Y esto aun sin 
considerar cuánto mas penosas son hoy las funciones de los que 
juzgan y de los que en el Ministerio fiscal promueven la acción de 
la justicia. 

Por esto la Comisión se cree en la necesidad de pedir el aumen- 
to de las dotaciones, y lo hace con mucha circunspección , tal vez 
con escesiva economía. Limitase á proponer que se pueda aumen- 
tar sobre los actuales sueldos el veinte por ciento, por regla gene- 
ral, y el veinte y cinco solo para los Promotores fiscales, escasa 
compensación cuando se les priva del ejercicio de la abogacia. 
Aun asi reconoce que serán cortas las asignaciones; pero las cos- 
tumbres modestas, la vida hasta cierto punto retirada, la severidad 
austera de los que ejercen funciones judiciales y de sus familias y 
la estabilidad en sus cargos , hacen creer que podrán atender con 
decoro á su subsistencia con el aumento que dentro de los espre- 
sados limites se les seliala. 

Ha concluido la Comisión de esponcr los motivos de las bases 
de las leyes de organización judicial y de procedimientos crimina- 
les; cree que propone lo mejor, atendidas las actuales circunstan- 
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cias: no bmet «na perfeetion inposible , se Kadta i sefialsr todos 
los progresos que hoy son realizables. No se deja arrastrar pdr 
opiniones de escuelas, ni por teorías absolutas, ni por preocupacio- 
nes á fiívor de lo existente, ni por temores infundados contra las re- 
formas. De lo antiguo conserva cuanto ¿in da&o de la justicia pue- 
de subsistir, y cuando introduce innovaciones no lo hace impre- 
meditadamente, sino después de largos y conciensodos debates, en 
que ha depurado todo lo que puede conducir al acierto. En estas 
discusiones ha adquirido la profunda convicción de que , fondadas 
las leyes de organización judicial y de procedimientos criminales 
sobre las bases que propone, nuestra administración de justicia se 
elevará á una altura de que dista ahora mucho por desgracia, J 
que se darán grandes pasos en el camino de regeneración empe- 
zado en los primeros años de este reinado. 

Madrid y Abril i de 1863.=Exgmo. SbSor.=Man!jel Gortiha» 
Preiide»te.=íV^tLO Gonz de u Sirna.^oan Makübl González 
Acsvbdo.=Pa8güal Bataeri.sManuel García Gaixjlrdo.s^^Fean- 
CISCO i>B ClRDEffAS.xs Cirilo Alyargk.bEihiarik) Molero, Se- 
cretario. 
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ESPOSICION 

PRESENTABA A US CORTES 

POR EL MINISTRO DE GRACIA Y JUSTICIA. 



JL IJ-A.S COUTES. 



lio es la primeVa vez, y seria moy de desear fuese la úlhma, que 
se Irae al Parlamento la cueslion de reforma judicial: ni la primera 
tampoco que se anuncia por la4)pinion y por la ciencia, que la or* 
ganizacion judicial y el enjuiciamiento , produelo de leyes y cos- 
tumbríes seculares, no corresponden á la época. No es la primera 
vez, en fin, que, aunque de todos sabido, se dice á las Cortes y al 
país que el procedimiento judicial ha sido largos siglos en España, 
y aunque en menor escala lo es todavía, complicado, dilatorio, dis- 
pendioso; y que por tanto reclama radical y pronta reparación. 

Asi sucesivamente , y en demanda de remedio, vienen los Go- 
biernos anunciándolo con frecuencia á la representación nacional; 
y si ellos hubieran callado, habrían suplido su indisculpable silen- 
cio, la ciencia, el movimiento legislativo de las demás naciones, 
el sentimiento general , la conciencia de los que han administrado 
justicia; y mas aun el recuerdo de los que han tenido que litigar, 
y esperimontado, sobre lodo, la desgracia de verse, ó ver á los 
suyos encausados. 

Por fortuna no hay que culpar en ello ni á clases, ni á perso- 
nas. Habria que culpar únicamente á la legislación; pero mas que 
á la legislación, á los tiempos, por cuyo influjo el Estado, que* 
riendo mejorar su legislación y realizándolo por adicciones sucesi- 
vas, la implicaba; temiendo destruirla, la hacia inmoble. Por lo 
demás, la Magistratura española, modelo insigne , hoy como antes, 
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modelo siempre de rectitod é integridad, lo ha sido igualmente de 
celo, de soficiencia y de firmeza. Seotia y siente el mal ; aplicaba 
y aplica so prudencia & remediarlo; pero no le era , ni le es dado 
susliluir las leyes, que únicamente tiene el deber de aplicar. En 
ellas radicaba, y aun radica el mal ; y de ellas solas es dado espe- 
rar el remedio. 

Pero ¿por qoé viene tan lento? ¿ Por qué, siendo tan hondo y 
universal el sentimiento sobre la necesidad de este remedio, ofrece 
tales dificultades? ¿Por qué se teme una reforma general, y dejan 
de satisfacer aun las parciales , que al fin, aunque con recelo, se 
adoptan, perpetuando asi la necesidad de recurrir á otras? Todo 
tiene satisfactoria esplicacion en el orden legislativo y en la vida de 
los pueblos. 

En los movimientos políticos que cambian el modo de ser de 
las naciones, el calor, el entusiasmo, la pasión, aun la ira, que cada 
uno, indulgente consigo mismo, repula santa, lo hacen todo. Si con 
el orden político y civil se innova ó sustituye también el orden 
judicial, la obra, sin vacilación ni temor, está concluida. 

Cuando, por el contrario, este último empeño se deja para des- 
pués, la escena cambia; y cambia en razón del tiempo. Loque an- 
tes habrian realizado con facilidad el entusiasmo y el calor políti- 
co, ahora teodrán que verificarlo la reflexión, el aplomo, la razón 
fria, y no habrá miramientos, ni prudencia que parezcan demasia- 
dos. Podría preguntarse si no es esto algo de lo que esperimenta en 
sí cada uno, cuando se trata seriamente de reformas judiciales. 

La razón es obvia también. El <irden judicial es la garantía su- 
prema, la única adecuada y eficaz, por la forma y alcance en que 
es coactiva, de todos los derechos, que á su vez la naturaleza y las 
leyes otorgan y quieren afianzar para el hombre. Y bien: sin esa 
garantía, aquellos derechos, aun los mas sagrados, serian de hecho 
hasta ilusorias concesiones, que impunemente aniquilarían á su vez 
la astucia, el dolo, el derecho del mas fuerte: seria imposible» sin 
esta garantía, la vida civil de los pueblos. ¿Cómo estrafiar que estos 
se acostumbren á mirar el orden judicial como participando del es- 
plendor de la justicia, como en el límite ya de la santa respetuo- 
sidad que tributan á lo juzgado? 

Y con todo, llegao momentos en que el orden judicial, aun de- 
biendo ser acatado , cual el nuestro , como la obra de los siglos. 



Digitized by 



Google 



tiene que ser hasta esencialmente modíñcado; tal vez sustituido, 
cuando no corresponde á su fln : y eso , por la razón incontestable 
de que no es la sociedad por el orden judicial ; sino el orden judi- 
cial por la sociedad. 

Y esla es la cuestión del dia , que el Ministro que suscribe no 
quiere, ni ^ebe disimular , ni esquivar. 

Y seria por otra parte empeño vano , anie la sabiduría y rectí- 
simo criterio del Parlamento espafiol. En todos, en el Ministró firman- 
le , tanto como en el que mas, hasta la exageración acaso , es, en 
principio, un no ligero embarazo , un efectivo prejuicio el respeto 
y adhesión á lo presente, y acostumbrado por siglos ; y en princi- 
pio también una cierta inquietud de prudencia en la novedad. 

Pero esa es la dificultad; no la cuestión, ni su solución. La cues- 
lioD es , si ha llegado ó no el caso ; si es ó no real la necesidad; 
porque cuando ha llegado ese trance , las naciones que se han ha- 
llado en la misma situación , que hoy España, la han superado; y 
lo contrario hubiera sido, y será en iguales casos, detenerse en su 
camino ; y sí la han superado con éxito , se tiene ya en ello, no 
solo el ejemplo , sino un fundamento indisputable de conHanza. 

Ni España se ha detenido tampoco: y si bien en la manera, que 
es propia del carácter español , el impulso está ya dado , y el Go- 
bierno como el Parlamento , sin disimularse la importancia de la 
cuestión , pueden , autorizada y confiadamente , tomar en este caso 
á la nación y á la opinión por guia. 

En tal supuesto, el importante titulo &.* de la Constitución de 
1812 ; la ley de 9 de Octubre que le siguió ; la institución de la con- 
ciliación y de los Jueces de paz ; el justamente celebrado, para su 
tiempo , Reglamento provisional para la administración de justicia; 
la introducción después del recurso de nulidad ; el bien recibido 
nombramiento de una Comisión de Codificación general ; los nota- 
bles proyectos de ley de modificación del enjuiciamiento criminal 
de 1855 y 1857, promovidos y apoyados por eminentes juriscon- 
sultos, y el primero aprobado por uno de los Cuerpos Colegislado- 
res ; el ensayo del procedimiento correccional en Madrid y su dis- 
trito; la Ley deínjuiciamienlo civil , con las novedades .de la su- 
presión de la tercera instancia, de la casación civil, y tantas venta- 
jas mas ; la introducción de las ponencias en los Tribunales civiles, 
Y la motivación de las sentencias, tan diam^tralmente opuesta á lo 

a 
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qw lirwiQWüeflieiite preys&í* la leiiisfaieiM raoopíiac|«; ]m ctksu 
é ínsisttiitei reolDBiaeiones , en fln , del Tríbuoal Supremo de Jim* 
lieia en el propio ^eotido; al paso que son, con otros ^saycs y no* 
vedades no mencionados , en el mismo orden , relevantes testímo* 
nios de que el mal es por lodos conoddo, y que por todos se sien- 
te la necesidad de su remedio, son también enérgica, autorizada y 
tranquilizadora iniciativa para lo que aun resta que hacer. 

Y no se trata , por otra parle , de sustituir en un todo , ni ine<- 
pos inconsideradamente, el orden judicial. Trátase solo, como lo 
(demuestra el presenta proyecto de ley , con los demás que de éi 
^penden, cerno de su base, y ya radicap en el Senado, ha^a con 
voto favorable de susii ustradas comisiones; de continuar las refor- 
mas ya ensayadas, utilizando en ello la enseñania delabistoria, las 
kyspiraciones de la ciencia y el ejemplo de le planteailo cop venta- 
ja ep otras paciones. «Conocidos son generalmente , dice la Gomi- 
»sÍDp de Códigos, los vicios de nuestra organización de Tribunales. 
»Hace ya cerca de diez afios que , al pedir el Gobierno autoriza- 
«cion para reformar esta parte importante de nuestra legislación, 
»decia á las Cortes , que la necesidad de mejorar lo eiistente era 
'^^n sentimiento casi unánime de k opinión pública ; y que , si 
*\Áen babria acaso diversos pareceres en cuanto á la forma , en 
«que esta niejora debia llevarse á efecto, se convenia generaimea- 
»te en la urgencia de practicarla, reduciéndola ajustes y prudentes 
•limites , sin lastimar intereses creados , ni aceptar , como bases, 
^teorías sobre las cuates no eiistíeren ya, dentro ó fuera de Espa- 
>ifia, esperimentos satisfactorios.» Y esta es cabalmente la opinión 
del Gobierna , y lo que con el apoyo de las Cortes se pr<4>Me 
realizar. 

En tal eoncepto, y descendiendo ya á pormenores, á virtud de 
las mejoras parciales y sucesivas mencionadas, en el enjuicia- 
piiento civil poco mas hay que hacer ; lo propio que en el orden 
judicial general : si bien en ellos es preciso todavía desarrollar y 
plantear por completo la casación civil ; modificar la organización 
judicial ; reducir de una vez á una verdad el precepto constitucio- 
nal de la inamovllidad ; formular con la debida precisión la res- 
ponsabilidad de Jueces y Magistrados ; y, entre otras cosas, estre- 
char y coordinar, mas en armenia con las teorías legales, la córrela- 
eion entre el fuero especial de guerra y el fuero común. 
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Sd)re este pmto estettlisláctoria, CMiohoiirtst, taiiteKgen- 
da é qat , en la presente administración, como n las anteriores/ 
han Megado los Ministerios de Gracia y Justicia , de Guerra y de 
Marina, cediendo un tanto cada cual en bien del pais, y en borne- 
negé á las buenas teorías judiciales, en cuestiones y diferencias, 
que fenian siendo y parecían destinadas á constituir una contienda 
sin solución: inteligeocia y armonía, que á primera vista aparece de 
la simple lectura de este , y de los demás proyectos coneiionados 
con el mismo , presentados en Ut alta Cámara con pleno y nátuo 
acuerdo de cada uno de los tres mencionados Minislerios. 

Pero si tal sucede en el orden judicial y enjuiciamiento civil; 
en el criminal, por la inversa, está por hacer lo principal, y en ese 
eioncepto puede deciise con verd^ que lo está todo. 

En este orden, con efecto , está por organizar con la esiensioA 
conveniente la policía ó pesqnisa judicial , que tanto focilila la 
oportuna iniciativa , y tanto asegura en los crímenes y delitos, en 
despoblado sobre todo, el éxito de un sumario. 

Continúan en él confundidos lo correccional y lo aflictivo , im- 
plicándose mutuamente, y resultando, por el ^nbarazo de los Tribu- 
nales y la necesaria prolongación del procedimiento, que lo aflicti- 
vo se agrava aun mas; y lo correccional se hace no puco lAictivo, 
cuando á veces ha irascurrido en el juicio tanto 6 mas tiempo que 
él qm conresponderia á^ la pena , y la sentencia es , acaso , y tan 
tardiamente de abscrfucion. 

El procedimiento criminal conserva m la mayoría délos caaos, 
principalmente en los grandes crímenes , y por tanto para las pe- 
Ms de muerte y perpetuas, las antiguas tres instancias: instituidas, 
es cierto , con plausibilísimo deseo , para mejor esclarecer la ver- 
dad , para mas asegurar el acierto , para facilitar en mayor escala 
á la posible inocencia sus medios de defensa; pero nada de ello sin 
el trascendentel inconveniente de hacer interminable á prooodi- 
mimlo, y de facilitar la posibilidad, no infrecuente, de diferencias 
esenciales en las sentencias lesivas , de que tanio desprestigio 
viene, sin culpa acaso de nadie, al orden judicial, y tanta desven- 
taja para la santidad de la cosa juzgada ; mientras la adeeaada so- 
KH^ion legislativa está en asegurar, coa la menor vejación y dila- 
ción posible , lo que es conveniente , evitando , m OMAto es dado 
en lo humano, lo que es de tal modo per|ndidal. 
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La dilación á qué dan márgea las cau^s con^gnadas eti esle 
párrafo y el anterior, produce todavía otro inconveniente de la 
mayor trascendencia, y digno ciertamente de la atención dellegis- 
lador: anula uno de los principales fines de la pena: la ejemplari- 
dad. Después de una demora prolongada entre el delito y su cas- 
ligo, la escena cambia en un todo. La opinión pública ha olvidado 
ya el crimen y al autor. Al santo enojo por la alármente criminali- 
dad, por la irritante perturbación del orden moral , han sucedido 
sentimientos de compasión y humanidad: al que se llamaba crimi- 
nal, digno de ejemplar castigo, que se hubiera querido en el acto; 
ahora se le compadece, y ya no se le denomina sino infeliz , des- 
graciado: se celebra su indulto, como antes se deseaba su castigo: 
la pena parece al fin, más bien un rigor de la sociedad, que uü 
acto de justicia. 

Y con todo, la separación de lo correccional y lo aflictivo; la 
simplificación del procedimiento; la sustitución del sistema escrito 
por el oral , es todo para meditado con suma circunspección; pero 
lo que eiiste con crédito y ventajas en otros paises, puede sin 
duda existir; y las Cortes pueden ver además en el conjunio de las 
bases; pero muy señaladamente en la 7.', 12.', 14/ y 27/ y en 
el articulo 3.* de este proyecto, que no de otro modo, que el es- 
presado, comprende y propone el Gobierno la reforma. 

Hay mas todavia. En lo criminal no hary aun casación , mien- 
tras la hay en lo civil. Asi, los derechos civiles de los españoles 
son apreciados en último término por un supremo y único criterio, 
lo cual tanto aquieta al que litiga y tanto vigoriza la administra- 
ción de justicia; mientras los derechos personales, sin esceptuar 
aun el mas sagrado, el de la vida, sop apreciados, en último término 
también, por tantos criterios como Tribunales superiores; y á veces 
en cada uno de estos, sin culpa de nadie, por tantos como Salas. 
Y si por otra parte se reconoce que la casación es ventajosa en lo 
civil, hay que admitir la tristísima consecuencia de que en España 
la fortuna material del ciudadano, en ínfima cantidad á veces, ^lá 
mas garantida que lo estáov por mas violento que parezca el aumi- 
ciarlo, la libertad, la honra y la vida. 

«La administración de justicia en lo criminal,» decia en esta ra- 
zón el Tribunal Supremo de ella , en su esposicion de 20 de No- 
viembre de 1862 al Gobierno de S« M^ «no tiene toda la mages- 
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»lad, DO eslá rodeada de todo el prestigio que la conviene; no ios- 
»pira toda la confianza, toda la veneración necesaria , para que la 
«autoridad moral de sus fallos, unida á la que deriva de la ley, con- 
«tribuya á legitimar en la conciencia pública el sello de santidad 
«que aquella imprime á la cosa juzgada.» 

La administración de justicia en lo criminal, en fin , omitiendo 
Ciros pormenores, carece basta de una ley adecuada de enjuicia- 
miento, mientras ya la tiene, hace años, el orden civil. 

Resta justificar el modo con que la reforma propuesta se so- 
mete á la deliberación de las Cortes. 

De cuatro modos está autorizada, por actos legislativos, solem- 
nes y repetidos en uno y oiro cuerpo colegislador, la discusión de 
las leyes: 

1.* Articuladas y en toda su estension. Este sistema, si ha de 
dar resultados, no se presta, y asi como el raciocinio lo convence 
la esperiencia, sino á leyes no demasiadamente estensas , so pena 
en otro caso, de que, ya que se salvaran la unidad de sistema y 
la unidad técnica, apenas una vez entre muchas, podria asegurarse 
el éxito apetecido. Hoy está en la conciencia de todos que par tal 
medio, difícilmente la Espa&a tendría todavia Código penal, ni 
nunca tendrá Código civil. 

i."" Por mera autorización al Gobierno, como se ha realizado 
en diversas ocasiones. 

3."* Por mandato ó por autorización para desarrollar un pro- 
yecto dado sobre bases presentadas por el Gobierno y aprobadas 
por las Cortes, como sucedió con la Ley de Enjuiciamiento civil. 

4.* Y últimamente, por autorización para plantear, á calidad de 
dar cuenta á las Corles, proyectos ya formulados y articulados, 
presentados por el Gobierno, ^omo se verificó respecto del Código 
Penal y de la Ley Hipotecaria. 

£1 presente proyecto participa del tercero y cuarto modo; 
pues, sobre presentarse el proyecto de bases, es conocido ya, casi 
por completo, de las Cortes y del público el desarrollo que estas 
han de tener, por medio de los mencionados proyectos de ley, que 
radican en el Senado y acompañan impresos, sí bien como piezas 
de instrucción, sobre organización de Tribunales, reforma de la 
casación civil, casación criminal, y modificación, en consonancia 
con las bases, de la organización judicial y fuero civil militar, pre- 
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senlados, de conformidad ea este punto, por los Mieislerios de 
Gracia y Justicia, de Guerra y de Marina. 

Hay todavía una raion especiaüsima que justifica en este om, 
' aun mas que en otros* ia forma de discusión. Fuñado en un xblv^ 
mo supuesto el acuerdo^ los tres espresados Ministerios, y pen- 
diendo de ello la unidad en el sistema propuesto de reformas ju- 
diciales, es indispensable la aprobación de una base común, que 
sirva de punto de partida , autorizado y cierto , para cada uno de 
aquellos, al formular sus respectivos proyectos. 

Hay aun mas. Gomo cada uno de los Ires Ministerios tiene pre« 
sentados sus peculiares proyectos de ley, y habrá de presentarse 
en su caso el de Enjuiciamiento criminal, puede tenerse por cierto 
qne, no pudiendo ser todos discutidos y aprobados en discusión ar- 
ticulada en la primera legislatura, habrían los mas de serlo en otra, 
ú otras posteriores. Podrán entre tanto sucederse ma ó mas admi* 
nistraciones : podrán los Ministros posteriores abrigar otra , diver- 
sa, y aun contraria opinión sobre el particular ; y es evidente qae 
se habrá malogrado la ocasión, y desaparecido, tal vez por muchos 
áftos, la conformidad reciproca de los Ministerios, y con ella la inh> 
portante unidad de sistema. 

Correspondería ahora esponer la razón de cada una de las bases, 
)o cual haría esta esposicion interminable; mientras por otra parte 
parece escusarlo el género de discusión pública , que sufrió el pre«- 
senté proyecto en la Comisión , como ningún otro que jamás se 
haya presentado al Senado : el dictamen favorable de las Comisio- 
nes, ya impreso y repartido, en los demás proyectos presentados 
por los tres antedichos Ministerios ; y la esposicion de motivos de 
la comisión de Códigos al presente proyecto de bases , que ya so 
distribuyó improsa á los Señores Senadores , y oportunamente so 
volverá á distríbuir, previamente á la discusión, á los Senadora y 
Diputados. 

Por todo lo dicho, á reserva de ampliarlo en la discusión, y 
sin perjuicio de acoger en esta cuestión abierta , cuantas observa- 
ciones y modificaciones puedan mejorar el propósito combinado de 
los tres Ministerios , el Ministro que suscribe tiene el honor do 
presentar de nuevo, algún tanto ampliado , á la aprobación de las 
Cortes el siguiente 
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PROYECTO DE BA^ES 



PARA LA REORGANIZACIÓN DI TRIBUNALES, Y PARA XL EN« 
JUIGIAMIENTO CRIMINAL EN EL FUERO GOHÜN. 



Artigólo 1/ Los Ministerios de Gracia y Justicia, de Guerra y 
de Marina, cada uno en la parte que le sea peculiar , procederátí 
á la reorganización de los Tribunales de su dependencia , y orde- 
Darán el procedimiento judicial en los mismos , con sujeccion al 
presente proyecto de bases , y en correspondencia con los demás 
proyectos de ley , presentados con el mismo fin en el Senado pot* 
cada uno de dichos Ministerios, y en que ya ba recaído dklámen 
faforable de las respectivas Comisiones. 

Art. i° Las bases « á qoe se refiere el aríículo anterior, don 
las siguientes: 

PRintRA/ 

Administrarán la justicia dentro de los limites de su respectiva 
competencia: 
1/ Jueces de paz. 
2.** Jueces de partido. 
3<' Tribunales correccionales. 
4/ Audiencias. 
5/ Un Tribunal Supremo. 

SEfiVKDA. 

El ejercicio de las funciones jodiciales será incompatible: 

1.' Con todo cargo político ó administrativo , escoplo el de 
Senador, que podrán obtener y desempeñar los Magistrados del 
Tribunal Supremo, con arreglo rA art. 15 de la Constitución. 

2/ Con todo empleó ó cargo privado, que constituya al que lo 
ejerza en dependencia de alguna corporación ó persona particular. 

3.' Con todo comercio, industria ó granjeria en el territorio en 
que k ejerza. 

i.' Con el ejercicio de la abogacía. 
Los Jueces de paz oo estarán comprendidos m las itícompati* 
bilidades establecidas en los números 2.\ 3.* v 4.* do esta base. 
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Los Jueces y Magistrados do podrán serlo en el partido ó dis- 
trito de su nacimiento; en el que hayan residido largo tiempo, ó en 
que tengan grandes bienes de fortuna. 

TERCERA. 

La jurisdicción de los Jueces y Tribunales del fuero común 
será la única competente en todos los juicios civiles y criminal^, 
sin mas escepciones que las que á cont'muacion se espresan : 

1/ Los juicios de que deba conocer el Senado, con arreglo á 
las leyes. 

2/ Los de que deban conocer los Tribunales eclesiásticos, can 
arreglo á los cánones y leyes del Reino. 

3.' Los juicios por delitos militares, y por los comunes ó faltas 
que cometan los militares en activo servicio , en el ejército ó armada. 

4.' Los demás juicios establecidos, ó que se establezcan por le- 
yes especiales que asi lo determinen espresamente. 

ciJAirrA. 

No se dividirá la continencia de la causa ni en los negocios 
civiles, ni en las causas criminales. 

QUINTA. 

En cada demarcación municipal habrá uno ó mas Jueces de 
paz , los cuales ejercerán su jurisdicción en los pueblos ó distritos 
que les sean designados. 

SESTA. 

Habrá un Juez en cada partido judicial ; deberá residir en la 
cabeza de él , y ejercerá su jurisdicción en todo el territorio del 
mismo. 

En los pueblos, en que las circunstancias lo exigieren, podrá 
haber dos ó mas Jueces, subdiviéndose el territorio en distritos. 

SÉTIMA. 

Hasta tanto que puedan ser establecidos Tribunales correccio- 
nales permanentes » habrá en el territorio de cada tres partidos ju- 
diciales un Tribunal correccional, compuesto de los tres Jueces de 
los mismos. 
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Eslos TríbuDales correccioDales se reunirán, dllernando por 
meses , en las respectivas cabezas de los partidos que compongan 
su territorio. ' 

Podrán ser presididos' estos Tribunales por un Magistrado de la 
Audiencia del territorio, turnando al efecto todos los de las Salas* 
criminales. Para que no queden estas indompletas, se aumentará á 
la dotación personal de cada Audiencia uno, dos ó tres Magistra- 
dos, según sea necesario, debiendo igual número presidir las se* 
sienes de otros tantos Tribunales , de modo que alternativa y su- 
cesivamente todos sean recorridos por lo menos una vez en cada 
aito. Concluidas las sesiones mensuales, volverán los Magistrados á 
lomar parte en los trabajos de la Audiencia. 

OCTAVA. 

Se conserva el número actual de Audiencias territoriales , y 
continuarán establecidas en tas propias capitales que en el dia. 

Serán todas de igual categoría. La ley orgánica , sin embargo, 
podrá establecer escala correlativa de sueldos ó gastos de repre- 
sentación, y escala de servicio obligatorio en algunas de las mismas. 

Habrá en ellas Salas de lo civil y de lo criminal. 

NOVENA. 

El Tribunal Supremo residirá en la capital de la Monarquia: 
ejercerá su jurisdicción en la Península, islas adyacentes y provin- 
cias de Ultramar. 

Ningún otro podrá llevar el título de Supremo, 

DÉCIMA. 

Los Jueces y Tribunales ordinarios, en sus respectivos grados, 
ejercerán, como conservadores, la jurisdicción llamada deestranje- 
ria , conociendo de todas las causas civiles y criminales contra es- 
tranjeros procedentes de naciones á que, por tratados, esté actual- 
mente otorgado dicho fuero , si se hallaren inscritos en clase de 
transeúntes ó domiciliados en las matriculas de ios gobiernos de 
las provincias y de los Cónsules respectivos de sus naciones. 

Donde buÜere mas de un Juez de primera instancia , será el 
Conservador el mas antiguo. 

Los estranjeros procedentes de naciones , á quienes por trata- 



Digitized by 



Google 



dos DO se haya coiMedido dicho fuero, serán jozgtidos por loft mis- 
mos Jueces y Tribanales que los espafioles. 

UNDEGIMA. 

Corresponderá á los Jaeees de paz : 

1 / Autorizar los actos de coDciliaclon. 

3/ Conocer en primera instancia de los Juicios verbales y dé 
las fallas. 

3/ Instruir preventivamente las primeras diligencias en las cau- 
sas criminales^ 

4/ Desempeñar las colisiones que los Jueces de partido y Tri- 
bunales correccionales las confieran. 

5/ Sustituir á los Jueces de partido, donde no haya dos ó mas de 
estos; pues en tal caso los Jueces de partido se sustituirán unos á otros. 

DUODÉCIMA. 

Corresponderá á los Jueces de partido : , 

1/ Conocer en apelación de los juicios verbales y de fallas. 

2/ Com)cer en primera instancia de todos los juictos civiles, á 
escepcion de los verbales. 

3/ Ejercer la jurisdicción voluntaria, con arreglo á las leyes. 

i.* Instruir el sumario en las causas criminales. 

6/ Fallar en primera instancia las causas criminales, cuya pena 
en cualquiera de sus grados sea aflictiva, en los juzgados en que m 
se aplique desde luego , y mientras puede ser aplicado^ ^ ^nháú 
oral y público y la inica iseiancia ante las Audieacias. 

6.^ Desempeñar las comisiones que les confieran los Tribunales 
y Jueces de cualquier fuero. 

DECtHATERGERA. 

Corresponderá á los Tribunales correccionales : 
Conocer en juicio oral y público délas causas por delito», cuya 
pena en su grado máximo sea correcional. 

DECIHAGCARTA. 

Corresponderá á las Audiencias: 

!.• Decidir las competencias entre los Jueces y Tribunátes ám 
s§ territorio, de que sean supeyior coam. 
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S/ CoiK)cer de los recursos de fuerza en los casos qué deter- 
minen las leyes. 

3/ Conocer en segunda instancia de los juicios civiles , de que 
conozcan en primera los Jueces de partido. 

4.* Conocer de las causas instruidas por los Jueces de partido, 
por delitos cuya pena en cualquiera de sus grados sea aflictiva. 
Esta disposición se aplicará desde luego á las causas por delitos 
cometidos en las poblaciones en que residen las Audiencias y en 
los partidos inmediatos. Respecto á los demás partidos, se aplazará 
hasta dos afios después de puestas en ejecución la ley orgánica de 
Tribunales, y la de Enjuiciamiento criminal. 

5/ Conocer en segunda instancia de las cao^s criminales en 
qáe , con arreglo á la base undécima y á lo que se prescribe en 
el número anterior de esta, han de continuar fallando en primera 
los Jueces de partido. 

6.* Instruir y fallar las causas que á continuación se espresan: 

Contra Jueces y fiscales de partido de su territorio , por toda 
clase de delitos. 

Contra los Jueces de paz de su territorio, por delitos cometidos 
en el desempeño de sus funciones. 

Contra los que ejerzan cualquiera jurisdicción en sn territorio, 
en los casos en que sean de la competencia de la ordinaria* 

Contra los subalternos de las mismas Audiencias, por delitos co* 
metidos en el desempefio de sus^ funciones. 

Contra los funcionarios del orden administrativo, por delitos como* 
tido9 en el eJ6i*cicio de sus cargos, en los ca»» que determinen las leyes. 

DECIUAQUINTA. 

Corresponderá al Tribunal Supremo : 

1 .* Decidir las competencias entre Jueces y Tribunales que no 
tengan superior común. 

2.* Conocer de los recursos de fuerza en los casos que deter- 
minen las leyes. 

3/ Conocer en igual forma de los recursos de casación contra 
las sentencias ejecutorias en pleitos y causas de todos los Tribuna* 
les , sin mas escepciones que las consignadas en los párrafos pri- 
mero y s^undo de la base 3.^ 

4/ Instruir y fallar las causas siguientes : 
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Contra sus Salas y Magistrados , su Fiscal y los aus^Uiares de 
este , por toda clase de delitos. 

Contra los Tribunales del fuero común, sus Salas ó Magistrados, 
los Fiscales de ellos y los auxiliares de estos, por toda clase de delitos. 

Contra los altos dignatarios y los demás funcionarios que con 
arreglo á las leyes deban ser juzgados por el mismo. 

Contra sus subalternos, en el caso establecido en la base 14.* 
respecto de las Audiencias. 

DEGIMASESTA. 

Los Tl*ibunales y Jueces ejercerán inspección y vigilancia sobre 
sus inferiores y subalternos , y además la jurisdicción disciplinaria 
correspondiente. 

DEGIHASETIMA. 

Se organizará la pesquisa judicial del modo mas á propósito para 
corresponder á su importante fin. 

DECIMAÓCTAVA, 

Los Tribunales y Jueces, además de las funciones espresadas ea 
las bases precedentes, desempeñarán lasque les confieran las leyes. 

DEGIMANOVENA. 

Se creará un cuerpo de aspirantes á la judicatura : su número 
será limitado: se entrará en él por oposición. 

Los aspirantes á la judicatura estarán á las órdenes de los Presi- 
dentes de las Audiencias, paraauííliar la administración de justicia. 

De entre sus individuos , y en la forma que establezcan las le- 
yes, deberán ser nombrados todos los Jueces de entrada , sin per- 
juicio de reservar determinado número de plazas á los Fiscales de 
partido y Jueces de paz. 

VIGÉSIMA. 

Los Jueces y Magistrados no podrán ser ascendidos sino á la 
clase inmediatamente superior á la en que sirvan , atendiéndose 
para la elección, dentro de cada una, á la antigüedad ó al mérito. 

No obstante lo dispuesto en él párrafo anterior, podrán ser 
nombrados Magistrados de las Audiencias y del Tribunal Supremo, 
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en la proporción que la ley determine, letrados de especial oüérllo 
y suficiencia , y que reúnan las demás circunstancias prevenidas 
en la misma, aunque no hayan sido Jueces ni Magistrados. 

. Los que en las provincias ultramarinas hayan desempeñado en 
propiedad cargos judiciales, y reúnan las circunstancias que la ley 
orgánica establezca , podrán ser nopobrados y ascendidos del mis- 
mo^ modo , que los que Éiáyan servido cd laPenírisúh^ y eh las iá^ 
las adyacentes. 

VIGÉSIMA PRIMERA. 

Para que tenga efecto la inamovilldad establecida en d art. 69 
de la Constitución , se obéervarán las reglas siguientes : 

1/ Las sentencias de los Tribunales , por las que se impongan 
á los Jueces ó Magistrados penas aflictivas ó correccionales , llevan 
consigo la destitución. 

S/ Los Jueces de partido y los Magistrados, que fueren corregi- 
dos disciplioariamente por hechos graves que, sin constituir delito, 
comprometan la dignidad de su minislerio, ó los bagan desmerecer 
en el concepto público, podrán ser destituidos por sentencia del Tribu- 
nal Supremo, oyendo siempre por escrito b1 Fiscal y al interesado. 

3." Los Jueces de partido y los Magistrados, á quienes se baya 
declarado, una ó mas veces, civilmente responsables de sus provi- 
dencias , podrán ser destituidos, con sujeción á las formas estable- 
cidas en la regla anterior. 

i." Los Jueces de paz podrán ser destituidos por las Audiencias, 
con sujeción á lo establecido en las reglas 2.' y 3." de esta base. 

VIGÉSIMA SEGUNDA. 

Los Jueces y Magistrados podrán ser jubilados á los sesenta y 
cinco años , aunque no lo soliciten. 

Podrán ser jubilados también antes de llegar á dicha edad , si 
se imposibilitaren, por cualquier causa, para el servicio. 

En uno y en otro caso deberá preceder espediente, en que sean 
oídos los interesados y la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo. 

VIGÉSIMA tercera: 

Los Jueces y Magistrados no podrán ser trasladados sin sa con- 
formidad ; sino por alguna de las causas siguientes: 
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f / ViMr oMMi tM mujer oatortl de eoaiqtiier pniMo'de) Tritm* 
mi oorreccional ó Andienctei quepertcnezcoB» ó est^btecidaenél. 

2/ Por dedicarse ellos, ó sus numeres , á cualquier comercio, 
industria , cultivo ó granjeria en el mismo territorio. 

3/ Por disidencias graves con los demás Jueces y Magistrados 
qflM eilttpoDgaii el Tribunal. 

1/ Pdr otras consideraeíoMft gnres» áuprná étm qa eato 
caso á la Sala de gobierno del Tribunal Supremo. 

VIGÉSIMA CUARTA. 

Los Jueces y Magistrados serán respoosables oríminalmeile de 
sus providencias» con arreglo á las prescripeioaes dd Código penal. 

VIGÉSIMA QUÍNTA- 
LOS Jueces y Magistrados serán responsables civilmente de los 
perjuicios que causaren con sus providencias, cuando infrinjan con 
cHas las leyes por negligencia ó ignorancia inescusables. 

VIGÉSIMA SESTA. 

En los juicios civiles habrá solo dos instancias, y recurso de ca* 
sacien en los casos que establece la ley. 

VIGÉSIMA SÉTIMA. 

En las causas criminales y correccionales habrá una sola instan- 
cia, y recurso de casación, cuando proceda con. arreglo á las leyes. 

El juicio será oral y público. 

Esta base se entiende sin perjuicio de la suspensión temperar, 
de que tratan el núm. 6.* de la base 12.* y el 4.* de la 14.* 

VIGÉSIMA OCTAVA. 

Se entenderá interpuesto el recurso de casación centra toda 
sentencia, en que se baya impuesto la pena de muerte. 

VIGÉSIMA NOVENA. 

Denegada la casación en el caso de la base anterior, podrá el 
Tribunal Supremo, cuando á su juicio circunstancias especiales lo 
exigieren, recomendar á la Real clemencia el indulto de los pro- 
cesados. 
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fm whHtar de la pena de muerte y de las perpetuas, será oido 
el Tribunal Supremo. 

TRIGESinA. 

Para indultar de cualquier pena será necesario: 
l."" Que eslé impuesta por sentencia, contra la cual no se halle 

pendiente recurso de casadon. 
S/ Que en las no perpetuas, informe el Tribunal que haya dio-* 

lado la sentencia, oyendo previamente a la parte ofendida* 

TRIGÉSIMA PRIMERA. 

Ho se concederán indultos generales. 

Tampoco podrán cmicederse inddttos de peñas impuestas por 
deliios/que no puedan dar lugar á procedimiento de oficio, sin la 
(K>qformidad de la parte ofendida. 

TRIGÉSIMA SEGUNDA. 

El Mim^erio fiscal será desempeñado en los Juzgados de paz de 
los pueblos, que no sean cabezas do partido, por un abogado, nom- 
brado Sustituto fiscal por el Fiscal de la Audiencia, y en su defecto 
por un Regidor queá este fin nombrará cada año el Ayuntamiento. 

En los Juzgados de paz de los pueblos cabezas de partido, por 
los Sustitutos de los Fiscales de partido. 

En los Juzgados de partido, por los Fiscales de cada uno. 

En los Tribunales correccionales , por los mismos Fiscal^ de 
partido que hayan intervenido en los respectivos sumarios. 

En las Audiencias , por los Fiscales y sus auxiliares en el Mi- 
nisterio Fiscal. 

En. el Tribunal Supremo, por el Fiscal del mismo y los auxi- 
liares de este. 

La ley fijará las circunstancias que hayan de reunir los funcio- 
narios del Ministerio fiscal, en sus diferentes grados, para el |)uen 
desempeño de sus funciones, atendiendo para los ascensos á la an- 
tígüedad ó al mérito. 

Para Fiscales de Audiencia podrá tener aplicación, en su caso, 
\q dispuesto en el párrafo i* de la base 20.' 

TRIGÉSIMA TERCERA. 

El Fiscal dd Tribunal Supremo será el Jefe de ledos los que 
ejerzan el Ministerio Fiscal en el fuero comun. 
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Los Fiscales de las Audiencias territoriales serán j«fes» á so 
vez, de sus auxiliares y de los Fiscales de partido. 

Los Fiscales de partido lo serán respectivamente de los de los 
Juzgados de paz del mismo. 

TRIGESfflA CUARTA. 

La incompatibilidad, establecida ert fe base 2.* para el ejerci- 
cio del Ministerio judicial, será estensiva al Fiscal. Esto se entien- 
de sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1."* de la base 3S.', 
Y no comprenderá al Fiscal del Tribunal Supremo, que podrá ser 
nombrado Senador, ni á los Sustitutos Fiscales, los cuales no serán 
comprendidos en las incompatibilidades espresadas. 

TRIGÉSIMA QUINTA. 

Los que ejerzan el Ministerio Fiscal no podrán ser separados de 
sus cargos sin áu audiencia previa , y la del Fiscal del Tribunal Supremo . 

Este podrá proponer al Gobierno, cuando lo considere necesa- 
rio ó conveniente, la traslación, la separación absoluta ó el pase á la 
judicatura ó magistratura , de los que correspondan al Ministerio Fiscal . 

TRIGÉSIMA SESTA. 

Se fijará en la ley orgánica de Tribunales la dotación de los 
Magistrados, Jueces, Fiscales y Auxiliares del Ministerio Fiscal, 
pudiéndose aumentar su actual dotación hasta un SO por 100 de 
las sumas en que hoy consiste. La de los Fiscales de partido po- 
drá aumentarse hasta un 25 por 100 sobre la que hoy disfrutan 
los Promotores fiscales. 

Art. 3.* El Gobierno, por los Ministerios de Gracia y Justicia, 
de Guerra y de Marina, dará cuenta á las Cortes de los proyec- 
tos, que respectivamente fueren planteando, y de sus resultados 
en cada uno de los tres primeros años de iniciada la reforma; pa- 
sado cuyo término , no podrá alterarse lo establecido sino por una 
ley especial. 

Art. 4.* Quedan derogadas, sin escepcion, todas las leyes ge- 
nerales ó especiales. Reales órdenes. Decretos, Ordenanzas, Regla- 
mentos y prácticas generales ó especiales, asi mismo, en cuanto se 
opongan á la presente ley. 

Madrid 7 de Enero de 1865.=Lorenzo Arrazou. 
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